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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS



	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	10-6168-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	07-05-10
	CONVENIO SOBRE GARANTÍAS INTERNACIONALES. ELEMENTOS DE EQUIPO MÓVIL Y SU PROTOCOLO

-Aprobación de la Adhesión al Convenio Relativo a Garantías Internacionales sobre elementos de equipo móvil y su Protocolo. Expediente 17182.



	10-6330-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Ester Acuña Ramírez
	11-05-10
	REQUISITOS PARA NEGOCIOS DE MAQUINAS DE JUEGOS Y DECOMISO DE MAQUINAS

-Artículos 27 inciso b y 28 párrafo primero y Transitorio único de la ley No. 8767. Publicada en La Gaceta número 191 del 01 de octubre del 2009.

Las normas señalan que las máquinas de juegos, juegos de videos o juegos de habilidad y destreza, tanto electrónicos como virtuales, deben instalarse en establecimientos acondicionados para  tal fin, que no se encuentren comunicados con otros locales dedicados a otras actividades. El transitorio establece un plazo de 6 meses para poner a derecho este requisito. Consideran los recurrentes que esto no es una medida razonable, pues las máquinas les fueron decomisadas. 



	10-6417-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Danilo Rivas Solís

MI VALLE S.A.
	12-05-10
	PLAN REGULADOR DE VASQUEZ DE CORONADO

-Artículo 14 el Plan Regulador del Cantón de Vásquez de Coronado. 

La norma cataloga un inmueble propiedad del amparado, como Zona de Parcelas Agrícolas, cuyo fin es permitir el desarrollo agrícola intenso y aledaño a la ciudad, que se especialice en una agricultura intensiva, moderna, propia de borde de una metrópolis, los usos permitidos son: agricultura, lecherías, granjas, vivienda conexa, agroindustria, instalaciones deportivas, instalaciones recreativas. Considera el recurrente que la norma restringe su derecho de propiedad. 



	10-6476-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Quesada Moncada y otro

CAMPOSANTO LA PIEDAD S.A.
	13-05-10
	PORCENTAJE DE NICHOS QUE DEBEN CONTEMPLAR CEMENTERIOS PRIVADOS

-Artículo 27 del Reglamento General de Cementerios. Decreto Ejecutivo No. 32833-S del 03 de agosto del 2005. 

La norma señala que deberá contemplarse un número no menor del 5% del total de los nichos para indigentes y contingencia. Considera el recurrente que la obligación es imprecisa. 



	10-6532-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Manuel Chinchilla Ulloa
	13-05-10
	SENTENCIA JUDICIAL

-Sentencia 4151-05, del Tribunal del Primer Circuito Judicial de San José, por el delito de abusos deshonestos calificados en concurso material, cinco violaciones calificadas en concurso material y una violación calificada en grado de tentativa, por aplicación de normas no escritas y por omisión de los derechos subjetivos, establecidos en el artículo 308, 214, 136 de la Ley General de Administración Pública. 



	10-6667-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Francisco Saborío Elguézabal
	17-05-10
	PRINCIPIOS DE PARTICIPACIÓN POLÍTICA POR GÉNERO

-Artículo 2 del Código Electoral. Ley número 8765. Publicado en La Gaceta número 171. 

La norma impugnada señala que la participación política de hombres y mujeres es un derecho humano, que se regirá por el principio de paridad y que todas las nóminas de elección utilizarán el mecanismo de alternancia por sexo (mujer-hombre u hombre-mujer), en forma tal que dos personas del mismo sexo no puedan estar en forma consecutiva en la nómina. 

El recurrente acusa que los porcentajes no le dan la oportunidad a los votantes de elegir en sus nóminas, pues considera que no se debe premiar el género, sino la calidad política de la persona que quiere participar. 



	10-6696-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Gonzalo Bermúdez  Fallas y otros
	17-05-10
	CONVENCIÓN COLECTIVA DE LA COMPAÑÍA NACIONAL DE FUERZA Y LUZ

-Artículo 3 de la Convención Colectiva de la Compañía Nacional de Fuerza y Luz. 

La norma señala que la Compañía reconoce al Sindicato Industrial de Trabajadores Eléctricos y de Telecomunicaciones como único representante de los trabajadores. Considera el recurrente que se impide a los trabajadores escoger un sindicato de su elección y hace nula la creación de nuevos sindicatos para la defensa de intereses colectivos, pues su creación será ignorada.

 

	10-6771-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Juan Carlos Pérez Hidalgo
	19-05-10
	PARTES POR NO LLEVAR SILLA A MENORES

-Artículo 80 de la Ley de Tránsito

La norma señala que los conductores de vehículos automotores que deban transportar a personas menores de doce (12) años, estarán obligados a utilizar un dispositivo de seguridad, acorde con el peso y la edad de la persona menor de edad, quienes deberán viajar en el asiento trasero del vehículo.

En ambos casos, el dispositivo de seguridad respectivo deberá estar sujeto al asiento trasero por medio de los cinturones de seguridad y cumplir todas las especificaciones técnicas definidas reglamentariamente. Se acusa que se le hizo un parte por más de 200.000 colones. 



	10-6788-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Javier Coto Echeverría y otro

Hacienda Urasca S.A.
	19-05-10
	SERVIDUMBRES ADMINISTRATIVAS

-Artículos 22 y 23 de la Ley número 6313 del 04 de enero de 1979.

-Artículo 13 de la Ley número 7495 del 08 de junio de 1995.

-Artículo 79 de la Ley número 8660 del 08 de agosto del 2008, en los párrafos del tercero en adelante, las referencias que se hacen al concepto que dice “o la imposición de la servidumbre”.

-Disposiciones 5.2.11 y 7.1.2 del “Manual para la Elaboración de Avalúos para Expropiación” del ICE, reglamento interno de esa institución, publicado en La Gaceta número 109 del 07 de junio del 2005.

Se impugna en el asunto base la ampliación de una servidumbre de paso de línea de transmisión eléctrica, constituida convencionalmente. Se acusa que es una servidumbre administrativa que no está regulada constitucional ni legalmente. 



	10-6789-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Alberto Soto Víquez
	19-05-10
	INDEMNIZACIÓN EN CASOS DE SOBRESEIMIENTO O ABSOLUTORIA

- Artículo 271 párrafo infine del Código Procesal Penal. 

La norma señala que también procederá la indemnización, sólo a cargo del Estado, cuando una persona haya sido sometida a prisión preventiva y luego es sobreseída o absuelta, con plena demostración de inocencia. A juicio del recurrente, el artículo impugnado contiene una exigencia inusual, pues estima que se encuentra redactada a beneficio del Estado. 



	10-6963-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Sergio Gamboa Vargas 
	21-05-10
	SANCIONES IMPUESTAS AL ABOGADO O MANDATARIO JUDICIAL, CUANDO PERJUDIQUE LOS INTERESES CONFIADOS

Contra el artículo 351 del Código Penal, en la parte que señala, “…sea de cualquier otro modo”.

 La norma señala que Será reprimido con prisión de seis meses a tres años el abogado o mandatario judicial que perjudicare los intereses que le han sido confiados sea por entendimiento con la otra parte, sea de cualquier otro modo. Se indica que se causa indefensión  y violaciones al debido proceso al no tipificarse correctamente, no sólo la conducta del imputado, sino cuales hechos  se tipifican al señalar dicho artículo “cualquier otro modo”, lo que es ambiguo y atenta contra el principio de legalidad y el derecho de defensa del imputado.



	10-6995-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Guiselle Mora Peña
	24-11-10
	OMISIÓN DE REGLAMENTAR LEY DE CONTROL INTERNO

- Se acusa la omisión de decretar el Reglamento a la Ley General de Control Interno No. 8292. 

El artículo 44 de la Ley de Control Interno señala que el Poder Ejecutivo deberá reglamentar la ley en un plazo máximo de 3 meses, lo que ha generado que la Contraloría y las Auditorías dicten sanciones disciplinarias graves por la supuesta errónea aplicación de la citada Ley, sin que la misma haya sido reglamentada.

 

	10-7959-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Christopher John Bernstel
	25-05-10
	JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL DE FAMILIA SOBRE APELACIÓN DE MEDIDAS CAUTELARES

-Jurisprudencia del Tribunal de Familia del Primer Circuito Judicial de San José, respecto a la admisibilidad de los recursos de apelación contra resoluciones que otorgan medidas cautelares. 

Se afirma que la jurisprudencia impugnada es contraria a los artículos 429 y 560 del Código  Procesal Civil y la jurisprudencia civil no admite apelación contra las medidas cautelares, el Tribunal recurrido en su jurisprudencia, si admite los recursos de apelación. 



	10-7063-0007-CO

Consulta Legislativa


	Francisco Chacón Gutiérrez y otros


	25-05-10
	AUMENTO DE SALARIO DE LOS DIPUTADOS

Reforma del artículo 2 y Derogatoria del artículo 5 de la Ley de Remuneración de los Diputados de la Asamblea Legislativa, ley 7352 de 9-8-1993 y sus reformas.



	10-7085-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Dagoberto Madrigal Mesén
	26-05-10
	RESOLUCION DEL TRIBUNAL NOTARIAL

-Resolución número 39-2010 de las 9:45 del 12-02-2010 del Tribunal Notarial. 

Sanción impuesta a notario según el artículo 144 inciso e) del Código Notarial.



	10-7097-0007-CO

Consulta Legislativa


	Juan Carlos Mendoza y otros
	26-05-10
	AUMENTO DE SALARIO DE LOS DIPUTADOS

Reforma del artículo 2 y Derogatoria del artículo 5 de la Ley de Remuneración de los Diputados de la Asamblea Legislativa, ley 7352 de 9-8-1993 y sus reformas.



	10-7121-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Arturo Morales Campos
	26-05-10
	PATRIMONIO RESPONDE POR DEUDAS

-Artículo 981 del  Código Civil

La norma señala que  todos los bienes que constituyen el patrimonio de una persona responden al pago de sus deudas. Sin embargo, las cláusulas de inembargabilidad son válidas cuando hubieren sido impuestas en los términos y condiciones del artículo 292. En el caso concreto se le remata vivienda para pago dehonorarios.



	10-7122-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	26-05-10
	REFORMA CONSTITUCIONAL. EDUCACIÓN

-Reforma al artículo 78 de la Constitución Política, para el Fortalecimiento del Derecho a la Educación. Expediente número 15638.



	10-7129-0007-CO

Consulta Legislativa


	Ofelia Taitelbaum Yoselewich

Defensora de los Habitantes


	26-05-10
	AUMENTO DE SALARIO DE LOS DIPUTADOS

Reforma del artículo 2 y Derogatoria del artículo 5 de la Ley de Remuneración de los Diputados de la Asamblea Legislativa, ley 7352 de 9-8-1993 y sus reformas.



	10-7160-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	María Lorena Chinchilla Arias
	27-05-10
	COBRO POR PERMISOS A CASINOS

-Reglamento para el Otorgamiento del Permiso Sanitario de Funcionamiento a los Casinos de Juegos. Inserto en el Decreto Ejecutivo número 34580-S. 

Se impugna el cobro de $5.000 para otorgar permiso de funcionamiento a casinos, lo que la recurrente considera sumamente alto. 



	10-7169-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Christian Barrero Godínez
	27-05-10
	PARTICIPACION DE ESTUDIANTES DE CONSULTARIOS JURIDICOS EN AUDIENCIAS Y JUICIOS

-Artículo 46 inciso 3 del Reglamento Autónomo de Organización y Servicio de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa. 

La norma prohíbe a los estudiantes de derecho representar a los usuarios de consultorios jurídicos en audiencias o diligencias de prueba y debates de los juicios en las diferentes especialidades, asignados a estudiantes que se encuentran realizando su práctica profesional. 



	10-7257-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Nelson Jiménez Porras
	28-05-10
	PLAZO DE PRESCRIPCIÓN PARA RECLAMOS CONTRA EL ESTADO

- Artículo 24 de la Ley 5060 del 22 de agosto de 1972. 

Ley General de Caminos. 

La norma impugnada señala que prescribirán en un año, contado de la fecha en que se causaren los daños o desde que se tomo la faja de terreno para la construcción de caminos públicos, los derechos y acciones para reclamar al Estado o las Municipalidades la indemnización correspondiente, caducarán y se tendrán por no interpuestas si transcurre una año sin activarse las diligencias del interesado. 

 


	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	10-04729-0007-CO
Sentencia 2010-08291


	05 de mayo 2010.-
	A las catorce horas con treinta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Mundo de Peluches Sociedad Anónima en contra de los Artículos 27 y 28 de la Ley de Protección de los niños, las niñas y las personas adolescentes contra la Ludopatía. No. 8767. Publicada en la Gaceta No. 191 del 01-10-2009. Se rechaza de plano la acción.-



	10-05466-0007-CO.
Sentencia 2010-08292


	05 de mayo 2010.-
	A las catorce horas con cuarenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. María de los Ángeles Baldizón García en contra del Artículo 9 de la Ley de Resolución de Conflictos No. 7727. Se rechaza de plano la acción.-

	10-03127-0007-CO.
Sentencia 2010-08293
	05 mayo 2010.-
	A las catorce horas con cuarenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Adriana Coto Méndez en contra de la Ley 8791 del 26 de Noviembre del 2009 (Estímulo Estatal de Pago de Salarios del Personal, Docente y Administrativo de las Instituciones Privadas de Enseñanza. Se rechaza de plano la acción.-



	10-03597-0007-CO.
Sentencia 2010-08294


	05 de mayo 2010.-
	A las catorce horas con cuarenta y dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Doris Guzmán Céspedes en contra de la Ley No. 8791 del 26-11-2009. Ley de Estímulo Estatal de Pago de Salarios del personal docente y administrativo de las Instituciones Privadas de Enseñanza. Se rechaza de plano la acción.-



	10-05465-0007-CO.
Sentencia 2010-08295


	05 de mayo 2010.-
	A las catorce horas con cuarenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Walter Francisco Corrales Granados en contra del Artículo 10 del Reglamento del Régimen No Contributivo de la Caja Costarricense de Seguro Social. Publicado en La Gaceta No. 102 del 29 de mayo del 2007. Se rechaza de plano la acción.-



	10-03430-0007-CO.
Sentencia 2010-08296


	05 de mayo 2010.-
	A las catorce horas con cuarenta y cuatro minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juez Penal del Primer Circuito Judicial de Alajuela en lo referente a la Directriz de la Fiscalía Adjunta de Alajuela de las catorce horas treinta minutos del trece de enero del dos mil nueve, según la cual, en los procesos por conducción temeraria, como plan reparador se debe requerir la donación del vehículo al Estado. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que la directriz dictada por la Fiscalía Adjunta de Alajuela, a las catorce horas treinta minutos del trece de enero del dos mil nueve, en cuanto exige la donación del vehículo al Estado, como plan reparador para acordar la suspensión del proceso a prueba, en los delitos de conducción temeraria, resulta contraria al Derecho de la Constitución, particularmente a los principios de proporcionalidad y razonabilidad.- 

El Magistrado Cruz Castro consigna nota.-



	10-01095-0007-CO.
Sentencia 2010-08297


	05 de mayo 2010.-
	A las catorce horas con cuarenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Partido El Puente y Los Caminos de Mora en contra del Artículo 41 del Código Electoral. Se declara con lugar la acción. Se anula la frase inscrito a escala nacional, contenida en el párrafo segundo del artículo 41 del Código Electoral, ley No. 8765 del 19 de agosto de 2009. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	10-01078-0007-CO.
Sentencia 2010-08298


	05- de mayo 2010.-
	A las catorce horas con cuarenta y seis minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado Penal del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, Pérez Zeledón en lo referente al Artículo 255 del Código Penal. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 255 del Código Penal (Peligro de accidente culposo) resulta violatorio del Derecho de la Constitución, en los términos señalados en este fallo, por lo que se anula por inconstitucional. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los asuntos resueltos con autoridad de cosa juzgada material o situaciones jurídicas consolidadas. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.-



	09-15231-0007-CO.
Sentencia 2010-08580


	12 de mayo 2010.-
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Gerardo Sánchez Martínez en contra del Acuerdo XXXVI de la sesión de Corte Plena de fecha 17 de Diciembre del 2007. Se rechaza de plano la acción.- 

La Magistrada Calzada y el Magistrado Guerrero salvan el voto y ordenan dar curso a la acción.-



	10-05529-0007-CO.

Sentencia 2010-08589


	12 de mayo 2010.-
	A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Iván Angulo Vargas en contra del Artículo 162 del Código Municipal vigente y reformado mediante el artículo 1 de la Ley 8773 del 01-09-2009. Publicado en la Gaceta No. 195 del 07-10-2009. Se rechaza de plano la acción.-

	10-00657-0007-CO.
Sentencia 2010-08600


	12 de mayo 2010
	A las quince horas con ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Corporación González y Asociados Internacional S.A. en contra de los Artículos 371 y 507 del Código de Trabajo. Se rechaza por el fondo la acción en cuanto a la alegada violación a la libertad de empresa. En lo demás, se rechaza de plano la acción.-



	10-04611-0007-CO. 

Sentencia 2010-08601


	12 de mayo 2010
	A las quince horas con nueve minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad de la Zona Atlántica en lo referente a la Decisión de procurador de no negociar suspensión del proceso a prueba en una causa penal. No ha lugar a evacuar la consulta.-



	04-03249-0007-CO.
Sentencia 2010-09340


	26 de mayo 2010
	A las catorce horas con treinta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rodolfo Saborío Valverde en contra del Código Electoral. Artículo 60. Por unanimidad se declara CON lugar la acción en cuanto al inciso a) del párrafo primero del artículo 60 del Código Electoral, Ley 1536 del 10 de diciembre de 1952. Así mismo, por conexidad se anula el inciso a) del artículo 67 del Código Electoral, Ley 8765 del 19 de agosto de 2009, cuyo texto dice: "Una asamblea distrital en cada distrito administrativo, formada por los electores de cada distrito afiliados al partido". En cuanto a los demás extremos, se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto al estimar la inconstitucionalidad de la frase que contiene el inciso a) del párrafo primero del artículo 60 del Código Electoral, Ley 1536 del 10 de diciembre de 1952, en la que se establece: "la Asamblea de Cantón estará constituida por cinco delegados de cada distrito, por las respectivas Asambleas de Distrito. La Asamblea de Provincia estará integrada por cinco delegados de cada cantón electos por las respectivas asambleas cantonales". De igual forma, por conexidad se declara la inconstitucionalidad del inciso b) y c) del artículo 67 del Código Electoral, Ley 8765 del 19 de agosto de 2009, cuyo texto establece: inciso b) "Una asamblea cantonal en cada cantón constituida por cinco delegados de cada distrito, electos por las respectivas asambleas de distrito", inciso c) "Una asamblea provincial en cada provincia integrada por cinco delegados de cada una de las asambleas cantonales de la respectiva provincia". De conformidad con lo dispuesto en el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada surge efectos a partir de la publicación íntegra de esta sentencia. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Comuníquese este pronunciamiento al Presidente de la Asamblea Legislativa y al Tribunal Supremo de Elecciones.  Notifíquese.-


	10-06168-0007-CO.
Sentencia 2010-09364


	26 de mayo 2010
	A las catorce horas con cincuenta y cuatro minutos. Consulta Legislativa. Presidente de la Asamblea Legislativa en lo referente a la Aprobación de la Adhesión al Convenio Relativo a Garantías Internacionales sobre elementos de Equipo Móvil y su Protocolo. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de "Aprobación de la Adhesión al Convenio relativo a Garantías Internacionales sobre elementos de equipo móvil y su Protocolo", que se tramita en el expediente legislativo No. 17.182, no resulta inconstitucional. Notifíquese al Directorio de la Asamblea Legislativa.-


	10-05751-0007-CO.
Sentencia 2010-09365


	26 de mayo 2010
	A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Oscar Carrillo Baltodano en contra del Artículo 10 de la Ley 4284. Se rechaza por el fondo la acción.-


	10-04461-0007-CO.

Sentencia 2010-09366


	26 de mayo 2010
	A las catorce horas con cincuenta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Cristian Soto Mora en contra de los Artículos 139, 146 inciso a), 143 inciso b), 144 inciso b), 145 inciso c) del Código Notarial. Se rechaza por el fondo la acción.-


	10-06771-0007-CO.

Sentencia 2010-09367


	26 de mayol 2010.-
	A las catorce horas con cincuenta y siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Carlos Pérez Hidalgo en contra del Artículo 80 de la Ley de Tránsito. Se rechaza por el fondo la acción

	10-06003-0007-CO. 

Sentencia 2010-09368


	26 de mayo 2010
	A las catorce horas con cincuenta y ocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Rufino Gerardo Espinoza Pérez en contra de los Artículos 2 y 4 de la Ley Constitutiva de la Caja de Ahorro y Préstamo de la Asociación Nacional de Educadores. No. 12 del 13 de octubre de 1947 y sus reformas. Se rechaza por el fondo la acción.-


	10-06330-0007-CO.
Sentencia 2010-09372


	26 de mayo 2010
	A las quince horas con dos minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Esther Acuña Ramírez en contra de los Artículos 27 inciso b y 28 párrafo primero y transitorio único de la ley No. 8767. Publicada en la Gaceta número 191 del 01 de octubre del 2009. Se rechaza de plano la acción.-


	10-05940-0007-CO

Sentencia 2010-09373


	26 de mayo 2010
	. A las quince horas con tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. IV Exportaciones, Sociedad Anónima en contra de las Disposiciones establecidas por la Promotora de Comercio Exterior de Costa Rica (PROCOMER), mediante oficio GO-5727 del 13-10-1998. Se rechaza de plano la acción.-


	10-04416-0007-CO
Sentencia 2010-09374
	26 de mayo de 2010
	. A las quince horas con cuatro minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Allen Quirós Arias en contra del Artículo 86 párrafo 3 del Código de Procedimientos Tributarios, Interpretación del Tribunal Fiscal Administrativo de párrafo octavo y Directriz 22-2003, dictada por el Director de Tributación Directa del 24-06-2003. Se rechaza de plano la acción.-


	09-16147-0007-CO.

Sentencia 2010-09376


	26 de mayo 2010.-
	A las quince horas con seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Cámara Costarricense de Restaurantes y Afines, Cámara de Patentados de Costa Rica, Cámara Nacional de Comerciantes Detallistas y Afines en contra de los Artículos 50 y 132 de la Ley General de Derechos de Autor y 48 A, 51 de su Reglamento. Se rechaza de plano la acción en cuanto a los artículos 70 bis inciso b) de la Ley de Procedimientos de Observancia de Derechos de Propiedad Intelectual, número 8039 del doce de octubre del dos mil y 2 del Decreto 23485-J del cinco de julio de mil novecientos noventa y cuatro, Reglamento al artículo 50 de la Ley de Derechos de Autor y Derechos Conexos. En cuanto al artículo 50 de la Ley sobre Derechos de Autor y Derechos Conexos, número 6683 del catorce de octubre de mil novecientos ochenta y dos, se reserva el dictado de la sentencia de esta acción hasta tanto no sea resuelta la que bajo expediente número 08-002550-0007-CO, se tramita ante esta Sala. Désele curso a la acción en cuanto 83 y 132 de la Ley sobre Derechos de Autor y Derechos Conexos, número 6683 del catorce de octubre de mil novecientos ochenta y dos; 48, 49, 50, 51 y 56 del Decreto Ejecutivo número 24611-J del cuatro de setiembre de mil novecientos noventa y nueve, "Reglamento a la Ley de Derechos de Autor y Derechos Conexos" y 1 del Decreto 23485-J del cinco de julio de mil novecientos noventa y cuatro.-




	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	10-4478-007-CO
	Víctor Emilio Granados Calvo en su condición de diputado electo a la Asamblea Legislativa para el cuatrienio 2010-2014 por el Partido Accesibilidad sin Exclusión (P.A.S.E), para que se declare inconstitucional la omisión de promulgar la ley que determinará las competencias que se trasladarán del Poder Ejecutivo a las Corporaciones Municipales, así como las leyes que dispongan la distribución de los recursos indicados conforme lo dispuesto en reforma parcial al artículo 170 de la Constitución Política, introducida por ley número 8106 del tres de junio del dos mil uno, publicada en el Diario La Gaceta número 132 de diez de julio del dos mil uno, que entró a regir el diez de julio del dos mil dos. 

Resolución de 15:30 horas del 21 de abril del 2010

Boletin 89, 90, 91, fechas:  10,11,12 de mayo 2010

	APROBACIÓN DE LEYES PARA GARANTIZAR LA TRANSFERENCIA DE COMPETENCIAS Y RECURSOS DEL PODER EJECUTIVO A LAS MUNICIPALIDADES

Afirma el accionante que mediante la ley número 8106 del tres de junio del dos mil uno, publicada en el Diario Oficial La Gaceta número 132 del diez de julio del dos mil uno, se reformó parcialmente el artículo 170 de la Constitución Política. La reforma constituye una clara voluntad del legislador constituyente derivado de descentralizar territorial y administrativamente el Estado costarricense a través de un proceso de transferencia de competencias y recursos originalmente asignados al Poder Ejecutivo. El mandato contenido en el artículo 170 de la Constitución Política no es un precepto de aplicación autoejecutable; por el contrario, requiere de la aprobación y promulgación de sus correspondientes leyes de desarrollo, lo que implica: a) Una Ley General de Transferencia de Competencias y b) siete leyes especiales, dado que el transitorio a la reforma constitucional parcial, establece que el 10% de recursos que se transferirán lo será en una proporción de 1.5% anual los primeros seis años y 1% el sétimo año.  Desde la vigencia de la reforma parcial al artículo 170 de la Constitución Política, Ley número 8106 a la fecha en que se redacta la acción, han transcurrido 8 años y 8 meses sin que se haya aprobado por parte de la Asamblea Legislativa ninguna de las leyes necesarias para garantizar la transferencia de competencias y recursos del Poder Ejecutivo a las municipalidades del país.



	10-4290-007-CO
	Luis Guillermo Pérez Calderón, para que se declare inconstitucional el artículo 140 de la Convención Colectiva del Instituto Nacional de Seguros. 

Resolución de 15:35 horas del 21 de abril del 2010.

Boletin 92-93-94 fechas:  13, 14,17 mayo del 2010.-


	CONVENCION COLECTIVA DEL INS. DESPIDO POR INCAPACIDAD

La norma se impugna en cuanto es  funcionario del Instituto Nacional de Seguros desde el 3 de enero de 1977, asignado en la Plaza de Técnico en Seguros I en la Sede de la Merced. Explica que desde hace varios años su salud mental se ha visto comprometida, debido a que padece de ataques de ansiedad y depresión, los cuales, se vieron acrecentados desde el 2007, debido a una situación de acoso laboral. Señala que lo anterior, propició una gran cantidad de incapacidades, lo que sirvió de fundamento para que el 2 de diciembre del 2009 le fuera notificado su despido, basado en la aplicación del artículo 140 de la Convención Colectiva de Trabajo, por cuanto, ya había acumulado 24 meses de incapacidad en los últimos tres años de labor. 


	10-4035-007-CO
	Yashin Castrillo Fernández, para que se declare inconstitucional la definición de "compañero" contenida dentro del artículo 10 del Reglamento de Salud de la Caja Costarricense de Seguro Social. 

Resolución de 13:45 horas del 19 de abril del 2010.

Boletin 92-93-94 fechas:  13, 14,17 mayo del 2010.-


	SE IMPIDE ASEGURAR EN LA CCSS PAREJA DEL MISMO SEXO

El artículo se impugna en cuanto define la noción de "compañero" como "Persona, hombre o mujer, que convive en unión libre, en forma estable y bajo un mismo techo con otra de distinto sexo". En atención a ello, estima que con esa definición se establece la imposibilidad de que las personas del mismo sexo que convivan en unión libre, en forma estable y bajo un mismo techo, puedan ser aseguradas por su pareja. Aduce que esta disposición es contraria a los principios de no discriminación  y reserva de ley - jerarquía de las normas -, así como de los derechos a la salud y a la protección de la familia, toda vez que sólo se reconoce el beneficio del aseguramiento, cuando se trata de parejas conformadas por personas de distinto sexo, por lo que el fundamento de esa restricción tiene origen en la orientación sexual de los interesados. Agrega a lo mencionado que, la limitación para acceder a un subsidio como el dicho, se realizó por vía reglamentaria, ello, contra lo dispuesto en la Constitución Política. Arguye que la seguridad social es un derecho ligado a las necesidades más urgentes de los seres humanos, y fue la primera prerrogativa que se reconoció a las mujeres que convivían en unión libre, tiempo en el que esta situación se estimaba inmoral y contraria al orden público.

	10-004048-0007-CO
	Juan Camilo Saldarriaga Jiménez y otro.  Artículo 173 del Estatuto Orgánico de la Universidad de Costa Rica. Publicado en La Gaceta del 22-03-1974. La norma se impugna en cuanto exige como requisito indispensable, la nacionalidad costarricense para ejercer la representación estudiantil de cualquier orden. 

Resolución de 09:35 horas del 05 de abril del 2010.

Boletin 96-99-100-101 fechas:  19, 24, 25, 26 mayo del 2010.-


	SOLO NACIONALES PUEDEN SER REPRESENTANTES ESTUDIANTILES

La norma cuestionada, al propiciar un trato distinto entre unos y otros en lo que a puestos representativos a nivel estudiantil se refiere, no solo lesiona ese derecho sino también el principio de igualdad. Asimismo, al exigir la norma impugnada la nacionalidad costarricense para ejercer la representación estudiantil de cualquier orden, infringe simultáneamente la libertad de asociación y el principio democrático.


	10-2621-007-CO
	Albito Hernández Altamirano contra el  Actual artículo 7 y el Anterior artículo 10 del Reglamento del Programa del Régimen No Contributivo de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social.

Resolución de 08:30 horas del 29 de abril del 2010
Boletin 97-98,99 fechas: 20,21 24 mayo del 2010.-


	LIMITACIONES PARA RECIBIR SOLO UNA PENSIÓN POR GRUPO FAMILIAR DEL REGIMEN NO CONTRIBUTIVO DE LA CCSS

Las normas se impugnan en cuanto  establecen  una prohibición de otorgar más de una pensión de este régimen dentro del mismo núcleo familiar, lo que provoca una situación discriminatoria  sin justificación razonable y objetiva para los solicitantes de pensión de este programa de asistencia social que forman parte de un mismo grupo familiar. Refiere que esa prohibición vulnera los artículos 33, 50.1, 51, 73, 74 y 177 de la Constitución Política, los artículos 22 y 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, artículo 16 de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, artículo 9 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, ya que si en un mismo grupo familiar existen 2, 3, 4 o más personas con discapacidad o adultas mayores, en condición de pobreza extrema y alto riesgo social, y tan solo a una de ellas se le concedió una pensión del Régimen No Contributivo, entonces a las otras personas ya no se les podría otorgar el beneficio, pese a encontrarse en las mismas condiciones de invalidez o vejez, pobreza extrema y alto riesgo social. Aduce que para esto no existe ninguna justificación razonable y objetiva para que se prohíba otorgar más de una pensión del Régimen No Contributivo  en un mismo grupo familiar, siempre y cuando se cumplan las condiciones reglamentarias requeridas para ello. Afirma que si existen personas dentro de un mismo núcleo familiar que poseen las condiciones de invalidez y de pobreza, se les debería otorgar la pensión a cada uno de ellos, para que así el Estado procure garantizarles una vida digna, máxime que el beneficio de pensión es individual, no grupal o familiar. La norma violenta los principios de universalidad, generalidad, integridad y suficiencia de la protección,  así como los principios de razonabilidad, proporcionalidad, solidaridad y justicia social, por cuanto en materia de beneficios sociales no deben existir lineamientos reprochables y odiosos que restrinjan el número de beneficios  dentro de un mismo grupo familiar, pues precisamente lo que pretendió el legislador con la creación de programas solidarios a favor de los sectores  sociales más vulnerables como lo es el programa del Régimen No Contributivo de Pensiones, es brindar protección económica al mayor número posible de costarricenses  y extranjeros, con problemas de discapacidad, invalidez, vejez, orfandad o indigencia, independientemente de si pertenecen o no al mismo grupo familiar. 

	10-4352-007-CO
	Tomas Federico Nassar Pérez, en su condición de Apoderado Generalísimo sin límite de suma de CALVO DISTRIBUCION EL SALVADOR, SOCIEDAD ANONIMA DE CAPITAL VARIABLE, contra el Artículo 10 bis de la Ley de Protección al Representante de Casas Extranjeras No. 6209 del 09 de marzo de 1978, adicionado por la Ley No. 8629 del 30 de noviembre del 2007. 

Resolución de 11:15 horas del 03 de mayo del 2010.
Boletin 103, 104  fechas:  28-29 de mayo 2010.-

	RENDIMIENTO DE GARANTIA EN CASOS DE APLICACIÓN DE LA LEY DE PROTECCIÓN AL REPRESENTANTE DE CASAS EXTRANJERAS

La norma se impugna en cuanto establece que la prevención sobre el depósito de garantía a la parte requerida se hará bajo apercibimiento de no oír sus posteriores gestiones en caso de omisión: si la demandada no deposita la garantía, se le negará la posibilidad de ser escuchada por el Juez y de presentar las pruebas y los alegatos pertinentes para defender su posición, por lo que el artículo 10 bis impone un obstáculo al acceso a la justicia de la parte demandada e implica una denegatoria del derecho de audiencia, lo que es contrario a la Constitución. También vulnera el principio de igualdad de armas entre las partes y bilateralidad de la audiencia, derivados del derecho general a la defensa, ya que para que el Juez pueda llegar a una decisión justa, debe conocer los argumentos de todas las partes involucradas en el litigio. El artículo 10 bis introduce al proceso una desigualdad de armas entre las partes del litigio, pues la garantía prudencial fijada por el juez se calcula en forma proporcional al monto de la indemnización reclamada, por lo que sólo se toman en cuenta los argumentos de la parte acusadora para determinar la garantía, y de no ser depositada, el Juez no oirá las gestiones posteriores de la parte obligada a rendirla. Se le da una ventaja procesal a la parte acusadora, vaciando de toda sustancia el derecho de defensa de la casa extranjera, que en el caso de verse imposibilitada a depositar una garantía, no podrá presentar ningún argumento para refutar la tesis de la parte acusadora. Sobre el principio de razonabilidad y proporcionalidad. alega que de acuerdo con la exposición de motivos del proyecto de ley que reformó la Ley de Protección al Representante de Casas Extranjeras, se pretende el fortalecimiento de las relaciones comerciales entre las casas extranjeras y sus representantes, la garantía de una mayor seguridad jurídica y generar un ambiente de confianza en el mercado costarricense. Sin embargo la limitación al acceso a la justicia y al debido proceso que conlleva la sanción contenida en el artículo 10 bis, no es un medio necesario, idóneo y proporcional para proteger los fines perseguidos por la Ley. El  derecho de acceso a la justicia de la parte defensora se vulnera pues de no contar con los medios suficientes para rendir esa garantía, no podrá presentar ningún alegato posterior para poder refutar, no sólo los presupuestos de la garantía, sino en general, el fondo del litigio, dejándola de esta manera en una situación de indefensión procesal. Los medios propuestos por el artículo 10 bis son contrarios a derechos y libertades fundamentales contemplados en la Constitución Política, por lo que dicha norma carece de razonabilidad.

	10-4488-007-CO
	Asociación Costarricense de la Industria Fonográfica y Afines (FONOTICA) y la Asociación de Gestión Colectiva de Intérpretes y Ejecutantes Musicales de Costa Rica, contra los artículos  15.3 del "Tratado de la OMPI Sobre Interpretación o Ejecución y Fonogramas", aprobado por Ley 7967 de 22 de diciembre de 1999 y el 16.1 de la "Convención de Roma, Sobre la Protección de los Artistas Intérpretes o Ejecutantes, los Productores de Fonogramas y los Organismos de Radiodifusión", aprobado por Ley 4727 del 5 de marzo de 1971. 

Resolución de 09:30 horas del 30 de abril del 2010.

Boletin 103, 104  fechas:  28-29 de mayo 2010.-


	TRATADOS INTERNACIONALES SOBRE DERECHOS DE AUTOR

El párrafo primero del artículo 15 del Tratado de la OMPI sobre interpretación o ejecución y fonogramas establece que “Los artistas intérpretes o ejecutantes y los productores de fonogramas gozarán del derecho a una remuneración equitativa y única por la utilización directa o indirecta para la radiodifusión o para cualquier comunicación al público de los fonogramas publicados con fines comerciales.” Asimismo, la disposición cuestionada, artículo 15.3 del mismo tratado posibilita a los Estados Partes que dispensen la aplicación del derecho que gozan los artistas de tener una remuneración equitativa por la utilización directa o indirecta de sus obras, lo que evidencia una confrontación directa con el artículo 47 de la Constitución Política que no establece ninguna exclusión derivada de los derechos de autor, porque el autor tiene derecho a participar del éxito económico de su creación, obra o invento y de esta manera se le permita recuperar toda la inversión de recursos desplegados en la creación de su invento. De igual forma el articulo 16.1 de la Convención de Roma Sobre la Protección de los Artistas Intérpretes o Ejecutantes, los Productores de Fonogramas y los Organismos de Radiodifusión”que faculta a un Estado para que en cualquier momento, depositando en poder del Secretario General de las Naciones Unidas una notificación a este efecto, pueda en relación con el artículo 12, disponer que no aplicará ninguna disposición de dicho artículo o que no aplicará las disposiciones de dicho artículo con respecto a determinadas utilizaciones. El artículo 12 establece “cuando un fonograma publicado con fines comerciales o una reproducción de ese fonograma se utilicen directamente para la radiodifusión o para cualquier otra forma de comunicación al público, el utilizador abonará una remuneración equitativa y única a los artistas, intérpretes o ejecutantes, o a los productores de fonogramas o a unos y otros. La Legislación nacional podrá, a falta de acuerdo entre ellos, determinar las condiciones en que se efectuará la distribución de esa remuneración.“ Señalan que el derecho a la propiedad intelectual está reconocido expresamente en el ámbito constitucional, lo cual lleva aparejado una consecuencia innegable, consistente en que el núcleo fundamental del derecho no puede ser suprimido o matizado, total o parcialmente, ni por la legislación doméstica, ni por los convenios internacionales aprobados por Costa Rica. Por eso, las normas convencionales cuestionadas que habilitan al Estado de cualquier manera a no reconocer la remuneración equitativa que deriva del derecho de autor, cuya raigambre es constitucional –artículo 47- se oponen a este en los términos del artículo 3 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. No puede un instrumento internacional autorizar como obligación de su cumplimiento la supresión de ese derecho, sin que ese tratado sea nulo conforme la Convención del Derecho de los Tratados de Viena, en sus artículos 27 y 46. Dado que está acreditado que  las normas impugnadas violan el artículo 47 de la Constitución Política, de conformidad con el artículo 73 inciso e) de la Ley de la Jurisdicción Constitucional solicitan se declare la confrontación con la Constitución y sus principios de las citadas normas convencionales y se interpreten y apliquen en armonía con el texto constitucional, reconociendo los derechos de autor que dispone el artículo 47, como la derivación de que los propietarios tienen derecho a percibir una remuneración justa por sus obras. En su caso, si su contradicción resultara insalvable se ordene su desaplicación con efectos generales y se comunique al Ministerio de Relaciones Exteriores para su denuncia.

	10-5132-007-CO 


	Hilman Salazar Ruiz, para que se declare inconstitucional el artículo 131 inciso k) de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres.

Resolución de 10:55 horas del 03 de mayo del 2010

Boletin 103, 104  fechas:  28-29 de mayo 2010.-


	MULTA POR LA NO UTILIZACIÓN DEL CINTURÓN DE SEGURIDAD

La norma se impugna en cuanto establece que se impondrá una multa de un setenta y cinco por ciento de un salario base mensual correspondiente al auxiliar administrativo 1, que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del Presupuesto Ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se conoce la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas. Estima el accionante que la sanción prevista vulnera los principios de proporcionalidad y razonabilidad, si se toma en cuenta que asciende a la suma de 286.065 colones. Señala que la infraccción está equiparada en cuanto a la sanción, multa y disminución de puntaje a otras conductas cuyo ejercicio está plenamente demostrado con múltiples estudios técnicos, que sí constituyen en todos los casos un grave peligro para la seguridad vial, en perjuicio de terceras personas, tales como, conducir a exceso de velocidad en zonas urbanas, irrespetar las señales de tránsito fijas, virar en "U" en los lugares donde el señalamiento vertical lo prohíba y en el carril central de giro a la izquierda, irrespetar la señal de alto de la luz roja de un semáforo, no ceder el paso a los peatones donde así esté dispuesto, utilizar teléfonos móviles y cualquier otro medio o sistema de comunicación, sistemas de video o televisión, ocupar las manos en otras actividades distintas de las que demanda la conducción de vehículos, como llevar entre sus brazos a alguna persona, objeto o animal que dificulte la conducción. Refiere que él labora como chofer y devenga un salario mensual de 160.000 colones mensuales, por lo cual, la multa establecida resulta irrazonable y desproporcionada. Por otra parte afirma, que no existe ningún dato obtenido mediante un estudio serio, que confirme que el uso del cinturón de seguridad, fortalezca la seguridad vial, como indica el artículo 134 de la Ley de Tránsito, pues el empleo de tal dispositivo no contribuye a evitar accidentes de tránsito, sino que tiene como intención proteger al conductor de los efectos posteriores a un evento de tal naturaleza, e incluso, podría ocasionar consecuencias contrarias a la intención expresada, por ejemplo, el caso de gran cantidad de personas que sufren de claustrofobia y como consecuencia, llegue a producirles estrés la sensación de sujeción o inamovilidad que origina su uso.



	10-5581-007-CO


	Anais Hernández Monge contra los artículo 95 de la Ley No. 7788 del 30 abril de 1988, Ley de Biodiversidad y el 56 del Decreto Ejecutivo número 31849-MINAE-SALUD- MOPT- MAG –MEIC de 24 de mayo del 2004 "Reglamento General sobre los Procedimientos de Impacto Ambiental".

Resolución de 09:15 horas del 29 de abril del 2010
Boletin 103, 104  fechas:  28-29 de mayo 2010.-


	AUDIENCIAS PUBLICAS SOBRE PROYECTOS DE SETENA SON FACULTATIVAS

El artículo 95 de la Ley de Biodiversidad y el artículo 56 del Reglamento General sobre los Procedimientos de Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) dejan al arbitrio de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental la decisión de dar audiencia pública sobre los estudios de impacto ambiental en trámite, según lo requieran las comunidades, grupos organizados o bien los ciudadanos en forma individual. La garantía que establece el artículo 50 párrafo segundo Constitucional se ve conculcada en la práctica por un Decreto Ejecutivo que, con base en el numeral 95 de la Ley de Biodiversidad, autoriza a SETENA a decidir discrecionalmente si otorga o no audiencia a los afectados por determinada obra o proyecto de infraestructura. Tal decisión es discrecional, porque la norma reglamentaria dispone que la audiencia se otorgará en virtud de la “magnitud del potencial impacto ambiental” del proyecto sometido a evaluación, pero no define parámetros a partir de los cuales dicha audiencia resultará obligatoria o, en su defecto, podrá ser facultativa. Condicionar el derecho a una audiencia pública a ese parámetro significa subordinar derechos fundamentales, como el derecho a la salud y la protección y defensa de la naturaleza, a un concepto jurídico indeterminado que interpretado en forma restrictiva por SETENA, como ha ocurrido en el Trámite del Estudio de Impacto Ambiental del PH Reventazón, niega a los ciudadanos y a las comunidades la posibilidad de defender en forma eficaz y oportuna el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado. Además, la licencia que ambas normas otorgan a la SETENA para que decida, casi libremente, si otorga audiencia sobre los Estudios de Impacto Ambiental sometidos a su aprobación, atenta directamente también contra el Derecho de Defensa y la Garantía del Debido Proceso que tutelan los artículos 39 y 41 de la Constitución Política y cuya aplicación obligatoria se extiende a la esfera administrativa. Conceder el derecho a todo ciudadano a denunciar los actos que infrinjan su derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, y a exigir el resarcimiento de daños, como establece el artículo 50 constitucional, sin garantizarle el derecho a ser escuchado oportunamente por las autoridades responsables de velar por el respeto a la legislación ambiental, deviene en una paradoja inadmisible en el Estado Social de Derecho, por lo que las normas atentan también contra el principio democrático.  Cita en apoyo de sus argumentos la sentencia 6322-2003 de las 14:14 horas del 3 de julio de 2003.


	10-5376-007-CO
	María Ester Barboza Araya contra el párrafo primero del artículo 27 de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Elecciones, Ley No. 3504 del 10 de mayo de 1965, publicada en la Gaceta número 117 del 26 de mayo de 1965.

Resolución de 11:30 horas del 05 de mayo del 2010

Boletin 103, 104  fechas:  28-29 de mayo 2010.-


	LIMITACIONES POR CONSANGUINIDAD O ANTECEDENTES PARA SER FUNCIONARIO DEL TSE

La norma se impugna en cuanto impone limitaciones desproporcionadas e irrazonables que conculcan el derecho fundamental al trabajo y el acceso a los puestos públicos que reconocen los artículos 56 y 192 constitucionales, como es el impedimento para ejercer un puesto en el Tribunal Supremo de Elecciones, cuando se tenga un vínculo por consanguinidad o afinidad con un funcionario o empleado de la misma institución. 



	10-5556-007-CO
	Leslie Bárbara Zelinsky Levy contra la última frase del inciso 6) del artículo 11 de la Ley de Opciones y Naturalizaciones. No. 1155 del 29 de abril de 1950, que dice "A la vez, deberá expresar, en igual forma, que renuncia a su nacionalidad excepto si se tratara de nacionales de países con los que existan tratados de doble nacionalidad."  

Resolución de 08:40 horas del 11 de mayo del 2010

Boletin 103, 104  fechas:  28-29 de mayo 2010.-


	SE OBLIGA A EXTRANJERA A RENUNCIAR A NACIONALIDAD POR FALTA DE TRATADOS

El artículo 15 de la Constitución Política indica que por ley se establecerán los requisitos y la forma para tramitar la solicitud de naturalización, y ya su párrafo primero contiene los deberes que debe cumplir el solicitante. El párrafo final del inciso 6), del artículo 11 de la Ley de Opciones y Naturalizaciones resulta discriminatorio y contrario a la Constitución, pues exige que el solicitante renuncie a su nacionalidad de origen, pero este requisito no se pide en todos los casos. Quienes soliciten la nacionalidad costarricense por trascendencia, siendo hijos de padre o madre costarricense, o por matrimonio con costarricense, no pierden su nacionalidad de origen, ni se les pide que renuncien a ella, mientras que a quienes piden la nacionalidad costarricense por permanencia en el país, sí se les exige. Tal diferenciación carece de justificación objetiva y razonable y por ende es discriminatoria. La solicitud de ciudadanía costarricense por permanencia en el país exige mayor compromiso que el que se pide a quienes se les otorga la ciudadanía por matrimonio o por trascendencia, ya que deben residir en forma legal por 5 o 7 años, presentar un examen de español, historia y costumbres del país. La normativa cuestionada no establece criterios fundamentales de convivencia, y el requisito de renuncia a la nacionalidad carece de interés actual, pues a través del tiempo los artículos 14 y 15 de la Constitución Política han sido modificados para adecuarlos a las necesidades actuales, pero la ley no ha variado y resulta obsoleta.  La naturalización es la conversión de un extranjero en nacional, independientemente de si conserva su nacionalidad de origen o no, y esto último debe darse en un marco de igualdad de condiciones en cuanto a trámites y requisitos, sin imponer mayores a los solicitantes de nacionalización por permanencia.
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	96-97-98
	19-20-21/04/2010
	Sentencia 2010-01668

Expediente 03-05236-0007-CO. A las quince horas con doce minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Miguel Corrales Bolaños en contra del Reglamento de Investigación Clínica de los Servicios de Asistencia de la CCSS y Reglamento de Investigaciones en que Participan Seres Humanos. Se declara CON lugar la acción. En consecuencia, se anula el Decreto Ejecutivo N° 31078-S de 5 de marzo de 2003 que es "Reglamento para las Investigaciones en que participan seres humanos", el Reglamento para la Investigación Clínica en los servicios asistenciales de la Caja Costarricense de Seguro Social adoptado en la sesión de la Junta Directiva el 16 de enero del 2003 por los efectos que produjo esta normativa mientras estuvo vigente, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 89 de la Ley de Jurisdicción Constitucional, por conexión y consecuencia, también resulta inconstitucional el reglamento actual para la investigación biomédica en los servicios asistenciales de la Caja Costarricense del Seguro Social adoptado en la sesión de la Junta Directiva del 17 de noviembre del 2005, atendiendo a idénticas razones. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada no afecta los experimentos clínicos ya autorizados, con anterioridad a la publicación del primer edicto publicado en el Boletín Judicial referente a la admisión de la presente acción de inconstitucionalidad. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese.- -

	96
	19/04/2010
	Sentencia 2010-06524

Expediente 03-05236-0007-CO. A las catorce horas con treinta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Miguel Corrales Bolaños en contra del Reglamento de Investigación Clínica de los Servicios de Asistencia de la Caja Costarricense de Seguro Social y Reglamento de Investigaciones en que Participan Seres Humanos. Se aclara la resolución número 2010-001668 de las 15:12 horas del 27 de enero del 2010, a efectos de que se entiendan los siguientes tres supuestos: a) Experimentaciones clínicas autorizados con anterioridad al 27 de mayo del 2003 no resultan afectadas con este pronunciamiento; b) Experimentaciones clínicas iniciadas con posterioridad al 27 de mayo del 2003, no tienen por qué suspenderse si se determina médicamente -mediante documento idóneo que conste dentro del expediente, con la firma responsable de un médico- que ello resulta más beneficioso para la preservación del derecho a la vida, el derecho a la salud o para el mejoramiento de la calidad de vida de las personas sometidas a ellos. A contrario sensu, sólo deben suspenderse aquellas experimentaciones que no cuenten con dicha certeza médica. El Ministerio de Salud y la Caja Costarricense de Seguro Social realizarán los controles necesarios a efectos de verificar la mencionada certeza médica. En estos casos deben aplicarse las normas que contiene la Ley General de Salud, así como las normas constitucionales que tutelan la vida y la salud; y c) Experimentaciones clínicas que pretendan iniciar con posterioridad a la fecha de la publicación íntegra de la sentencia, quedan totalmente suspendidas hasta tanto no se dicte la Ley requerida al efecto para su debida regulación. Publíquese esta aclaración en el Diario Oficial y reséñese en el Boletín Judicial.-

	103
	28/05/2010.
	Sentencia 2010-05892

Expediente 10-02402-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Irene Rodas Seas en contra del Artículo 7 y 8 de la Ley de Salarios y el Régimen de Méritos de la Contraloría General de la República. Se declara con lugar la acción de inconstitucionalidad. Se anulan, por inconstitucionales, las frases "con treinta pasos consecutivos" y "hasta un máximo de treinta pasos consecutivos"  contenidas en los artículos 7 y 8 respectivamente, de la Ley de Salarios y Régimen de Méritos de la Contraloría General de la República. Esta declaratoria de inconstitucionalidad,  no tiene efectos retroactivos por lo que se deben respetar las situaciones jurídicas consolidadas. Se dimensionan en el tiempo los efectos de la declaración de inconstitucionalidad en el siguiente sentido: a) La declaratoria de inconstitucionalidad rige a partir de la publicación de las sentencia por lo que podrá ser aplicada a los funcionarios o servidores públicos que, para ese momento, no han cumplido las treinta anualidades; b) en el caso de los servidores públicos que se encuentren en servicio activo y superen las treinta anualidades no podrán pretender las diferencias salariales y sus accesorios con efecto reatroactivo, debe el patrono acordar el reajuste de salario a partir de la publicación de la sentencia; c) las personas a quienes se les haya otorgado una pensión o jubilación no podrán pretender su reajuste y sus accesorios con fundamento en la eliminación del tope de las treinta anualidades, incluso, si hubieren laborado más de treinta años; d) quienes estuvieren en la condición anterior y hayan reingresado al servicio activo tampoco podrán pretender el reajuste de la pensión o jubilación o las diferencias salariales, únicamente, el reajuste del salario en el nuevo puesto a partir de la publicación de la sentencia. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese a la Asamblea Legislativa y a la Contraloría General de la República.-. -
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	96
	19/04/2010
	Sentencia 2010-07780

Expediente 09-01960-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y un minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Theodor Elizabet Johan Peters en contra del Artículo 3 de la Ley No. 6844 del 11 enero de 1983 que establece los impuestos públicos a favor de las Municipalidades. Se rechaza de plano la acción.-   La Magistrada Calzada salva el voto y continua con el trámite de la acción.-

	96
	19/04/2010
	Sentencia 2010-07782

Expediente 07-11479-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Industrial Médica Internacional S.A. en contra de los Artículos 2 inciso H y 45 de la Ley de Contratación Administrativa; artículos 98, 116, 117 y 136 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. Se rechaza de plano la acción.-

	96
	19/04/2010
	Sentencia 2010-07782

Expediente 07-11479-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y tres minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Industrial Médica Internacional S.A. en contra de los Artículos 2 inciso H y 45 de la Ley de Contratación Administrativa; artículos 98, 116, 117 y 136 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. Se rechaza de plano la acción.-

	96
	19/04/2010
	Sentencia 2010-07788

Expediente 09-02959-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Caja Costarricense de Seguro Social en contra de los Artículos 9 inciso b) y 10 de la Ley 8239 y los artículos 10, 13, 14 y 19 de su Reglamento. Se declara sin lugar la acción.  El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar la acción.-

	96
	19/04/2010
	Sentencia 2010-07789

Expediente 08-04072-0007-CO. A las quince horas. Acción de Inconstitucionalidad. Álvaro Sagot Rodríguez y Otro en contra del Artículo 21 del Reglamento de Procedimientos del Tribunal Ambiental Administrativo (D.E. No.34136. MINAE). Se declara sin lugar la acción de inconstitucionalidad.-
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AMBIENTE 

9536-10. PROYECTO HIDROELÉCTRICO EL DIQUES EN BUENOS AIRES DE PUNTARENAS. Alegan los recurrentes que el Proyecto Hidroeléctrico El Diquis se ubica en el Cantón de Buenos Aires, Provincia de Puntarenas, este megaproyecto consiste en una represa sobre el Río Térraba, en la zona de la desembocadura del Río Veraguas. Manifiestan que esa obra provocará impactos ambientales como la pérdida de la biodiversidad acuática del río Grande de Térraba, que según el mismo Instituto recurrido en caso de desarrollarse generará una disminución en las poblaciones de especies acuáticas.  Indica que el río se verá afectado en su caudal y en la calidad de sus aguas,  asimismo el proyecto provocará la pérdida de ecosistemas terrestres de la cuenca del Río Grande de Térraba, la disminución y pérdida de prestación de bienes y servicios ambientales que se desarrollan en este. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
9390-10. DENUNCIA POR COLOCACIÓN DE CABLES DE ALTA TENSIÓN. Reclaman los recurrentes que son vecinos Naranjito y procedieron a firmar una carta  donde solicitaron a la autoridad recurrida que quitara los cables de alta tensión y teléfono que están detrás y encima de sus propiedades. Acusan que Instituto Costarricense de Electricidad procedió a quitar los cables; no obstante, ubicaron los cables de alta tensión que tenía su vecino inmediato sobre su techo, y lo ubicaron en el lindero de su propiedad, lo cual representa un riesgo para su familia. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
9444-10. CONTAMINACIÓN SÓNICA GENERADA POR FUNCIONAMIENTO DE BAR EN SAN RAFAEL DE ALAJUELA. Alegan los recurrentes  que son propietarios de los diversos inmuebles contiguos  a un bar en San Rafael de Alajuela, 350 metros al oeste de la Cruz Roja. Agregan que hace aproximadamente 10 años, el propietario del lugar, inició actividades de "Karaoke" o de música en vivo sin un horario establecido, por lo que sus familias se vieron directamente afectadas, sin que las autoridades hagan nada por arreglar el asunto. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Área Rectora de Salud de Alajuela 2, disponer lo necesario para que, de inmediato, se verifique si el plan de confinamiento de ruidos del Bar y Restaurante El Corral logra aislar los ruidos molestos para los vecinos y para que se cumpla estrictamente. Asimismo, se ordena a la Alcaldesa Municipal de Alajuela, o a quien ocupe su cargo, disponer lo necesario para que, también de inmediato, se corrobore que el Bar y Restaurante El Corral funciona dentro del horario exacto permitido y de acuerdo con el uso de suelo autorizado. CL

9428-10. CONTAMINACIÓN SÓNICA POR FUNCIONAMIENTO DE FÁBRICA DE HIELO EN CORREDORES. Menciona la recurrente que frente a su casa funciona  una  fábrica de hielo que genera durante el día y la noche una gran contaminación sónica, por el ruido insoportable y vibración en sus ventanas y paredes por el funcionamiento mismo de la fábrica, como por el ingreso de camiones y la actividad de carga.  Indican que han denunciado la situación y no ha obtenido resultado. Se declara CON lugar el recurso. En consecuencia: a) Se ordena a la Ministra de Salud, proceder de inmediato a girar las órdenes que estén bajo el ámbito de su competencia para que dentro del plazo máximo de quince días, contados a partir de la comunicación de la parte dispositiva de esta resolución, se realice una nueva medición sónica en la Fábrica de Hielo Azo, tanto en horario diurno como nocturno, bajo condiciones regulares (sin proceder al cierre de vías, sin dar aviso previo al propietario de la fábrica y sin que se proceda en horas donde menor ruido existe) para determinar si el nivel de ruido se mantiene dentro de lo permitido, siendo que de demostrarse lo contrario se proceda al dictado de las órdenes sanitarias respectivas, a la cancelación de los permisos de funcionamiento otorgados, y al ejercicio de todas las potestades que la ley le faculta para hacer cumplir las órdenes dadas; b) Se ordena a la Ministra de Salud, y al Alcalde de la Municipalidad de Corredores, ser vigilantes de las actividades desarrolladas en la fábrica de hielo Azo a efectos de verificar que no se produzca contaminación sónica que pueda afectar a los vecinos de la zona, y a dictar cuando proceda los actos administrativos respectivos. CL
9475-10. DINAMITAN  MONTAÑA  EN PARQUE NACIONAL BRAULIO CARRILLO. Aduce el recurrente  que la carretera San José-Guápiles,  en donde se  alberga el Parque Nacional Braulio Carrillo, a  montaña que contempla dicho parque fue talada a pico, pala y dinamita de suroeste a noreste, a la altura del Cerro Zurquí, bajo el cual se construyó el único túnel con que cuenta la vía, mismo que se erige también como único puente biológico entre las dos partes del ecosistema cercenado. Sostiene que las autoridades, siguen dinamitando la cadena montañosa que le "sostiene" y si no se toman las medidas preventivas del caso, ni se realicen los estudios geofísicos y de impacto ambiental que demuestren la viabilidad socioeconómica y la "sostenibílidad ambiental" de tan accidentado proyecto.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

9122-10. CONTAMINACIÓN EN PARQUE ECOLÓGICO DE CALLE LOS TENORIO EN SAN GABRIEL DE ASERRÍ. Alega el recurrente que presentó una denuncia ante las autoridades recurridas, informando sobre daños ambientales en el Parque Ecológico de Calle Los Tenorio, en donde los vecinos de San Gabriel de Aserrí, destruyeron  la maya que protege un lote destinado a parque ecológico, por realizar movimientos de tierra, sin permiso municipal.  Explica que luego arrancaron un árbol de higuito nativo de la zona, a menos de dos metros de la naciente y laguna natural, todo lo anterior sin el permiso de viabilidad ambiental. Solicitan tomen las acciones necesarias para solucionar el problema e impedir que se provoque un daño mayor al parque ecológico, con el fin de proteger la naciente, los árboles nativos y la laguna natural. Se declara con lugar el recurso.  En consecuencia, se anula el acuerdo municipal No. 05-185, artículo tercero, emitido por el Concejo Municipal de Aserrí en la Sesión Ordinaria No. 185 del 16 de noviembre del 2009. CL
9210-10. CONTAMINACIÓN SÓNICA PRODUCIDA  POR SONIDOS EN LA BASÍLICA DE CARTAGO. Acusa  el recurrente que su casa de habitación se ubica al costado norte de la Plaza de Deportes, detrás de la Basílica de Nuestra Señora de los Ángeles en Cartago. Indica que vive en ese sitio desde hace  veinte años y en razón de la cercanía, percibe todos los sonidos que se producen en la Basílica y en sus alrededores.  Acusa que de manera reiterada durante varios años ha acudido ante las autoridades del Área Rectora de Salud recurrida, sin que hayan solucionado el problema. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
9115-10.CONTAMINACIÓN AMBIENTAL POR BOTADERO DE BASURA EN AREA DE JUEGOS EN URBANIZACIÓN EL ENCANTO EN CALLE BLANCOS. Alega la recurrente que detrás de su propiedad existe un área de juegos, en el cual al fondo se encuentra una malla cortada, ya que los vecinos del lugar caminan por dicho sector para salir a la autopista Braulio Carrillo, que comunica con varios sectores de Tibás. Explica que en virtud de la posibilidad del ingreso a dicha área, la misma se ha convertido en un botadero de todo tipo de desechos, sin que la municipalidad realice acción alguna. Alega que debido a esta situación,  se ha visto perjudicada por plagas de moscas, ratas y además personas indigentes que se instalan para dormir en el sitio en cuestión. Se declara con lugar el recurso, en consecuencia se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Goicoechea y  a la Presidenta del Concejo Municipal de la Municipalidad de Goicoechea, que procedan de inmediato a girar las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para: a) Proceder a limpiar la propiedad donde está el área de juegos de la última etapa de la Urbanización El Encanto, eliminando toda clase de desechos sólidos; b) Tomar todas las previsiones necesarias a efectos de evitar que en un futuro dicha propiedad siga siendo llenada de basura; c) Darle el debido mantenimiento a la propiedad en cuestión, de forma regular y periódica; y atender de inmediato las denuncias que se presenten por parte de los vecinos referidas a problemas de contaminación. CL

9167-10. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL PRODUCIDA POR EL REBALSE DE AGUAS PLUVIALES PROVENIENTES DE LOTES EN URBANIZACIÓN EL SILO EN EL GUARCO DE CARTAGO. Manifiesta la recurrente que las autoridades recurridas no han logrado dar una solución efectiva y definitiva al grave problema de contaminación ambiental que le aqueja a ella y a sus vecinos, y que se produce por el rebalse de aguas pluviales provenientes de varios lotes contiguos a su casa de habitación, lo que ha provocado  que los sistemas de evacuación de aguas de su vivienda estén obstruidos, al punto de que las aguas se rebalsen y invadan en interior de su casa, socavando además la estructura de las tapias. Agrega que en el lote se ha convertido en un vertedero de basura, lo que provoca mal olor y la proliferación de insectos. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal del Guarco, que dentro de los quince días posteriores a la notificación de esta resolución, proceda de conformidad con los  artículos  75 y 76 del Código Municipal quitando la maleza  de los lotes colindantes a la recurrente. En cuanto al Ministerio de Salud se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

8645-10. SE ORDENA VIABILIDAD AMBIENTAL DEL PLAN URBANO TERRITORIAL DE LA REGIÓN CHOROTEGA. Alega el recurrente que por medio del Decreto Ejecutivo número 34456-MP-MIVAH-TUR-MINAE-COM del nueve de abril de dos mil ocho, los recurridos decretaron la Metodología y Directrices Generales para el Ordenamiento Territorial de la Región Chorotega, específicamente, en el anexo 1, el Plan Urbano-Territorial de la Región Chorotega, pero en el trámite de elaboración de dicho plan se omitió considerar la variable ambiental, a tal grado que nunca se obtuvo la viabilidad ambiental de parte de la Secretaría Técnica Nacional Ambiental.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente General del Instituto Costarricense de Turismo, de Ministro de Competitividad, de Ministro de Ambiente Energía y Telecomunicaciones, de Ministro de la Presidencia y de Ministra de Vivienda y Asentamientos Humanos respectivamente, que de INMEDIATO, gestionen ante la Secretaría Técnica Nacional Ambiental (SETENA) la viabilidad ambiental del Plan Urbano-Territorial de la Región Chorotega. CL

8730-10. TALA DE ÁRBOL EN SAN FRANCISCO DE GOIOCOECHEA. Alega el recurrente que en la comunidad de San Francisco de Goicoechea, de la Iglesia de ladrillo frente al parqueo de la Refinadora Costarricense de Petróleo, existe un árbol de Higuerón en excelentes condiciones, sin embargo la Refinadora lo pretende cortar, aduce para ello que daña la infraestructura de la institución, pero lo único que hay cerca es una malla que ni siquiera es tocada por el árbol Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

8615-10. DENUNCIA POR CONTAMINACIÓN SÓNICA QUE GENERA IGLESIA METODISTA EN EL CARMEN DE CARTAGO. Alega el recurrente que firmó un documento para denunciar ante el Ministerio de Salud un problema de contaminación sónica producto de las actividades de la Iglesia Metodista local, así como solicitar que se adoptaran las medidas del caso para resolver la situación que aqueja a su comunidad. Reclama aún no han recibido respuesta alguna. Mientras tanto, el ruido producido por los gritos,  y los instrumentos afecta su derecho a gozar de un ambiente sano. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Área Rectora de Cartago y al Coordinador del Proceso de Regulación, ambos del Ministerio de Salud, tomar inmediatamente las medidas necesarias y correspondientes a efectos de que en ningún momento el ruido producido por la Iglesia Evangélica Metodista, ubicada en el Carmen de Cartago, sobrepase los niveles de sonido permitidos. En el plazo de QUINCE DIAS, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, debe informar el resultado de esas diligencias a la Sala. Asimismo, disponer lo que corresponda para que se notifique el oficio MS-ARSC-020-10 del veintitrés de marzo de dos mil diez, dentro del plazo de siete días, contado a partir de la notificación de esta resolución. CL

8611-10. CONTAMINACIÓN SÓNICA POR FUNCIONAMIENTO DE GIMNASIO EN ESCAZÚ. Alega el recurrente que la construcción y entrada en funcionamiento del Gimnasio Brujas en Forma, ubicado en el centro de Escazú, somete a quince horas diarias de ruido constante que invade la propiedad vecina. Explica que, por lo anterior, se presentaron denuncias  a la Municipalidad de Escazú; y al Área Rectora de Salud de Escazú,  pero  no se obtuvo una solución concreta. Estima que la falta de diligencia de las autoridades de salud ha permitido la invasión de la propiedad  de la amparada, con la contaminación sónica proveniente del citado gimnasio durante quince horas diarias. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Ministra de Salud y al Director del Área de Rectora de Salud de Escazú,  lo siguiente: a) Proceder de inmediato, a realizar las mediciones sónicas suficientes, en el Gimnasio Brujas en Forma, ubicado en Escazú, así como en la vivienda de los denunciantes, a fin de determinar si los niveles de sonido emitidos por dicho local comercial cumple los rangos permitidos por la ley; b) En caso de constatar la existencia de alguna irregularidad, emitir y ejecutar las órdenes correspondientes, para brindar una solución definitiva al problema. CL
8355-10. PERFORACIÓN DE POZO EN SANTO DOMINGO DE HEREDIA.  Alegan los recurrentes que  la Municipalidad de Santo Domingo de Heredia inicio  obras de perforación de un pozo para extracción de agua del acuífero Colima, en  terrenos de su propiedad.  Señala que el  Departamento de Aguas del Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, le comunicó  que aprobó la perforación del pozo y recomendó que la Municipalidad llevara a cabo la medición periódica de los niveles de aguas subterráneas de todos los pozos municipales que abastecen de agua al cantón. Aducen que el Reglamento de Perforación de Pozos obliga al Departamento de Aguas del MINAET, a denegar el permiso de perforación en las áreas donde no se permita una explotación racional del recurso hídrico, ante situaciones como zonas declaradas por el Estado o instituciones competentes en la materia, como áreas de protección y reserva acuífera. Indican que el permiso de perforación del pozo se otorgó sin viabilidad ambiental, lo cual no  se  debió obviar, considerando que  la  zona  donde  se  desarrollará  la perforación, es  ambientalmente frágil de recarga acuífera, y además omitieron solicitar los estudios técnicos a nivel del cantón que demostraran que se estaba ante un caso crítico de abastecimiento de agua, para así valorar la nueva solicitud de perforación del pozo en la zona restringida. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. Tomen nota los recurridos de lo dicho en el último considerando de esta sentencia. SL

8358-10. OPOSICIÓN DE HABITANTES DE PLAYA AVELLANAS EN GUANACASTE POR LA INSTALACIÓN DE TORRE PARA TELEFONÍA CELULAR. Indican los  recurrentes que han gestionado ante las autoridades accionadas su preocupación por la instalación de una torre para telefonía celular en Playa Avellanas, dado que en su criterio, dicha construcción afecta la salud y el ambiente. Argumentan los accionantes que el lugar en el que se construirá la torre celular se encuentra a pocos metros de una casa de habitación, mantos acuíferos y un río, por lo que consideran que deben realizarse estudios ambientales para la construcción de la infraestructura. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

8315-10. SE ACUSA QUE CONSTRUCCIÓN DE RELLENO SANITARIO EN MONTES DE ORO, AFECTA RECURSO HÍDRICO. Manifiestan los recurrentes que se aprobó la construcción de un relleno sanitario  ubicado en el cantón de Montes de Oro en una propiedad en la que ellos habitan.  Sostienen  que dicha Comisión acordó construir dichas obras, sin tomar en cuenta la afectación al recurso hídrico allí presente.  Señalan que sus viviendas están ubicadas en un extremo de dicha finca, debido a que el antiguo dueño, les dio en donación esos terrenos.  Indican que la remoción o movimientos de tierras que se pretende hacer causaría la pérdida de la mayor parte de esas nacientes, pero, principalmente, de la zona de recarga de gran parte de esas tierras que es de donde se abastecen. Añaden que dicha situación ya la han denunciado ante la Secretaría Técnica Nacional Ambiental en varias ocasiones, pese a lo cual ésta aprobó el proyecto sin hacer un análisis técnico del caso y sin resolverles el problema del abastecimiento de agua a partir de los movimientos de tierra, ni de la posible contaminación que puede causar un relleno sanitario al agua potable para consumo humano.  Acusan que no fueron informados de las decisiones tomadas por la autoridad recurrida, lo que se traduce en un estado de indefensión absoluto ya que antes de aprobarse la viabilidad ambiental debió existir un compromiso de no afectar las nacientes, ni el recurso hídrico en general. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. Sin embargo, tome nota la empresa Manejo Integral Tecno Ambiente y la Secretaría Técnica Nacional Ambiental de lo establecido en el X considerando. SL
8348-10. DAÑOS CAUSADOS POR DESBORDAMIENTO DEL RÍO AGUJAS EN QUEBRADA GANADO  DE GARABITO. Alegan los recurrentes que el río Agujas, ubicado en Quebrada Ganado dañó grandes porciones de sus terrenos, lo cual pone en peligro sus vidas y sus casas. Manifiestan que en varias oportunidades,  ha solicitado al Alcalde Municipal de Garabito, y a la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias  realizar acciones al respecto, sin que haya obtenido respuesta alguna. Manifiesta que con la Tormenta Alma, las torrenciales corrientes del río, arrasaron con grandes terrenos a ambos lados del cauce, lo que causa la preocupación de los vecinos.  Agrega que esta situación se ve agravada con las fuertes lluvias que puede provocar que sus casas caigan al río. Indican su preocupación por la integridad  físicas de las personas y las eventuales pérdidas materiales que pudieran sufrir. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En cuanto el amparo se dirige contra la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos se declara CON LUGAR, únicamente por la violación de los artículos 27 y 41 de la Constitución Política. Se ordena a la Presidente de la Comisión Nacional de Prevención de Riesgos y Atención de Emergencias, bajo pena de desobediencia, que proceda de forma inmediata en el término improrrogable de 30 días contado a partir de la notificación de esta sentencia para que concluyan los estudios hidrológicos e hidráulicos de Quebrada Ganada y Río Aguja de Garabito, Puntarenas, y posteriormente realizar las obras que requiere el Río Agujas con el fin de reparar los daños y prevenir riesgos.  En cuanto el amparo se dirige contra la Municipalidad de Garabito, se declara SIN LUGAR el recurso. CL Parcial

8382-10. PROBLEMAS DE CONTAMINACIÓN QUE AFECTA A LA QUEBRADA AZAHAR EN ASERRÍ. Alega el recurrente que la Asociación del Acueducto Rural de Poás de Barrio Corazón de Jesús de Aserrí, posee tres captaciones en la Quebrada Azahar. Indica que  ha realizado movimientos de  tierra en las márgenes de la Quebrada, contando con los permisos por parte de la recurrida para la excavación de tres terrazas. Manifiesta que realizaron otros movimientos de tierra y se construyó una casa en la confluencia de los dos ríos en el centro de la zona de protección por lo que funcionarios municipales clausuraron la construcción, pero sin embargo la construcción continúo, y las personas que viven allí, y los desechos líquidos están siendo vertidos en la afluentes de la Quebrada Azahar y aguas abajo es captado para abastecer a los vecinos. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente respecto a la Municipalidad de Aserrí. En consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal de Aserrí, que realice de forma inmediata todas las acciones necesarias para que se solvente el problema de contaminación que afecta a la Quebrada Azahar según lo señalado  en el Informe técnico y recomendaciones, denominado gira de campo Asada Poás y Barrio Corazón de Jesús- Aserrí, elaborado por el  Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados.  En cuanto al Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones y el Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

ASAMBLEA LEGISLATIVA
9364-10. CONVENIO SOBRE GARANTÍAS INTERNACIONALES. ELEMENTOS DE EQUIPO MÓVIL Y SU PROTOCOLO. Consulta Legislativa  en lo referente a la Aprobación de la Adhesión al Convenio Relativo a Garantías Internacionales sobre elementos de Equipo Móvil y su Protocolo. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de "Aprobación de la Adhesión al Convenio relativo a Garantías Internacionales sobre elementos de equipo móvil y su Protocolo", que se tramita en el expediente legislativo No. 17.182, no resulta inconstitucional. Evacuada.

9364-10. CONVENIO SOBRE GARANTÍAS INTERNACIONALES. ELEMENTOS DE EQUIPO MÓVIL Y SU PROTOCOLO. Consulta Legislativa  en lo referente a la Aprobación de la Adhesión al Convenio Relativo a Garantías Internacionales sobre elementos de Equipo Móvil y su Protocolo. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de "Aprobación de la Adhesión al Convenio relativo a Garantías Internacionales sobre elementos de equipo móvil y su Protocolo", que se tramita en el expediente legislativo No. 17.182, no resulta inconstitucional. Evacuada.

9059-10.  CONSULTA SOBRE LA LEY DE TRANSITO. Consulta Legislativa Facultativa en lo referente al Expediente Legislativo número 17485, que es proyecto de Ley de “Reformas a varios artículos de la Ley de Tránsito por Vías Terrestres número 7331 y sus reformas. Se consulta el proyecto por violaciones a las personas con discapacidad, al principio de proporcionalidad de la sanción, sobre la existencia de penas perpetuas, creación de tipos penales abiertos.  Se evacua la consulta formulada en el sentido de que la frase "según las circunstancias" contenida en el artículo 133 del proyecto consultado, infringe las reglas del debido proceso penal contenidas en el artículo 39 de la Constitución Política y en concreto la regla de la tipicidad y la prohibición de tipos abiertos allí establecida.- En cuanto a los demás puntos consultados no se observan las lesiones constitucionales señaladas por los Diputados consultantes. Evacuada.

9040-10. SE IMPUGNA AUMENTO DE SALARIO DE LOS DIPUTADOS.  El recurrente manifiesta su inconformidad con la fracción del Partido Liberación Nacional en la Asamblea Legislativa, pues a su juicio, por su iniciativa se gestionó un aumento de dos millones de colones para cada uno de los diputados, disposición que atenta contra la política de austeridad que debe reinar en el nuevo gobierno de la Presidenta de la República. No obstante, dentro de la competencia de esta Sala no se encuentra la posibilidad de fungir como mediador a fin de que se le ordene a los Diputados del Partido Liberación Nacional que eliminen o saquen de la corriente legislativa un proyecto o iniciativa de Ley que busca un aumento en el salario de los congresistas, pues esa pretensión es ajena al ámbito de competencia de esta Jurisdicción. Por ello, deberá el recurrente plantear sus inconformidades o reclamos ante la propia Asamblea Legislativa, vía en la cual podrá, en forma amplia, discutir el fondo del asunto y hacer valer sus pretensiones. En consecuencia, el recurso es inadmisible y así se declara. RP

8693-10. SE IMPUGNA CONVOCATORIA A SESIÓN EXTRAORDINARIA DE COMISIÓN EN LA ASAMBLEA LEGISLATIVA. Alega el recurrente, diputado de la Asamblea Legislativa, que por estar invitado a participar en actividades propias del cargo fuera del país y, se convocó a una sesión extraordinaria un día en el cual no puede asistir, a pesar de que está pendiente de una apelación presentada por su persona, a una decisión de la Presidencia de la Comisión en donde se encontraba y a pesar de que solicitó una reprogramación de la misma, le fue denegada su gestión, sin tomarse en cuenta sus derechos. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

COMERCIO
9042-10. APLICACIÓN RETROACTIVA DE LA LEY REGULADORA DEL MERCADO DE VALORES. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Transitorio IX de la Ley Reguladora del mercado de Seguros Número 8653. La norma se impugna en cuanto dispone que toda sociedad que incorpore dentro de su razón social la palabra “seguro” debera eliminarla a partir del siete de febrero del 2009, so pena de que el Registro Mercantil lo haga de oficio. Estiman que tienen un derecho adquirido al nombre de la sociedad así como a su medio de trabajo, lo que constituye además una situación jurídica consolidada. Por ello, la disposición impugnada lesiona los artículos 33, 34, 41 y 56 de la Constitución Política. Con base en las  consideraciones dadas en la sentencia se declara  sin lugar la acción planteada. SL

DERECHO A LA EDUCACIÓN

9398-10. SUSPENDEN MATRÍCULA DE EDUCACIÓN PREESCOLAR EN CENTRO EDUCATIVO DE NANDAYURE. Alegan los recurrentes que desde hace cinco años, en la Escuela Abraham Farah Mata, ubicada en   Zapotal de Nandayure, se contaba con un código de educación preescolar modalidad heterogénea.  Al finalizar el curso lectivo del dos mil nueve, la matrícula de educación preescolar fue de dos estudiantes, los cuales se graduaron en el nivel de transición, para incorporarse luego a la educación primaria. Señalan los recurrentes  que para el presente curso lectivo ante una disminución de matrícula, se dispuso la no prórroga del nombramiento de la docente que estaba impartiendo tal modalidad de educación preescolar heterogénea, a pesar de que tienen siete niños y niñas esperando el inicio del curso lectivo para matricularse Agregan que los amparados no pueden asistir a otra institución a recibir lecciones, toda vez que el centro educativo más cercano se encuentra a una distancia de ocho kilómetros, en una zona rural en donde no hay servicio de transporte público todos los días. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro del Ministerio de Educación Pública, que debe tomar de forma inmediata, a partir de la comunicación de esta sentencia las medidas necesarias, para que se garantice la continuidad del proceso educativo de los amparados. CL

9435-10. NIEGAN ENTREGAR CERTIFICADO DE NOTAS EN CENTRO PRIVADO. Indica la recurrente que fue despedida y como consecuencia decidió retirar a su hija del centro educativo donde laboraba. Refiere que ha solicitado en reiteradas ocasiones a la directora de la escuela, que se le entregue la certificación de notas de su hija, pero le manifiestan  que no se la van a entregar, debido a su despido. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Vicepresidente de "Socios Unidos por la Educación Regional Occidental Sociedad Anónima",  hacer entrega inmediata a la recurrente de la certificación de notas de la menor tutelada. CL

9136-10. ANULAN PRUEBAS DE BACHILLERATO SIN DEBIDO PROCESO. . Manifiesta la recurrente que los amparados  son estudiantes del colegio recurrido, el cual está debidamente reconocido por el  Ministerio de Educación Pública hasta el tercer ciclo y se encuentra pendiente de resolver desde hace varios meses la aprobación del ciclo diversificado.  Señala que los amparados realizaron la prueba de Bachillerato en Ortografía y Redacción, en el Colegio Nocturno León XIII, ello, con el aval del propio Ministerio accionado, evaluación de la cual resultaron aprobados los estudiantes.  Alega que  los estudiantes del colegio efectuaron las pruebas nacionales de bachillerato, las cuales se aplicaron en el Colegio Nocturno de León XIII, centro educativo donde estaban debidamente enlistados para la ejecución de dichas pruebas.  Indican que el ministerio recurrido resolvió anular las pruebas efectuadas por los estudiantes. Ante tal situación, se interpusieron los recursos de revocatoria con apelación en subsidio en contra de la citada resolución, la cual se declaró nula. Refieren que posteriormente el  recurrido anuló las pruebas de bachillerato realizadas por los estudiantes. Argumentan  que lo actuado por los recurridos se llevó a cabo sin mediar el debido proceso y derecho de defensa en perjuicio de los amparados, dado que no puede imputárseles falta alguna por omisiones de la Administración en autorizar el Colegio en que estudiaban.  Se declara con lugar el recurso por violación al debido proceso. Se anula la resolución número 097-2010 de las siete horas cinco minutos del veintiséis de enero de dos mil diez dictada por el Ministro de Educación Pública. CL
9081-10. ESTUDIANTES DE CENTRO EDUCATIVO ESCUELA TALARI DE LOS ANGELES DE PEREZ ZELEDÓN SE NIEGAN A ASISTIR A LECCIONES.  Refieren los recurrentes que debido a las reiteradas y graves agresiones físicas, verbales y psicológicas en contra de los menores del Centro Unidocente Escuela Talari de Los Ángeles de Rivas, Pérez Zeledón, por parte de una docente, se presentaron gestiones ante las autoridades recurridas, y  la  educadora en cuestión fue trasladada a la Dirección Regional del Ministerio de Educación Pública, en Pérez Zeledón, por lo que durante el curso lectivo, la maestra de apoyo fue la que fungió y reinstauró la paz y la confianza tanto de los alumnos como de los padres de familia.  Alegan que  para el curso lectivo de este año, regreso la docente y los  niños  agredidos se niegan a ir a clases y sus padres los apoyan, para protegerlos de nuevas lesiones, situación ante la cual volvieron a interponer una gestión ante el Ministro  recurrido, en la cual hicieron mención de las agresiones sufridas por los menores a causa de la docente en cuestión, sin embargo no han obtenido respuesta alguna, ni la situación ha sido resuelta. Aducen que el Patronato Nacional de la Infancia ni la Fiscalía de Pérez Zeledón, tampoco han resuelto las gestiones presentadas. Acusan que la mitad de los alumnos no están asistiendo a lecciones para proteger su integridad física y psicológica, por lo cual se les está lesionando su derecho a la educación. Se declara parcialmente con lugar el recurso por violación al artículo 41 de la Constitución Política. Se ordena al Ministro de Educación Pública,  que dicte las disposiciones correspondientes, para que se notifique en forma inmediata a los recurrentes, en el número de fax que se señaló en el escrito del 27 de octubre de 2008, que consta en el expediente administrativo que aportó ese Ministerio, la resolución N° 541-2010-AD, dictada por su Dirección de Recursos Humanos. Asimismo, se ordena a la Defensora de los Habitantes de la República, que dentro del término de un mes, que se contará a partir de la notificación de esta sentencia, resuelva por acto final los tres expedientes que la Defensoría levantó en el año 2008, para investigar las denuncias por agresión en la citada Escuela Talari, y les comunique las resoluciones a los ahí denunciantes. En lo demás se desestima el amparo. CL Parcial

9073-10. SUPRIMEN LECCIONES POR FALTA DE DOCENTE EN CENTRO EDUCATIVO BETANIA. Argumenta la recurrente que su hijo  no se le imparte lecciones  desde abril de presente año, debido a que  su  maestro no volvió, y mientras tanto el Director del centro educativo dice que no tiene un documento que justifique tales ausencias. Indica que se nombró un sustituto, pero fue cesado. Reclama que se ha interrumpido el curso lectivo a su hijo y no existe definición sobre el nombramiento del maestro para que su hijo y sus compañeros continúen recibiendo clases. Se declara con lugar el recurso, en consecuencia se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública girar de inmediato las órdenes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que los estudiantes de cuarto grado del Centro Educativo Betania continúen su proceso educativo y sigan recibiendo lecciones, debiendo hacer los nombramientos de personal que procedan. Asimismo, se ordena al Director del Centro Educativo Betania determinar la forma en que se procederá para reponer las lecciones perdidas por los estudiantes de cuarto grado del Centro Educativo Betania. CL

9072-10.SE INTERRUMPEN LECCIONES A ESTUDIANTES DE NOVENO AÑO DEL COLEGIO SUPERIOR DE SEÑORITAS.  Alegan los recurrentes que su hija es estudiante del colegio recurrido y que su objetivo es ingresar a un colegio técnico a efecto de tener una formación técnica que le permita laborar y sufragar sus estudios universitarios, debido a que su familia no cuenta con posibilidades económicas para financiar su formación profesional. Indican que para su sorpresa, al iniciar el presente curso lectivo, se suscitaron cambios en los horarios dentro de los cuales normalmente reciben lecciones, so pretexto de reestructuración del edificio. Su hija va a clases una semana sí y otra no, es decir, semana de por medio. Indica  que la amparada recibe menos lecciones y menos materia de la que debería, ocasionándole un serio perjuicio a sus aspiraciones de estudios futuros. Refieren que desconocen las disposiciones ministeriales que existen por las cuales se presenta esta situación. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Colegio Superior de Señoritas y al Ministro de Educación, que giren inmediatamente y de manera conjunta las ordenes necesarias y tomen las medidas pertinentes para que se garanticen a los estudiantes de noveno año del Colegio Superior de Señoritas que reciban sin interrupción las lecciones correspondientes del plan de estudios de su programa educativo, de tal forma que se garantice la continuidad y estabilidad del proceso educativo de la amparada y los estudiantes. CL

9012-10. A UNIVERSIDADES NO LES CORRESPONDE DETERMINAR LA CATEGORÍA O CALIFICACIÓN PROFESIONAL QUE SE DEBE RECONOCER A LOS GRADUADOS EN EL MERCADO LABORAL. SE CAMBIA CRITERIO. Alega la recurrente que concluyó su trabajo de graduación en la carrera de "Administración de Oficinas", impartida por la Escuela de Secretariado Profesional de la Facultad de Ciencias Sociales de la Universidad Nacional y, solicitó al Ministerio de Agricultura y Ganadería (lugar en donde labora) que le autorizaran una recalificación de la plaza que actualmente ocupa, así como que le equipararan el grado profesional; no obstante, su gestión fue rechazada. En este caso, considera esta Sala que los centros de educación universitaria como el aquí recurrido, sí tienen la responsabilidad de impartir las carreras que consideren oportunas, de acuerdo con las necesidades sociales del país; sin embargo, es decisión de cada estudiante, la escogencia de la carrera que desee cursar y no puede pretender -como en este caso- que sea la Universidad Nacional la responsable de garantizar al profesional graduado, su inserción en el mercado laboral del país, ya sea en el campo privado o dentro de la Administración pública, por cuanto ello dependerá de factores externos, a la labor de formación profesional a la cual están obligadas las universidades. Máxime que tal y como lo señala la propia recurrente, la especialidad académica que escogió no se encuentra reconocida dentro de los puestos del Servicio Civil. Estima esta Sala además, que no le corresponde al centro universitario recurrido, determinar cuál es la categoría o calificación profesional que se debe otorgar a los puestos del sector público, ni mucho menos puede disponer el reconocimiento de determinados títulos universitarios, para su desempeño laboral de los profesionales que ha graduado, dentro de los puestos del Servicio Civil, o dentro de cualquier otro sector sea público o privado. Así las cosas, a partir de esta resolución la Sala varia su criterio en relación con la responsabilidad que se ha señalado tienen de las autoridades universitarias al diseñar una carrera universitaria cuyo título académico no es reconocido en el mercado laboral, ello según se había dispuesto en la sentencia número 08-004726-0007-CO de las 17:15 horas del 23 de octubre del 2008, que el mismo recurrente cita en este amparo. En razón de lo anterior y luego de esta nueva ponderación de la situación, no encuentra esta Sala que la autoridad recurrida haya lesionado derecho fundamental alguno. RF

8999-10. SANCIÓN DISCIPLINARIA. Alegan los recurrentes que su hija fue interrogada  en el colegio, sobre los hechos que habían ocurrido días atrás cuando fue publicada una fotografiada  de una profesora y posteriormente subida al sitio de Internet “Facebook”. Alegan que dicho interrogatorio se llevó a cabo sin haber nadie mas presente, y sin seguirse el debido proceso. Mencionan que sin haber sido informados del procedimiento ni haberles permitido el acceso al expediente, el profesor guía de su hija convocó a los padres a una reunión, en donde no se les permitió estar presentes cuando se recibió la declaración de otras personas en el caso. Afirman que durante el procedimiento siempre se trató a su hija como culpable. Refieren que se les comunicó la sanción impuesta a su hija, por la comisión de dos faltas. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

8666-10. DENUNCIAS PRESENTADAS POR MALTRATO DE MENORES EN CENTRO EDUCATIVO PRIVADO. Alegan los recurrentes que su hijo fue maltratado por la maestra docente del centro educativo recurrido. Sostienen que debido a lo anterior presentaron la respectiva denuncia ante el representante legal de la institución citada, quien delegó en los directores del centro educativo dar respuesta. Agregan que plantearon la denuncia respectiva ante la Dirección de Centros Docentes Privados del Ministerio de Educación Pública, y les contestaron que no tenían competencia para abrir un proceso disciplinario contra el centro educativo en virtud de su autonomía privada. En virtud de lo anterior pusieron en conocimiento del asunto al Presidente Ejecutivo de la Institución accionada, sin embargo, no han obtenido respuesta. Agregan que acudieron  al Patronato Nacional de la Infancia, a la Defensoría de los Habitantes  y al Ministerio Público a interponer la denuncia y se les indicó que el asunto no era competencia de ellos por tratarse de una institución privada. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Patronato Nacional de la Infancia; al Director del Departamento de Centros Docentes Privados del Ministerio de Educación Pública y a la Defensora de los Habitantes de la República, que tomen las medidas y giren las instrucciones que sean necesarias para que, dentro del plazo de UN MES contado a partir de la notificación de ésta sentencia, resuelvan las respectivas denuncias presentadas por los recurrentes, en fechas 23 de noviembre, 09 de noviembre y 02 de diciembre respectivamente y todas del año 2009 y le notifiquen lo correspondiente. Se declara sin lugar el recurso respecto del Sistema Educativo Walt Whitman. CL Parcial

8634-10. NO ENTREGAN NOTAS DE ESTUDIANTES DE ESCUELA PRIVADA POR DEUDAS PENDIENTES. Indican los recurrentes que sus hijos se encuentran matriculados en el Centro Educativo recurrido. Refieren que han tratado de cumplir con las obligaciones económicas correspondientes a las mensualidades, y que debido a la crisis económica y un cambio en la situación laboral, no han cancelado la mensualidad de los dos últimos meses. Agregan que habían solicitado una cita con la directora a fin de analizar un problema que se había suscitado por un maltrato verbal que hiciera una maestra a uno de los menores amparados, no obstante, la directora manifestó delante del niño que no se le iba a recibir más en clases en virtud de la deuda que sus padres tenían con la Institución. Acusan que no se les entregó los certificados de notas a los amparados, por lo que se les está impidiendo totalmente la incorporación a otro centro de estudios. Se declara  con lugar el recurso. Se ordena a la Presidente de la Junta Directiva con facultades de Apoderado Generalísima Sin Límite de Suma, ostentando la representación judicial y extrajudicial de la compañía Inversiones Stepping Stone Sociedad Anónima, sociedad bajo la cual funciona también el Centro Educativo Privado Lake Mary Elementary School,  que se abstenga de incurrir en las conductas que dieron mérito para acoger el presente amparo. CL

8657-10. SUSPENDEN BECA.  Indica la recurrente que la amparada es estudiante del CINDEA en la Sede de San Francisco de Asís, ubicado en Pérez Zeledón, y fue beneficiada con una beca del Fondo recurrido. Explica que  el  Director de ese centro educativo presentó documentos haciendo constar que la amparada es estudiante, a efecto de que se le continuara depositando la beca. Sin embargo, dicho beneficio no se le ha depositado. Argumenta que dicha situación le causa un grave perjuicio, toda vez que no tiene los medios económicos para enviar a  su hija  a recibir lecciones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo del Fondo Nacional de Becas, disponer lo necesario para que, de inmediato, se informe a la recurrente, los datos que debe actualizar para poder continuar el trámite de beca de su hija, y, una vez suministrados, de ser procedente, conferir sin demora el beneficio. CL
8627-10. ELIMINAN SISTEMA DE EDUCACIÓN DE TELESECUNDARIA DE EL LLANO DE SAN JUAN DE MATA EN TURRUBARES. Alegan los recurrentes que fueron estudiantes de la Telesecundaria el Llano de San Juan de Mata, ubicada en Turrubares, y llegaron hasta el tercer año de secundaria, es decir, completaron el tercer ciclo de la Educación General Básica. Indican que se presentaron ante la Coordinadora de la Telesecundaria correspondiente con el fin de realizar la matrícula para cursar el cuarto año, pero se les informó que no se daría la apertura del siguiente ciclo, y por esa razón, durante todo el año no pudieron cursar el cuarto año, por no haberse aprobado por la autoridades ministeriales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Educación Pública, que de inmediato adopte las medidas que sean necesarias dentro del ejercicio de sus competencias, para que conjuntamente con la Coordinadora de la Telesecundaria El Llano, ubiquen a los estudiantes amparados, para que puedan continuar con sus estudios en ese centro educativo a la mayor brevedad posible. CL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
9531-10. NIEGAN COPIA DE GRABACIONES DE LA JUNTA DE RELACIONES LABORALES. Indican los recurrentes que solicitaron copia de las grabaciones  de la Junta de Relaciones Laborales accionada, con el objeto de conocer los fundamentos de la sanción que se les impuso. Sin embargo, dichas grabaciones no les fueron entregadas, por lo que estiman existió una negativa rotunda para poner en su conocimiento las deliberaciones del órgano instructor. Agregan que la resolución final que les impuso la sanción de suspensión sin goce de salario por tres días carece de fundamentación. Se declara parcialmente lugar el recurso, únicamente, por violación al derecho de acceso a la información administrativa. Se ordena al Gerente General y al Presidente de la Junta de Relaciones Laborales del Banco Nacional de Costa Rica, disponer lo necesario para que de inmediato se les suministre a los amparados las grabaciones de las sesiones solicitadas. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial 

9381-10. SE REITERA A MINISTRA DE SALUD QUE DEBE ENTREGAR PROTOCOLO DE INVESTIGACIÓN. Ante gestión de adición y aclaración planteada por la Ministra de Salud, indicando que no puede ser entregado el protocolo de investigación de la vacuna de la influenza, por las razones que expone en su escrito, la Sala indica que no ha lugar a la gestión de aclaración y adición. Por última vez, se ordena a la Ministra de Salud, que entregue al amparado una copia del protocolo de investigación de la vacuna de la influenza AH1N1, patrocinado por Novartis y aprobado por el CEC-UCIMED, dentro del plazo de veinticuatro horas contado a partir de la comunicación de la parte dispositiva de este pronunciamiento bajo la advertencia de ordenarse la apertura de un procedimiento administrativo en su contra si no lo hiciere. Notifíquese esta resolución a la Ministra de Salud, de manera personal. 

9131-10. SE ORDENA AL ICE ENTREGA DE INFORMACIÓN SOBRE UEN. Alega el recurrente que labora para el Instituto Costarricense de Electricidad dentro de la UEN  Proyectos y Servicios Asociados. Indica que solicitó ante la recurrida,  la entrega de un documento con todos sus anexos referente a la labor que realizan los funcionarios del Centro de Servicio Explotación Subterránea de la UEN  Proyectos y Servicios Asociados; pero a la fecha de interposición de este recurso, no le ha brindado respuesta a su petición. Se declara con lugar el recurso. CL

8635-10. NIEGAN EXPEDIR COPIA DE EXPEDIENTE Manifiesta la recurrente que se presentó al hospital recurrido y solicitó copia de su epicrisis, en donde se le indicó que el documento estaría listo en veintidós días. Refiere que cuando se presentó a retirarlo le explicaron que su expediente se había extraviado y que debía estar llamando para informarse. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al  Director General del Hospital México,  bajo pena de desobediencia que en el término improrrogable de quince días contado a partir de la notificación de esta sentencia, gire las órdenes necesarias y tome las medidas pertinentes que estén dentro del ámbito de sus atribuciones y competencias para la reposición del expediente clínico de la amparada con toda la información existente en dicho centro hospitalario. CL

8304-10. NIEGAN ACCESO A EXPEDIENTE JUDICIAL. Refiere el recurrente que se  apersonó a  un  despacho  judicial  identificándose como abogado y procedió a explicar a la funcionaria que deseaba revisar un expediente, con el fin de decidir si asumiría o no la defensa de uno de los imputados, manifestándole claramente el interés legítimo que le asistía y que por ello, le facilitara únicamente el expediente para consultarlo, ya que no deseaba obtener fotocopias del mismo, pues evaluaría si en definitiva asumiría la defensa; no obstante, se le indicó que no se le podía facilitar el expediente porque no estaba apersonado en el proceso y por la existencia de una circular en tal sentido. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Fiscal Coordinador de la Unidad Especializada en Fraudes del Ministerio Público, que facilite al recurrente el expediente que solicitó. CL 

DERECHO A LA SALUD

9358-10. SE ORDENA IMPLEMENTAR INSTRUMENTO CLÍNICO PARA PACIENTES CON DREPANOCITOSIS. Alega la recurrente la omisión en redactar e implementar unas guías estandarizadas de práctica clínica, para la atención de pacientes con depanocitosis, de modo que exista un protocolo de atención a nivel nacional, disminuye seriamente las probabilidades de sobrevivencia. Afirma que algunos hematólogos de la Caja Costarricense de Seguro Social se comprometieron a elaborar este instrumento y hasta ahora no se ha hecho. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo interino de la Caja Costarricense de Seguro Social,  poner a disposición de todos los centros de salud de esa institución un instrumento clínico uniforme, estandarizado a nivel nacional, para el tratamiento y control de todos los pacientes con drepanocitosis, en los tres meses siguientes a la notificación de esta sentencia. CL

8994-10. NO PERMITEN A PERSONA ADULTA MAYOR SALIR DE HOSPITAL. Indica la recurrente que la amparada quien  es una adulta mayor, fue trasladada al hospital recurrido, supuestamente para una valoración médica. Agrega que la verdadera razón de la cita era por una denuncia de violencia planteada en contra de quien se ha hecho cargo de ella.  Acusa que actualmente se encuentra internada, sin ningún padecimiento, sin resultados médicos que indiquen agresión y lo que es peor es que se le restringen las visitas de sus familiares. Alega que el hospital recurrido le restringe la libertad a la amparada, pues debió ser valorada, atendiendo al mandato de violencia y remitirla a la casa o bien donde un familiar, sin retenerla a la fuerza. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL 
9047-10. SE ORDENA CONTINUIDAD DE FUNCIONAMIENTO DEL PROGRAMA DE CIRUGÍAS VESPERTINAS. Alega la recurrente  que la autoridad accionada suspendió las cirugías vespertinas, ya que según su dicho, debían analizar el impacto de estas operaciones, así como efectuar comparaciones entre horarios. Con ocasión de ello, aduce que no es posible que se tomen decisiones de este tipo, que sólo vienen a perjudicar a los pacientes, quienes además son personas que padecen de una enfermedad mortal, que se reproduce y expande en poco tiempo, como lo es el cáncer. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Presidenta Ejecutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social y a la Gerente Médica de esa entidad, que en forma inmediata dicten las disposiciones e instrucciones para que el Programa de Cirugías Vespertinas continúe funcionando, tal y como venía operando hasta el momento de su suspensión en diciembre de 2009, mientras el ente accionado no implemente otro nuevo que lo mejore y que haga más eficiente y productivo al servicio general de cirugías en el Hospital Calderón Guardia. CL

8558-10. CIRUGÍA. Argumenta  la recurrente que  el amparado ha presentado graves problemas de salud ocasionados por dos hernias inguinales bilaterales, las cuales desde el momento en que fueron detectadas por los médicos del Hospital de Heredia, indicaron que el padecimiento era de alto riesgo por lo que prescribieron operarlo lo más pronto posible; sin embargo, en el hospital le indican  que no tienen campo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director General del Hospital San Vicente de Paúl, que dicte las disposiciones e instrucciones correspondientes, para que, previa valoración técnica del médico o de los médicos que atienden al amparado, se le fije a éste  un plazo real y cierto, dentro del cual se le practicará el tratamiento médico que ese profesional o esos profesionales en medicina, le prescriban. Ese plazo deberá quedar establecido y comunicado por escrito al paciente, dentro del mes siguiente a la notificación de esta sentencia. CL

DERECHO DE PENSION
9334-10. TRASPASO DE CUOTAS  DEL RÉGIMEN DE PENSIONES DE LA CCSS AL FONDO DE JUBILACIONES DEL PODER JUDICIAL.  Alega  la recurrente  que el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial ha gestionado el traslado de cuotas tripartitas hechas por ella, al régimen de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social, para el reconocimiento de años de servicios en otras instituciones del Estado; no obstante, se trasladó al Fondo de Jubilaciones del Poder Judicial sólo parte de la suma de aporte patronal por cuanto se rebaja de oficio, con violación del debido proceso y sin haber concedido audiencia, el aporte del Estado que ya había sido trasladado desde el dos mil seis. Considera que ese actuar se fundamenta en un criterio jurídico y le está dando de manera desproporcionada, irrazonable e ilegítima alcances retroactivos, si se toma en cuenta que está rebajando con base en un criterio del dos mil nueve, dinero que había girado por concepto de cuota estatal desde el dos mil seis, y los cuales de manera consolidada se encuentran  incorporados al patrimonio del fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, por concepto de cotizaciones estatales suyas y que había girado la recurrida. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio No. L.A.P.J.083-2009 de 17 de agosto de 2009 suscrito por la Dirección Administración de Pensiones. Se ordena al Gerente de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social, adecuar los procedimientos a lo indicado en las consideraciones de ésta sentencia. CL

8985-10. DENEGATORIA DE PENSIÓN POR VIUDEZ. Manifiesta la recurrente que es adulta mayor y aún cuando demostró dependencia económica de su difunto esposo, pues estaba obligado al pago de una pensión alimentaria a su favor, la institución recurrida le denegó su solicitud de pensión por viudez. Se declara  con lugar el recurso. Se anula la resolución número 103140044-09 del 2 de febrero del 2009, dictada por la Caja Costarricense de Seguro Social. Se ordena al Gerente Financiero a cargo de la Gerencia de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social, que dicte las medidas que sean necesarias para que se retrotraiga el procedimiento de análisis de la solicitud de pensión de la recurrente al momento anterior en que se dictó la resolución anulada y que se valore nuevamente su situación al amparo de la normativa vigente y de la jurisprudencia de este Tribunal. CL

DERECHO DE PROPIEDAD

9407-10. DESALOJO. Alega la recurrente que la tutelada alegó que vive en Los Guido de Desamparados y que tuvo un conflicto con su vecina quien afirmaba que invadía su propiedad, situación que derivó en un interdicto de amparo de posesión que fue resuelto a favor suyo. Indica que de mala fe la vecina promovió ante el Ministerio de Seguridad Pública un desalojo administrativo, en el cual alegó los mismos hechos que los discutidos en sede judicial y aún así, se declaró con lugar el desalojo por parte del Ministerio. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución del Ministerio de Seguridad Pública No. 629-10-DM de las 13:00 hrs. de 17 de febrero de 2010, por medio de la cual se desestimó el recurso de reposición formulado por la tutelada. Se ordena al Ministro de Seguridad Pública, que lleve a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias y gire las órdenes pertinentes, para que, al ejecutar la resolución No. 3683-2009 DM de las 11:28 hrs. de las 11:00 hrs. de 28 de octubre de 2009, no se desaloje a la amparada. CL

8624-10. DESALOJO. Alega la recurrente que se dispuso acoger una diligencia de desalojo administrativo y disponer su lanzamiento por la causal de mera tolerancia. Afirma que en su caso no existe mera tolerancia, sino que ambos han ejercido posesión sobre el bien. Indica  que la gestionante adquirió e inscribió el inmueble a su nombre, pese a que nunca ha ejercido actos de posesión sobre él. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución 712-10 D.M. de las 7 horas del 5 de marzo del 2010 el Ministerio de Seguridad Pública. CL
8550-10. DESALOJO DE BIEN DEMANIAL. Alegan las recurrentes que el Ministerio de Seguridad Pública ordenó, de manera arbitraria su desalojo de la propiedad que ha venido ocupando desde hace varios años, situación que estiman es ilegítimo y lesiva de sus derechos. En este caso, se tiene acreditado que la Municipalidad de Cartago logró acreditarle al Ministerio de accionado que los terrenos ocupados por las amparadas  pertenecen a dicha entidad y como tal consiste en un bien demanial. Que por lo tanto, dichos terrenos se caracterizan por ser inalienables, imprescriptibles e inembargables, por lo que la mera ocupación, independientemente del tiempo de la misma, no generaba derechos sobre el inmueble. RP

8314-10. PROBLEMAS POR MAL TRATAMIENTO DE AGUAS NEGRAS PROVENIENTES DE LAS URBANIZACIONES EL COLORADO Y JORGE DEBRAVO EN TURRIALBA. Indica el recurrente que el proyecto “El Porvenir” o  “Colorado” se encuentra ubicado en Turrialba,  y existe un documento en la Comisión Nacional de Emergencias, que señala que esa urbanización debe implementar regulaciones en el uso del suelo, restringir construcciones en los lotes de riesgo, y además, que no se lotifique ni desarrolle proyecto alguno en el terreno ubicado al norte de la quebrada San Pedro, pues en el sitio hay áreas pantanosas y, dado lo quebrado del terreno, se pueden presentar  desbordamientos. Argumenta que en esa zona se ha procedido a la construcción de viviendas sin contar con los permisos municipales, es un sitio que no está urbanizado, no hay cunetas, aceras, alcantarillado, drenajes ni tanques sépticos, con lo cual se han desbordado las aguas negras y hasta hay materia fecal en la calle, sin que el Ministerio de Salud ni la Municipalidad, cumplan con sus funciones, y tanto el Río Colorado como la Quebrada San Pedro, están contaminados. Se declara parcialmente con lugar el recurso, sólo en cuanto al problema de tratamiento de aguas residuales invocado. Se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de Turrialba; al Alcalde Municipal de Turrialba; y al  Presidente del Concejo, adoptar inmediatamente cada uno dentro del ámbito de sus competencias, las medidas que sean necesarias para darle una solución integral al problema de tratamiento de las aguas negras proveniente de las urbanizaciones "El Colorado" y "Jorge Debravo" en Turrialba. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

8434-10. DESALOJO DE POBLADORES DE TAMBOR. Manifiesta la recurrente que forma parte de la segunda generación de pobladores de Tambor y desde hace cincuenta y cuatro años reside en esa zona; no obstante, las autoridades recurridas procederán a la aplicación de un desalojo en su contra. Comenta que su estilo de vida se basa en el manejo responsable de los recursos naturales y, tanto él como su familia, se han dedicado a la pesca artesanal, tarea que representa su único medio conocido para subsistir. Aduce que no se le ha comunicado ningún estudio técnico profesional dirigido a fundar la decisión por este medio cuestionada. Reitera que todos los afectados con esta determinación, son fieles protectores de los recursos naturales. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
8311-10. DESALOJO. Argumenta el recurrente se ordenó un desahucio administrativo en su contra. Refiere que el recurrido para demostrar su derecho de propiedad, lo único que hizo fue aportar la copia certificada de una escritura de venta donde supuestamente se le vendió la citada finca. Advierte que ese documento no está anotado, y ni siquiera se ha presentado al Registro Público.  Pese a ello, la autoridad recurrida acogió la gestión de desalojo, sin darle debido proceso. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se anula la resolución No. 304-10 D.M. de las trece horas quince minutos del veintidós de enero de dos mil diez mediante la cual el Ministerio de Seguridad Pública ordenó el desalojo del recurrente. CL  

8385-10. DESALOJO DE ZONA MARITIMO TERRESTRE EN GOLFITO. Alega el recurrente que su representada fue poseedora de un derecho de ocupación de la Zona Restringida de la Zona Marítimo Terrestre, la cual le fue concesionada por los últimos ocho años, según acuerdo del Concejo Municipal de Golfito; sin embargo, dicha concesión fue anulada por sentencia número 08-2008 del Juzgado Contencioso Administrativo, la cual fue confirmada por la sentencia número 12-2008 del Tribunal Contencioso Administrativo, y confirmada por la Sala de Casación por sentencia número 1002-AI-2009. No obstante lo anterior, ninguna de las sentencias antes citadas ordenó el desalojo de su representada, sino solamente anulaba la concesión, lo que significa que para proceder conforme se cuestiona, el proceso debe reiniciarse, realizarse la audiencia oral y declararse quien tiene mejor derecho. Sin embargo, el Alcalde recurrido ordenó el desalojo administrativo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza de plano el recurso. RP
DERECHO DE TRABAJO
9424-10. DESPIDO SIN DEBIDO PROCESO. Alega la recurrente que se dio por terminada  su relación  laboral con la recurrida, sin debido proceso, sólo se le indicó que se había procedido de ese modo, porque así lo determinó un estudio realizado. Se declara con lugar el recurso. Se deja sin efecto el despido acordado contra la recurrente por la Directora del Doctorado en Estudios de la Sociedad y la Cultura de la Universidad de Costa Rica y comunicado mediante oficio DESC-076-2010; y se ordena su restitución en el pleno goce de sus derechos. Esto, sin perjuicio de la posibilidad con que cuenta la administración de iniciar el procedimiento administrativo respectivo, respetando previamente el debido proceso. Asimismo, se ordena a la Decana del Sistema de Estudios de Postrado de la Universidad de Costa Rica, que en el plazo de cinco días se le proporcione a la recurrente el acceso al informe número SAA-42-2010 del cinco de febrero de dos mil diez. CL

9528-10. NIEGAN PAGO DE SUBSIDIO DE INCAPACIDAD. Alega el recurrente que debido a un cáncer que se le detectó fue incapacitado y que la CCSS no le paga el subsidio, en aplicación del Reglamento para otorgamientos de Incapacidades y Licencias a Beneficiarios del Seguro de Salud, por no ser un asegurado activo. Se declara con lugar el recurso por la trasgresión de los derechos a la salud y a la seguridad social, consagrados por los artículos 21 y 73 de la Constitución Política. Se ordena a la Presidenta Ejecutiva de la Caja Costarricense de Seguro Social, que disponga lo pertinente para que no se interrumpa de nuevo, al amparado el pago del subsidio, mientras se mantenga incapacitado, de conformidad con el criterio médico calificado. Adicionalmente, deberá llevar a cabo todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que, de inmediato, se proceda al  pago de los subsidios por concepto de incapacidad se le adeudan. CL

9431-10. MEP NO PAGA SALARIO A EDUCADORA. Indica la recurrente que fue nombrada en forma interina como Profesora de Enseñanza General Básica desde el inicio de este curso lectivo. Dice que pese a que ha desempeñado sus funciones en forma continua y cumpliendo con todos los deberes de su cargo, las autoridades recurridas han omitido cancelar oportunamente su salario, el cual, no obstante sus reiteradas gestiones. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública,  disponer las medidas pertinentes a fin de que se cancele inmediatamente los salarios adeudados a la recurrente. CL
9421-10. CONDICIONES DE INFRAESTRUCTURA DE EDIFICIO DONDE LABORAN FUNCIONARIOS   DE LA DIRECCIÓN DE SEGURIDAD PRIVADA DEL MINISTERIO DE SEGURIDAD. Alega el recurrente que labora en la Dirección de Servicios de Seguridad Privados del Ministerio de Seguridad Pública. Señala que en dicho edificio existen graves problemas de salud tales como problemas de suministro de agua potable, de hacinamiento e inseguridad en los pasillos y gradas. Sobre dicha problemática se le han enviado una serie de misivas al Ministerio de Salud e incluso un funcionario de la Unidad de Habitad Humanos del Área Rectora de Salud de Montes de Oca le remitió a la Directora del Área Rectora  oficio, sin que a la fecha se le haya resuelto la situación que denuncia.  Se declara con lugar el recurso, en consecuencia se ordena al Director de la Dirección de Servicios de Seguridad Privados del Ministerio de Gobernación, Policía y Seguridad Pública, girar las instrucciones que están dentro del ámbito de sus competencias para solucionar de inmediato las condiciones insalubres del edificio donde se albergan a los funcionarios del Departamento de Armas y Explosivos y de la Dirección de Servicios de Seguridad Privados, ambos del Ministerio de Seguridad, sea coordinando con el propietario del inmueble realizar las mejores físico-sanitarias y estructurales que procedan o sea alquilando un nuevo edificio que sí reúna las condiciones adecuadas, tal como se indica en las órdenes sanitarias números n°170-09 del 26 de agosto del 2009 y n°171-09 del 01 de setiembre del 2009. Asimismo se ordena a la Directora del Area Rectora de Salud de Montes de Oca del Ministerio de Salud, ser vigilante de lo que suceda, darle seguimiento a la situación y no otorgar más prórrogas para el cumplimiento de las órdenes sanitarias emitidas. CL

9399-10. INTERINO POR OTRO INTERINO. Alega la recurrente que fue nombrada como trabajadora miscelánea uno en el colegio recurrido en sustitución de otra servidora. Menciona que estando en vigencia su nombramiento la funcionaria deja su incapacidad, y pasa a una readecuación de funciones a partir de marzo de  este año. Indica que  el recurrido en vez  de darle continuidad a su nombramiento interina, procedió  a nombrar en su lugar a otra servidora, también en condición interina. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública, bajo pena de desobediencia, restituir en forma inmediata  a la recurrente como Trabajadora Miscelánea 1 en el Colegio Nocturno Lic. Alfredo González Flores de Heredia. CL

9411-10. REBAJOS  SALARIALES  DESPROPORCIONADOS. Reclama  la recurrente que desde la segunda quincena del mes de enero del año en curso, se le hacen rebajos de salario por concepto de incapacidades, lo anterior, sin  comunicación o notificación.Se declara parcialmente con lugar el recurso, por violación del debido proceso y derecho al salario, al aplicar rebajos salariales desproporcionados a la actora sin audiencia previa. Se ordena al Director de Recursos Humanos, y al Jefe del Departamento de Control de Pagos, ambos del Ministerio de Educación Pública, que: a) previo a continuar aplicando rebajos a la actora, se le confiera la audiencia del caso; y b) giren las órdenes necesarias para que, de ser necesarios los rebajos aplicados a la recurrente, se hagan en forma proporcional en los términos indicados en esta sentencia. CL

9530-10. SE OBLIGA A RENUNCIAR A FUNCIONARIO POR TENER VIH. Indica el recurrente que labora como auxiliar de enfermería y se siente discriminado debido a la situación ocurrida al presentarse al Servicio de  Salud Ocupacional, con el fin de entregar una dictamen médico y una carta, dirigida a las jefaturas. En la mencionada carta exponía la situación de tener que asistir a varias citas médicas y ausentarse de sus labores. Refiere que fue presionado  para que  indicara las razones de tantas citas con la psicóloga, por lo que tuvo que admitir que se debe a que es positivo VIH. Aduce que la recurrida le señaló que él no podía seguir laborando en el Servicio por constituir un riesgo biológico, que además llamó a su jefatura y le comentó el asunto y a algunos otros funcionarios. Que debido a lo anterior  tuvo que renunciar a sus  actividades tanto laborales como estudiantiles. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

9124-10. ELIMINAN PLUS SALARIAL Y PUNTOS DE CARRERA PROFESIONAL. Alega la recurrente que trabaja como especialista en psicología clínica en el Hospital Nacional Psiquiátrico y que presentó reconocimiento para carrera profesional, el cual  fue aprobado. Manifiesta que sin haber recibido ninguna comunicación oficial, le eliminan los puntos obtenidos e incluso proceden a rebajarle los pluses salariales respectivos y se inicia el cobro administrativo y judicial de los montos que hasta esa fecha se le había pagado, supuestamente de más. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se deja sin efecto el rebajo de puntos de carrera profesional dispuesto contra de la amparada, así como la tramitación del cobro de presuntas sumas pagadas de más por ese concepto y se ordena a la  Jefa de Recursos Humanos del Hospital Nacional Psiquiátrico Manuel Antonio Chapuí,  restituirle los puntos originalmente asignados y disponer el pago de las sumas dejadas de percibir a partir del momento en que le fueron eliminados, dentro del término de dos meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL 

9158-10. NO LE PAGAN SALARIO HASTA QUE NO DEVUELVA PRESTACIONES. Alega el recurrente que la Directora del Departamento de Recursos Humanos del Instituto Nacional de Seguros, le entregó su carta de despido, dicho acto no contó con justificación alguna, únicamente sustentó, tal acto, en el artículo 160 de la Convención Colectiva de Trabajo vigente, estima tal actuación como discriminatoria y lesiva para sus derechos fundamentales. Además, impugna el amparado que el veinte de enero de dos mil diez, la autoridad accionada depositó, en su cuenta bancaria, la suma correspondiente a su liquidación; sin embargo en enero se reintegró a sus labores con la recurrida, debido a la suspensión del acto administrativo que ordenó esta Sala y, a la fecha de interpuesto este recurso de amparo, el Instituto accionado no le ha pagado el salario correspondiente a su labor, debido a que no ha devuelto el monto de liquidación sobregirado por error, lo anterior considera que va en detrimento de su derecho al salario. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la alegada violación al derecho al salario, en cuanto a los demás extremos se declara sin lugar el recurso. Se ordena al Gerente General,  a la Subdirectora de Recursos Humanos y, a la Directora Jurídica, todos del Instituto Nacional de Seguros, realizar las actuaciones que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias para que, de forma inmediata, se giren las órdenes necesarias y se tomen las medidas pertinentes para el pago de la totalidad de las sumas adeudadas al recurrente por concepto de salario. CL Parcial 

9075-10. CESE DE NOMBRAMIENTO INTERINO. Alega la recurrente que tiene cuatro años de laborar interinamente para el Ministerio recurrido. Actualmente se encuentra finalizando el octavo mes de gestación de su segundo hijo, indica que le fue prorrogado su nombramiento para el presente curso lectivo; no obstante, se dejó sin efecto su nombramiento, sin  dar una justificación o motivación alguna.  Se declara con lugar el recurso. Se anulan las acciones de personal Nos. 7370226 y 7370265. Se ordena al Ministro y al  Director de Recursos Humanos, ambos del Ministerio de Educación Pública que, de inmediato, lleven a cabo todas las actuaciones necesarias y giren las órdenes pertinentes para que se restituya a la recurrente en el pleno goce y ejercicio de sus derechos fundamentales. CL

9076-10. DEMORA EN EL PAGO DE PRESTACIONES LEGALES. Indica el recurrente que se le comunicó su despido con responsabilidad patronal, pero a la fecha no se le han cancelado las sumas correspondientes a sus prestaciones legales. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Recursos Humanos del Ministerio de Seguridad Pública ordenar el pago inmediato de las prestaciones laborales adeudadas al recurrente si otra causa ajena no lo impide. CL

9083-10. CESE DE NOMBRAMIENTO INTERINO SIN DEBIDO PROCESO. Alega que fue cesado de su nombramiento interino, sin indicarle las razones por las cuales fue cesado y las inconformidades que tenían con su trabajo, que fue producto de una investigación que se hizo. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se anula lo dispuesto en los oficios números HSVP-DG-1201-10 de 13 de abril de 2010 y HSVP-DG-1294-2010 de 19 de abril de 2010. CL

9077-10. SUPRIMEN PLUS SALARIAL DE TRANSPORTE. Manifiesta el recurrente  que labora para la institución recurrida y se dispuso su traslado a otro centro penitenciario.  Señala que en virtud del traslado del que fue objeto gestionó ante la administración el reconocimiento del derecho a cobrar los gastos en que debía incurrir para desplazarse desde su residencia, a su nuevo lugar de trabajo, derecho que le fue concedido desde hace trece años; no obstante, sin debido proceso le fue suprimido.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora Administrativa de la Dirección General de Adaptación Social, restituir, de inmediato, al recurrente en el disfrute del derecho suprimido. CL

9106-10. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO DISCIPLINARIO SIN DEBIDO PROCESO. Alega la recurrente que interpuso en su contra una denuncia por acoso laboral. Señala que debido a la denuncia presentada, le fue notificado el auto de traslado de cargos de un procedimiento administrativo. Reclama que en el auto inicial no se le hizo una correcta intimación de cargos. Refiere que dicha omisión la colocó en un estado de indefensión ya que le ha impedido ejercer, efectivamente, su derecho de defensa y no ha tenido acceso al expediente. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución de las 10:00 horas del 8 de marzo de 2010 del órgano director del procedimiento que se sigue contra la recurrente, sin perjuicio que se reponga el trámite con respeto del principio del debido proceso. CL
9159-10. DESTITUCIÓN DE COMITÉ DE EVALUACIÓN SIN DEBIDO PROCESO. Indicia la recurrente que es profesora de inglés y que posee los atestados profesionales requeridos para el puesto que ostenta en el Comité de Evaluación, de donde fue destituida sin debido proceso. Se declara parcialmente con lugar el recurso, solamente, por la trasgresión al derecho a un debido proceso, consagrado por los artículos 39 y 41 de la Constitución Política. Se anulan el oficio No. Memorando 15 LRBM, así como los escritos fechados 19 y 26 de marzo de 2010, suscritos por el Director de Liceo Roberto Brenes Mesén. Se ordena al Director del Liceo Roberto Brenes Mesén, que, inmediatamente, restablezca a la recurrente en el pleno goce y ejercicio de sus derechos fundamentales. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

9091-10. SANCIÓN DISCIPLINARIA EN EL PODER JUDICIAL. APELACIÓN. Alega el recurrente  que dentro del procedimiento administrativo disciplinario seguido en contra del amparado la autoridad recurrida resolvió en primera instancia, el procedimiento administrativo y calificó la falta como leve y le impuso la sanción de amonestación escrita. Señala que presentó apelación y se ordenó la  suspensión de los procedimientos y de la prescripción.  Argumenta que  la  resolución  emitida por la autoridad recurrida carece de la motivación necesaria, ya que ésta es inexistente, por cuanto no se entró a analizar ni a resolver las razones que justifiquen la proporcionalidad de la sanción. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Tribunal de la Inspección Judicial, en la persona de los Inspectores recurridos, ANULAR la resolución de las ocho horas del catorce de abril del dos mil diez, lo cual implica conocer nuevamente el recurso de apelación interpuesto a favor del amparado en la causa disciplinaria a que se refiere este asunto, acto que deberá realizar y notificar en el plazo máximo de UN MES, que se contará a partir de la notificación de esta sentencia. CL

9197-10. REVOCAN NOMBRAMIENTO EN EL PODER JUDICIAL.  Alega el recurrente que fue revocado su nombramiento en el Ministerio Público, aduciendo desconfianza, sin dejar claro el hecho, ni anotar los elementos de modo, solamente persiguiendo su despido. Afirma que desde el principio, en su caso, se había adelantado criterio, realizando determinadas aseveraciones durante la tramitación de la causa administrativa.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

9198-10. LE NIEGAN EL EJERCICIO DE LA DOCENCIA POR ESTAR SUSPENDIDO. Aleja el recurrente que obtuvo los títulos de Licenciatura en Derecho y de Notario Público de la Universidad Fidelitas de Costa Rica y se incorporó al colegio profesional respectivo en noviembre de ese mismo año. Menciona que la Junta Directiva del Colegio recurrido resolvió imponerle  una sanción de suspensión del ejercicio de la profesión por el término de dos años. Señala que por tal  motivo se dedica a impartir clases de derecho en varias universidades privadas. No obstante, la Fiscalía del Colegio se le informó que por estar suspendido no puede impartir lecciones.  Manifiesta que el artículo 20 del Reglamento General del Consejo Nacional de Educación Superior Universitaria Privada, señala que en todo caso los profesores o docentes deben tener un nivel académico igual o superior al nivel de la carrera o programa en que imparten lecciones, requisito que en su caso cumple.  Considera que la negativa del colegio en permitir, lesiona en su perjuicio el derecho al trabajo.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL 
8616-10. INTERINO POR OTRO INTERINO. Alega el recurrente que durante diez meses ocupó interinamente  un puesto en la dependencia recurrida, sin embargo y, a pesar de que demostró que reunía los requisitos para mantenerse en el puesto, la funcionaria recurrida no le prorrogó más su nombramiento y nombró, también interinamente a una Psicóloga Profesional 1 en la misma plaza que venía ocupando, sin que reúna los requisitos legalmente establecidos. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se le ordena a la Jefe del Área de Servicios y Beneficios Sociales de la Dirección de Prestaciones Sociales de la Gerencia de Pensiones de la Caja Costarricense de Seguro Social, reinstalar, de manera inmediata, al amparado en la plaza de profesional 2, No. 36206. CL 

8767-10. EJECUCIÓN DE DESPIDO ESTANDO PENDIENTE APELACIÓN. Manifiesta el recurrente que en su contra se iniciaron dos procedimientos administrativos, y como resultado de estos procesos, el Tribunal de Carrera Docente autorizó al Ministro de Educación Pública a plantear la gestión de despido  en su contra.  Indica que luego de apelar el procedimiento, el Tribunal recurrido gestionó el despido. Refiere que dicha resolución fue apelada, y sin haberse resuelto en definitiva el procedimiento y sin estar esa resolución en firme, se hizo efectivo el despido con causa justa. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente por la ejecución del despido. Se ordena al Ministro de Educación Pública, que en el término improrrogable de ocho días, contado a partir de la comunicación de la parte dispositiva de esta sentencia, restituya al recurrente, en el pleno goce de sus derechos, sin perjuicio de la potestad de la Administración de suspenderlo con goce de salario, mientras se resuelve el recurso de apelación. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

8713-10. CESE DE NOMBRAMIENTO INTERINO EN EL PODER JUDICIAL. Aduce la recurrente que ha venido desempeñando labores en la Contraloría de Servicios del Poder Judicial, como Auxiliar de Servicios de Contraloría, de manera interina. Establece que ha estado en este mismo puesto de trabajo, en forma continua, sin interrupciones ni suspensiones de ningún tipo, durante aproximadamente un año y once meses. Comenta que cumple todos los requisitos del puesto de trabajo, y lo ha ejercido con idoneidad.  No obstante lo anterior, indica que  le fue comunicado verbalmente que no se le prorrogaría el nombramiento en cuestión, a partir del primero de marzo de dos mil diez, sin explicarle los motivos de tal decisión. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL 

8617-10. INTERINO POR OTRO INTERINO EN EL PODER JUDICIAL. Alega el  recurrente que ha laborado para el Poder Judicial desde el dos mil siete. Indica que recientemente se le suspendió el nombramiento y en su lugar se nombró a otra persona en forma interina. Al indagar sobre las razones de este proceder, se indicó en forma verbal, que no era apto para ocupar dicho puesto. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
8619-10. DISMINUCIÓN DE LECCIONES. Alega el recurrente que en el presente curso lectivo, la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de Educación Pública le otorgó dieciocho lecciones en el Colegio recurrido. Sin embargo, la funcionaria recurrida le disminuyó la lecciones otorgadas, primero a quince y a partir del nueve de abril, a trece lecciones, cambiándole además los grupos a su cargo. Que dichos movimientos los realizó sin justificación alguna, pues no ha ingresado algún docente en propiedad ni existe disminución de matrícula. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

8711-10. DESPIDO POR INCAPACIDAD EN EMPRESA PRIVADA. Alega  la recurrente que labora para la Asociación recurrida, en el puesto de contadora. Señala que debido a que su salud física se fue deteriorando, tuvo varias incapacidades, y sin embargo, luego de cada incapacidad se incorporaba nuevamente a sus funciones sin ninguna situación anormal en su trabajo. Agrega que en una de las citas médicas a las cuales asistió le informaron que los análisis que le practicaron dieron como resultado que padecía de un cáncer en su útero y que debía someterse a una cirugía para extraerlo.  Añade que fue incapacitada nuevamente, y le comunicó  al jefe que debía someterse a tratamientos de quimioterapia. Indica que una vez incorporada a su trabajo, se le manifestó que se había decidido prescindir de sus servicios. Considera que es evidente que su despido se debió a discriminación por la enfermedad que padece, con lo cual se violentan sus derechos fundamentales.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

8723-10. DESPIDO DE INTERINO EN EL PODER JUDICIAL. Señala el recurrente que se desempeña como investigador del Organismo de Investigación Judicial de Aguirre y Parrita, desde hace un año y seis meses y fue notificado de una causa que se iba a seguir en su contra por abuso de autoridad y uso inadecuado de bienes del Estado. Asimismo, se le indicó que por razones de interés público y conveniencia institucional, se dispondría prescindir de sus servicios a partir del treinta y uno de marzo de dos mil diez. Afirma que el dieciséis de marzo de dos mil diez solicitó que se nombrara un abogado que representara sus intereses, pero, el dieciocho de ese mismo mes y año, la autoridad recurrida le comunicó que se rechazaba su solicitud porque se trataba de un proceso de cese de nombramiento por falta de idoneidad para el ejercicio del puesto. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

8758-10. SUSPENDEN NOMBRAMIENTO INTERINO EN EL PODER JUDICIAL. Alega la recurrente que con gran esfuerzo terminó sus estudios, cursa la Universidad y obtuvo una plaza extraordinaria interina en la Fiscalía recurrida, la cual ocupa desde el mes de enero del presente año. Explica que en su contra se inició un procedimiento administrativo, cuyo traslado de cargos que se le notificó el 14 de abril. No obstante lo dicho, aduce que se le comunicó que, entre otras cosas, por razones de conveniencia y utilidad, su nombramiento no sería prorrogado a partir del 30 de abril. Acusa que esta situación acontece, pese a que existe una causa administrativa abierta, en la cual, por este hecho, no se le ha permitido ejercer su derecho de defensa, ya que la decisión de no prorrogar su nombramiento se basó en los mismos acontecimientos que se tramitan ante la Inspección Fiscal. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

8600-10. REPRESENTANTES DE LOS TRABAJADORES EN CASO DE HUELGAS. Acción de Inconstitucionalidad en contra de los Artículos 371 y 507 del Código de Trabajo. Considera el actor que las normas impugnadas son contrarias a al principio de representatividad democrática, al principio de igualdad, al principio de libertad de elección y el de libertad de empresa. Alega que las normas lesionan en forma grosera la democracia y el derecho de los trabajadores a ser verdaderamente representados en un conflicto colectivo o económico social, esto por cuanto no se toma en consideración el número de personas o trabajadores de un determinado sector o empresa, pues las normas ni siquiera establecen una forma de elección de los representantes de los trabajadores, por el contrario, sin importar que una empresa tenga mil, dos mil o tres mil trabajadores, se establece un número ínfimo de trabajadores que pueden arrogarse la representación de todos los demás.   En el caso del artículo 371, no interesa si los tres o más trabajadores están legitimados para representar al resto de trabajadores, ni siquiera interesa si estos han sido nombrados por una cantidad significativa de sus compañeros, mucho menos si tres de ellos paralizan una empresa contra la voluntad de todos los demás. Acusa que las normas impugnadas vulneran el principio de representatividad democrática, pues otorgan amplias potestades de representación y legitimidad a grupos minúsculos, sin respetar el derecho que otorga la Constitución Política  a las mayorías. También alega que las normas  violentan el principio de igualdad contenido en el artículo 33 constitucional y la libertad de elección, al permitir en forma irrestricta que un mínimo grupo de trabajadores se arroguen el derecho de paralizar una empresa y de presentar un proceso económico social  en supuesta representación de los trabajadores, lesionan la libertad de empresa, pues ésta se ve afectada y paralizada por esos actos, aún cuando no sean representativos de los intereses de los trabajadores que son parte de un mismo grupo de trabajo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción en cuanto a la alegada violación a la libertad de empresa. En lo demás, se rechaza de plano la acción. RF

8535-10. GARANTIAS PROCESALES DURANTE LA INVESTIGACION PRELIMINAR. Alega el recurrente que es oficial de tránsito destacado en Puriscal y que fue difamado por medio de comunicación, a raíz de ello, el 27 abril de 2010 fue notificado del oficio  MOPT-UAI-0014-2010, por el cual se le cita a declarar en la Unidad de Asuntos Internos del Ministerio de Obras Públicas y Transportes. Expresamente se le advierte en esa comunicación que esa diligencia constituye parte de las primeras pesquisas y averiguaciones que realiza la Administración, con el fin de determinar si existe una conducta ilícita, por lo que no es necesario que concurran los elementos constitutivos del debido proceso y
el derecho de defensa. Es criterio de esta Sala que las garantías que conforman el debido proceso son aplicables dentro del procedimiento administrativo disciplinario, pero no lo son en la fase previa de investigación preliminar, y es precisamente dentro de esta etapa previa que se estaría desarrollando la actuación que la recurrente considera reprochable, ya que será eventualmente la Dirección General de Servicio Civil, de considerarlo así procedente la Administración, que le será notificado el procedimiento con todas las garantías pertinentes. Los Magistrados Armijo Sancho y Jinesta Lobo se apartan del criterio de mayoría, y ordenan dar curso al presente asunto, porque estiman que durante la fase de investigación preliminar rigen algunas garantías a favor del investigado, desde luego, que no puede pretenderse y esperarse que rijan el debido proceso y la defensa con todo el esplendor con el que operan en el curso de un procedimiento administrativo. Así, el investigado en una investigación preliminar tiene derecho a conocer y acceder al contenido del expediente en el que se sustancia, derecho de formular alegatos y de aportar las pruebas que estime pertinentes para evitar la apertura de un proceso inútil. El amparado tiene derecho a conocer los hechos por los cuales se le está siguiendo una investigación y a tener acceso al expediente levantado al efecto. RF 

8308-10. DESPIDO DE COMITÉ CANTONAL DE DEPORTES DE ALAJUELA. Argumenta el recurrente que labora para el Comité Cantonal accionado, desempeñándose como Director Deportivo. Refiere que hace aproximadamente tres años se le recargó las funciones de Director Administrativo de ese Comité y al contratarse un nuevo Director Administrativo,  el petente volvió a las funciones atinentes a su puesto de Director Deportivo; no obstante, se le despidió sin responsabilidad patronal y sin debido proceso. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la sanción de despido impuesta al amparado según oficio sin número de 15 de abril de 2010 firmada por el Comité de Deportes de Alajuela y en consecuencia, se restablece al amparado en el pleno goce de sus derechos como Director Deportivo del Comité Cantonal de Deportes de Alajuela en las mismas condiciones de trabajo y con los mismos derechos y deberes que gozaba antes del despido. Se ordena al Presidente del Comité Cantonal de Deportes de la Municipalidad de Alajuela, restituir el procedimiento disciplinario realizado en contra del amparado, el que  debe ser instruido con respeto a las garantías procesales del debido proceso, notificando al amparado del carácter y fines del procedimiento, garantizando el derecho de ser oído, y dándole la oportunidad para presentar los argumentos y producir las pruebas que entienda pertinentes; respetando el plazo para el señalamiento de la comparecencia oral y privada establecido en el artículo 311 de la Ley General de la Administración Pública y respetando el principio contradictorio durante la celebración de dicha audiencia así como, en su caso,  garantizando el derecho a recurrir  la resolución sancionatoria. CL
8332-10. SANCIÓN DISCIPLINARIA SIN DEBIDO PROCESO. Alega la recurrente que recibió una llamada de atención por escrito. Indica que remitió una nota por medio de la que rechazó los cargos que se le intimaban, pues es consciente de la prohibición que la cobija como funcionaria pública, de manera que solicitó la rectificación correspondiente. Menciona que  se le envió oficio en el que se le indicó que no se hará ningún tipo de rectificación.  Indica que se le volvió a sancionar y esta vez a través de un acuerdo de junta directiva, con copia a su expediente personal y para que sea tomado en cuenta en su evaluación de desempeño. Aduce que se le aplicó una sanción de manera automática, sin cumplir con el debido proceso y, además, que en dicho acuerdo no se indican los recursos que puede interponer, el plazo para presentarlos ni la instancia ante la cual se deben formular, con lo que se le deja en total estado de indefensión. Se declara con lugar el recurso por violación al derecho de defensa y debido proceso. En consecuencia, se anula el oficio TPSM-DE-0049-10 del 09 de febrero de 2010 así como el acuerdo No. 36 de la Junta Directiva del Teatro Popular Mélico Salazar tomado en la Sesión Ordinaria No. 619 del 02 de febrero del 2010. CL

8412-10. SE SUSTITUYE A UN INTERINO POR OTRO INTERINO MEJOR CAPACITADO. Acusa la recurrente alega que no se le prorrogó su nombramiento como profesora de enseñanza especial, en la especialidad de retardo mental, en el Programa de Atención Integral para Personas Adultas con Discapacidad (PAIPAD.AFIACE), pese a que se encuentra en estado de embarazo, por cuando se designó a otro docente con mayor grupo profesional para el puesto. En este caso indica la Sala que en reiteradas ocasiones se ha señalado que el funcionario interino no tiene un derecho subjetivo a que se le prorrogue el nombramiento en forma indefinida, ni a que, por el simple transcurso del tiempo se le nombre en propiedad, sino a que no se nombre en su lugar a otro funcionario en las mismas condiciones, concretamente en el caso de la amparada, se determinó que la no prorroga de su nombramiento, no se dio como consecuencia de su estado de embarazo, sino, que obedeció al nombramiento de un funcionario mejor capacitado para el puesto que venía desempeñando, por lo que no se evidencia lesión a derecho alguno de la petente. La Magistrada Calzada salva el voto, en el sentido de que la Administración Pública no puede sustituir a un servidor interino que fue nombrado en su oportunidad por cumplir los requerimientos dispuestos por el ordenamiento jurídico vigente, a efecto de nombrar en su lugar, en condición de interino, a otro funcionario que se encuentra mejor calificado, lo que considera una violación al derecho de trabajo y la estabilidad laboral impropia, habida cuenta que, en realidad, no sería más que la sustitución de un servidor interino por otro en la misma condición.  RF

8471-10. ELIMINAN SERVICIO DE BUSES DE ALGUNOS FUNCIONARIOS DE LA ESCUELA JUDICIAL. Alega el recurrente que el Consejo Superior del Poder Judicial dispuso que únicamente tienen derecho de utilizar el autobús contratado por el Poder Judicial, los servidores judiciales de la Escuela Judicial que fueron nombrados en propiedad antes del traslado al Complejo de Ciencias Forenses en San Joaquín de Flores, y considera que por ello, amparado en una norma no escrita como es la “costumbre”, su derecho a continuar utilizando el transporte mencionado se violenta, al indicar que como personal interino en la Escuela Judicial, no pueden hacer uso del servicio de transporte que contrató el patrono. En este caso, señala la Sala que no le compete a este  Tribunal revisar si los funcionarios interinos de la Escuela Judicial que fueron nombrados con posterioridad a que se diera el traslado al Complejo de Ciencias Forenses en San Joaquín de Flores, se les ha consolidado un derecho de utilizar el transporte contratado por el Poder Judicial por el hecho de haberse autorizado su utilización por unos años, ni definir si la situación se ajusta o no a la normativa legal vigente o resolver sobre su conveniencia, labor propia de la vía común -administrativa o jurisdiccional-, ya que no es un contralor de la legalidad de las actuaciones o resoluciones de la Administración. Por ello, deberá la parte recurrente plantear su inconformidad o reclamo ante la autoridad recurrida o en la vía jurisdiccional competente, vías en las cuales podrá, en forma amplia, discutir el fondo del asunto y hacer valer sus pretensiones. RP

8378-10. NIEGAN PAGO DE INCAPACIDAD. Alega la recurrente que labora para la institución recurrida, desempeñándose como cirujana oncóloga en el Hospital San Juan de Dios. Refiere que además tiene oficina privada, y de hecho cotiza como trabajadora independiente desde hace varios años. Manifiesta que  presentó un reclamo para el pago de una incapacidad por maternidad, sustentando en el seguro de trabajador independiente, sin embargo, la accionada rechazó dicho reclamo, argumentando que se encontraba prescrito. Agrega que ella está pagando mes a mes un seguro obligatorio, pero estima que no tiene los derechos que como trabajadora le corresponden. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHO PENAL
9459-10. DETENCIÓN DE MANIFESTANTE EN TRASPASO DE PODERES. Aduce el recurrente que encontrándose en el Parque La Sabana, en las cercanías del acto de traspaso de poderes de la Presidencia de la República, miembros de la Fuerza Pública, concretamente el escuadrón de antimotines que estaba atendiendo la seguridad del evento, arremetió contra el amparado y lo arrestó. Sostiene que, lo anterior, sin ningún tipo de argumento o acto justificado. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por el uso desproporcionado de la fuerza. Se le ordena al Jefe de Puesto de la Policía de Proximidad de Goicoechea, abstenerse de incurrir en los hechos que sirvieron de base a esta estimatoria. En lo demás, se desestima el recurso planteado.  CL

9339-10. DETENCIÓN DE MANIFESTANTES POR DISTURBIOS EN LA UNIVERSIDAD DE COSTA RICA.  Alega el  recurrente que su representado se encuentra detenido y fue llevado a la Delegación de la Fuerza Pública de Barrio Pinto en San Pedro de Montes de Oca, con ocasión a los actos arbitrarios que tuvieron lugar dentro de las instalaciones de la Universidad de Costa Rica. Explica que el tutelado fue detenido ilegalmente, ya que contra él no existe un indicio comprobado sobre la comisión de delito alguno, no hay mandato ni orden judicial al respecto, sino que ello aconteció por el simple hecho de haber reclamado a las autoridades el haber incurrido efectivos armados al Campus Universitario. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. Los Magistrados Calzada y Cruz declaran con lugar el recurso únicamente en cuanto a las detenciones de dos recurrentes y en lo demás declaran sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo declara con lugar el recurso por violación a la autonomía universitaria. SL

9332-10 y 9333-10. DETENCIÓN DE MANIFESTANTES EN EL TRASPASO DE PODERES. Alega el recurrente que  se encontraba en el parque La Sabana, en las cercanías del acto de traspaso de poderes de la Presidencia de la República y  miembros de la Fuerza Pública, concretamente el escuadrón de antimotines que estaba atendiendo la seguridad del evento, arremetió contra él y lo arrestó. Sostiene que, lo anterior, sin ningún tipo de argumento o acto justificado, sino, de manera impositiva y con el uso desproporcionado de la fuerza. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente, por el uso desproporcionado de la fuerza. Se le ordena al Jefe de Puesto de la Policía de Proximidad de Goicoechea, abstenerse de incurrir en los hechos que sirvieron de base a esta estimatoria. Los Magistrados Castillo, Pacheco y Guerrero salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. CL Parcial

9348-10.EXTRADICIÓN.  Alega el recurrente que en su contra se tramitó un proceso de extradición a solicitud del gobierno de Canadá. Reclama que el delito por el cual se solicita su extradición en Canadá, tiene como sanción mínima la cadena perpetua, lo que en Costa Rica no existe, y más bien está prohibido y aún así, se aprobó su extradición. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
9359-10. DETENCIÓN. Refiere el recurrente que dentro de la causa penal que se sigue en su contra se le impuso una pena de seis meses de prisión, producto de un accidente de tránsito en el que falleció una persona. Indica que se acordó el reconocimiento del artículo 55 del Código Procesal Penal,  por lo que el  juzgado recurrido declaró cumplida su pena.  Alega que en  diciembre del año pasado, fue  detenido y puesto a las órdenes de los tribunales, pero se explicó que ya había descontado la pena, y horas después fue dejado en libertad. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del amparado pues se encuentra disfrutando de ese beneficio. CL
9352-10. DETENCION. Alega la recurrente que a su representado se le impuso tres meses de prisión preventiva, medida que fue debidamente apelada. Acusa que la Fiscalía no efectuó ninguna diligencia adicional para fundamentar de una manera más adecuada su gestión de prisión, sino que sólo se limitó a dejar al amparado detenido por casi  veinticuatro horas,  hasta que decidió indagarlo minutos antes de que venciera ese término. Refiere que tan sólo media hora antes de que vencieran las veinticuatro horas fue puesto a la orden del Juzgado Penal. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

8995-10. MEDIDAS CAUTELARES. Alega el recurrente  que dentro del proceso penal seguido en  contra de su representado, se ordenó la libertad sin imposición de medida cautelar alguna. Aduce que contra esa determinación, la Fiscalía interpuso recurso de apelación razón por la cual se llevó a cabo una audiencia oral. Refiere que el Tribunal, estimó, sin fijar plazo procedente, la imposición  de medidas cautelares, pese a que consideró que no había elementos de juicio suficientes para sostener con probabilidad su participación, y además descartó la existencia de los peligros procesales de fuga y obstaculización. Considera que la imposición de las medidas por este medio no es procedente. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL 
8983-10. DETENCIÓN POR MAS DE VEINTICUATRO HORAS SIN PONER A LA ORDEN DE AUTORIDAD COMPETENTE. Alega el recurrente que  fue detenido por efectivos policiales y trasladado a las celdas ubicadas en el Segundo Circuito Judicial de San José. Afirma que sólo se le se le indicó que había incumplido una medida cautelar impuesta por el Juzgado accionado y asegura que pasaron más de 24 horas sin que se le haya puesto a la orden de alguna autoridad competente. CL

8986-10. REBELDÍA DICTADA POR JUEZ INCOMPETENTE. Alega el recurrente que en contra de los amparados se tramita una causa penal en donde el juez se declaró incompetente para celebrar el juicio, por cuanto el Tribunal competente era colegiado y él estaba actuando como Tribunal Unipersonal para conocer la misma. No obstante lo anterior, asegura que el juez que se había declarado incompetente giró orden de captura y prisión contra el amparado, quien estaba con incapacidad emitida por el Hospital San Vito, alegando presunta rebeldía. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL 

8988-10. PRISIÓN PREVENTIVA A PESAR DE QUE LA SENTENCIA FUE REENVIADA PARA EFECTOS DE DEFINIR LA PENA A IMPONER. Argumenta  la recurrente que a la amparada se le siguió causa penal en la cual recayó sentencia condenatoria, contra la cual se interpuso un recurso de casación. Agrega que  la Sala Tercera, ordenó el reenvío para definir la pena a imponer, pero nada se indica sobre la prisión preventiva de la amparada y, considera la parte recurrente que al perder firmeza la sentencia en lo que respecta a la pena, procede su libertad y, a pesar de que la solicitó, se le indicó que no procede la solicitud porque la sentencia ya adquirió firmeza, y únicamente está pendiente la pena a imponer. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

8774-10. MEDIDAS CAUTELARES.  Argumenta la recurrente que el Juzgado  recurrido rechazó la solicitud del Ministerio Público de imponer medidas cautelares al amparado y dispuso dejarlo en inmediata libertad.  No obstante lo anterior, la medida fue apelada por carecer de la debida fundamentación y, a pesar de aceptar que hay debilidad de la prueba, le fueron impuestas medidas cautelares sustitutivas. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

8768-10. DETENCIÓN PARA EXTRADICIÓN AÚN CUANDO ESTÁ PENDIENTE SOLICITUD DE REFUGIO. Alega el recurrente que ingresó a Costa Rica en el mes de diciembre del 2005 y solicitó refugio ante la persecución política y económica de la que es objeto por parte personas privadas y oficiales de la Región de Vladimir, en la Federación Rusa, la cual fue declarada sin lugar en varias ocasiones. Señala que interpuso una demanda contenciosa administrativa en contra del Estado Costarricense, por los rechazos de las solicitudes de refugio, la cual se declaró parcialmente con lugar y se ordenó la anulación de las resoluciones emitidas por la Dirección General de Migración y Extranjería. Añade que la Procuraduría General de la República interpuso recurso de casación, el cual se encuentra pendiente de resolver ante la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia.  No obstante lo anterior, fue detenido en virtud de una solicitud de extradición por parte de la Embajada de la Federación Rusa y los argumentos de su requerimiento por el gobierno Ruso, son los mismos hechos por los cuales solicitó el refugio en Costa Rica.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la  Juez Coordinador del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José disponer  la inmediata libertad del tutelado, si otra causa ajena no lo impide. El Magistrado Cruz y la Magistrada Pacheco salvan el voto y declaran sin lugar el recurso. Comuníquese. CL
8772-10. EXTRADICIÓN. CONDENADO EN AUSENCIA. Alega el recurrente que es privado de libertad en el Ámbito de Máxima Seguridad del Centro de Atención La Reforma e varias resoluciones dictadas pro el Tribunal de Juicio de San Ramón, en donde se ordena su extradición de una condena dictada en su contra en Colombia, después de 10 años de haber sido condenado en ausencia. Afirma que en Costa Rica no existe la figura para condenar en ausencia y además, la causa se encuentra prescrita y que el Tribunal omitió la promesa formal de que no se le podrá imponer pena de muerte y tampoco advirtió la no estipulación de pena mayor a la contemplada en la legislación costarricense a la época de la acusación de los hechos. Dicha sentencia condiciona la extradición a que se someta al imputado a un nuevo proceso en virtud de haber sido juzgado en ausencia, ante lo cual el gobierno de Colombia, dispuso que el acusado puede presentar un Recurso de Revisión y con eso se legitima la extradición, y que en Colombia es legal condenar en ausencia. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

8563-10. DETENCIÓN.  Alega la recurrente que dentro de la causa penal que se le sigue a su representado amparado y sin señalar la respectiva audiencia y sin resolver la situación jurídica del encartado. Señala que diecinueve horas después de ser detenido, se puso al amparado en libertad. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

8557-10. SE ORDENÓ LA LIBERTAD DEL IMPUTADO Y AÚN CONTINUA DETENIDO. Refiere el recurrente que dentro de la causa penal que se le sigue a su representado  se dictó formal auto de prisión preventiva por el plazo de un mes, resolución en contra de la cual se interpuso recurso de apelación.  Señala que se llevó a cabo la vista de apelación, en la que el Tribunal Penal recurrido acogió el recurso de apelación, revocó la resolución impugnada y ordenó la inmediata libertad del amparado, no obstante, se mantiene privado de libertad en forma ilegítima.  Se declara CON LUGAR el recurso. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
8567-10. PRÓRROGA AUTOMÁTICA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA HASTA LA REALIZACIÓN DEL DEBATE.  Aduce el recurrente que a su representado se ordenó de oficio prorrogar la prisión preventiva hasta la efectiva realización del juicio. Agrega que en el expediente no consta solicitud de prórroga de la medida cautelar por parte del Ministerio Público, por lo que considera que dicha resolución es ilegal y violatoria del derecho de libertad del amparado, ya que ordena la prorroga de oficio, ocho días antes de su vencimiento y sin conocer si las circunstancias han cambiado pues no dieron audiencia a las partes. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

8556-10. DEMORA EN EXPEDIR ORDEN DE LIBERTAD. Indica la recurrente que dentro de la causa penal que se le sigue a su  representado se celebró el juicio oral y público  y  fue absuelto de toda pena y responsabilidad en los hechos que se le estaban atribuyendo, por lo que el juez ordenó su liberación inmediata, sin embargo, como parte del proceso el amparado fue trasladado al Centro de Atención Institucional La Reforma, proveniente del Centro de Atención Institucional de San Rafael, con el fin de que se realizaran los trámites de su libertad. No obstante, no fue posible lograr su salida del centro penal recurrido al final del día, lo anterior, debido a la falta de personal en el lugar para realizar materialmente le excarcelación Sentencia. Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
8582-10. SE ORDENA CONVOCAR AUDIENCIA PARA CONOCER APELACIÓN. Indica el recurrente que dentro de la causa penal que se sigue en su contra  se le concedió el beneficio de la libertad condicional, por haber cumplido el término de su pena.   Reclama que el 24 de marzo del año en curso se realizó la vista oral, en la que el Ministerio Público apeló el beneficio que le fue otorgado, por lo que le fue revocado. Agrega que la integración del Tribunal que revocó el beneficio de ejecución condicional es distinto al que llevó a cabo la vista oral. Se declara con lugar el recurso sin ordenar la libertad del recurrente. Se anula el voto No. 77-2010 dictado por el Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de San José a las 8:00 hrs. de 15 de abril de 2010. Deberá el Tribunal convocar a una nueva audiencia para conocer la apelación interpuesta por el Ministerio Público y resolver de conformidad. CL

8587-10. FUNDAMENTACIÓN DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. Alega el recurrente que se le sigue causa penal en el Ministerio Público por el delito de incumplimiento de una medida de protección. Dice que el Juzgado Contravencional recurrido, ordenó la prisión preventiva del amparado por el plazo de un mes que vence el diecisiete de mayo entrante, audiencia que no quedó grabada, aunque se dejó constancia de lo resuelto en una minuta. Indica que presentó recurso de apelación en contra de dicha resolución por falta de fundamentación y el Tribunal Penal de Cartago señaló vista oral con el fin de conocer sobre el recurso de apelación y, declaró sin lugar el recurso de apelación interpuesto, confirmando en su totalidad la resolución recurrida. Alega que en este caso, la audiencia oral que originó el dictado de la prisión preventiva, no quedó grabada en medio audible, y en el legajo de medidas cautelares se encuentra una minuta de dicha audiencia que no cumple la debida fundamentación, pues según se puede observar, el Juez resuelve el por qué imponía la medida más gravosa de todas en diez líneas en las cuales lo que hace es básicamente enumerar los peligros procesales que considera existen; sin embargo, no explica el por qué se encuentran presentes en el caso particular, lo que vacía de contenido o fundamento la decisión, y lesiona el derecho de defensa y debido proceso al amparado, toda vez que no se conocen los motivos por los cuales se le priva de libertad, y se le impide con dicha falta de fundamentación, ejercer una debida defensa en su caso. En este caso concreto, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

8296-10. DIRECTRIZ DEL MINISTERIO PÚBLICO SOBRE DONACIÓN DE VEHÍCULOS. Consulta Judicial de Constitucionalidad referente a la Directriz de la Fiscalía Adjunta de Alajuela de las catorce horas treinta minutos del trece de enero del dos mil nueve, según la cual, en los procesos por conducción temeraria, como plan reparador se debe requerir la donación del vehículo al Estado. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que la directriz dictada por la Fiscalía Adjunta de Alajuela, a las catorce horas treinta minutos del trece de enero del dos mil nueve, en cuanto exige la donación del vehículo al Estado, como plan reparador para acordar la suspensión del proceso a prueba, en los delitos de conducción temeraria, resulta contraria al Derecho de la Constitución, particularmente a los principios de proporcionalidad y razonabilidad. El Magistrado Cruz Castro consigna nota. Evacuada

8298-10. PENA POR PELIGRO DE ACCIDENTE CULPOSO. Consulta Judicial de Constitucionalidad referente al Artículo 255 del Código Penal. El órgano consultante indica que el artículo consultado tipifica la conducta de peligro de accidente culposo, sancionando con prisión de 1 a 5 años, al que por culpa hubiere expuesto a otros al peligro de accidente en caminos y carreteras. Considera que la pena es desproporcionada, si se compara con el resto de delitos culposos que se  tipifican en el Código Penal, como en el caso de lesiones culposas o aborto culposo, en donde la pena es de días multa.  Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 255 del Código Penal (Peligro de accidente culposo) resulta violatorio del Derecho de la Constitución, en los términos señalados en este fallo, por lo que se anula por inconstitucional. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los asuntos resueltos con autoridad de cosa juzgada material o situaciones jurídicas consolidadas. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Evacuada.

8287-10. SE ORDENA REPETIR AUDIENCIA POR FALTA DE GRABACIÓN DE LA MISMA. Alega la recurrente que en su contra se sigue una causa penal, dentro de la cual se dictó una medida cautelar, sobre la cual no se cumplió con la debida grabación de esa audiencia, lo cual la deja en un estado de indefensión, pues en el acta de dicha audiencia sólo indica el plazo y las medidas impuestas, sin señalar lo dicho por los testigos, las alegaciones presentadas, la fundamentación del pronunciamiento y la decisión sobre lo planteado.  Considera violentados sus derechos fundamentales. Se declara con lugar el recurso. Se anula la constancia emitida por el Juez Penal de Pavas respecto de la audiencia efectuada el 24 de noviembre  de 2009 para la imposición de medidas cautelares solicitadas en contra de la imputada. Se ordena al Juez Penal de Pavas, que en forma inmediata, señale fecha y hora para realizar la audiencia de imposición de medidas cautelares en contra de la encartada. CL

8288-10. DETENCION EN MANIFESTACION PÚBLICA. Alega el recurrente que mientras se encontraba en el acto cívico y manifestaba su opinión en la ciudad de Limón, frente a la Planta Geotérmica del ICE, en las cercanías de RECOPE, miembros de la fuerza pública de esa localidad arremetieron contra su humanidad y lo detuvieron sin ningún tipo de argumento y justificación, para lo que hicieron uso innecesario de la fuerza y la violencia. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
8169-10. NO SE PRORROGA PRISIÓN PREVENTIVA EN CASO DE REENVÍO. Indica el recurrente que en sentencia emitida en su contra por el Tribunal Penal del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, Sede San Carlos  se le impuso una condena de veintidós años y tres meses de prisión y, en la misma sentencia que ordeno ampliar prisión preventiva por un espacio de seis meses. Se interpone casación ante la Sala Tercera de la Corte Suprema de Justicia y por resolución 2010-177dispuso declara parcialmente con lugar la casación anulando la calificación jurídica dada a los hechos que le imputaron al amparado, recalificándolos y ordenando el reenvío  de la causa a su oficina de origen, esta última resolución no prorrogó la prisión preventiva de su defendido por estimarlo innecesario por parte de la Sala Tercera y a la fecha no existe resolución que ordene la prisión preventiva del amparado y tampoco existe una sentencia condenatoria o calificación jurídica de los hechos, por lo que el amparado se encuentra prisión en la Unidad de Admisión de Pococí. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

8159-10. DETENCIÓN DE SOLO UNO DE LOS IMPUTADOS EN CAUSA PENAL. Señala el recurrente que aún cuando se halló a los dos imputados en la causa culpable del delito de estafa, únicamente, se dispuso la detención inmediata de uno de ellos, sin que se hiciera una adecuada motivación. En este caso, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
8164-10. DETENCIÓN SIN ORDEN JUDICIAL QUE LA FUNDAMENTE. Señala el recurrente que contra el amparado se siguió la causa penal número por el delito de agresión, expediente que se encuentra archivado con sentencia absolutoria en firme.  Indica que el 17 de mayo de 2002, hace más de nueve años, se dictó una orden de captura en su contra, la cual por razones que se desconoce nunca se dejó sin efecto.  Alega que el día de ayer el amparado fue detenido por la Guardia Rural en Talamanca y trasladado a los Tribunales del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, con la única explicación de tener una orden que cumplir.  Acusa que, actualmente, el amparado se encuentra detenido sin que exista una orden judicial que así lo ordene.  CL
8167-10. SE ORDENA REALIZAR AUDIENCIA. Alega el recurrente que por resolución de las diecisiete horas cincuenta minutos del nueve de abril de dos mil diez, el Juzgado recurrido dictó prisión preventiva contra su defendido por tres meses. Dicha resolución fue apelada por violación al debido proceso y el derecho de defensa, pues a la Defensa no se le entregó copia de la solicitud de la prisión preventiva que hizo el Ministerio Público. No obstante lo anterior, por resolución de las dieciséis horas del dieciséis de abril de dos mil diez, el Tribunal de Juicio recurrido confirmó lo resuelto, omitiendo resolver el punto alegado. Se declara con lugar el recurso, sin disponer la libertad del amparado. Se ordena al Juzgado Penal del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, aquí accionado, en la persona de la Jueza, que en forma inmediata convoque legalmente a una audiencia oral a las partes del proceso penal que se sigue contra el amparado, con el objeto de resolver la solicitud de prisión preventiva que contra éste formuló el Ministerio Público. CL

8171-10. FUNDAMENTACIÓN DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. Alega el recurrente que se encuentra privado de libertad en el Centro de Atención Institucional de San Sebastián, porque se ordenó la prisión preventiva por seis meses en su contra, sobre la cual se denegó el recurso de apelación.  Señala que a través del recurso de apelación, se alegó la errónea valoración de la prueba, ya que en el proceso se ofreció el testimonio de su esposa, a efecto de acreditar los arraigos familiares, domiciliarios y demostrar que de su trabajo como abogado dependen su esposa e hijos por lo cual no existe peligro de fuga,  pero de esta prueba se hizo caso omiso. Afirma que en el expediente está acreditado que la participación del recurrente, lo fue, únicamente como profesional en derecho y que nunca recibió suma alguna de dinero, fuera de sus honorarios, por lo cuanto no existen indicios de culpabilidad, solo meras suposiciones, situación que violenta en su contra el principio de inocencia. Concluye que se le quebrantó además su derecho de defensa ya que el día de la audiencia o vista de apelación, se le mantuvo por 6 horas en un calabozo, sin comunicación, tras lo cual fue presentado, esposado, ante la jueza quien concedió, únicamente, 10 minutos a su abogado defensor para demostrar que no existía presunción razonable de culpabilidad, lo cual fue materialmente imposible. En este caso, con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
ELECTORAL, PARTIDOS POLÍTICOS Y REGISTRO CIVIL

9535-10. NIEGAN CITA PARA ENTREGAR CARTA DE NATURALIZACIÓN. Alega el recurrente que se presentó a la Sección de Opciones y Naturalizaciones del Registro Civil, a pedir una cita para la entrega de la carta de naturalización del amparado, pero se le indicó que no se le podía otorgar porque solamente se le brindaba al interesado, no a los abogados ni a apoderados.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

9340-10. ESTRUCTURAS DE PARTIDOS POLÍTICOS. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Código Electoral. Artículo 60. La norma se cuestiona –únicamente-, en cuanto impone a los partidos políticos una estructura partidaria, diseñada a partir de la división administrativa del país, que exige la celebración de asambleas distritales, cantonales, provinciales y una asamblea general, en la que se establece un número determinado de representantes sin atender al número de electores de cada circunscripción territorial. Por unanimidad se declara CON lugar la acción en cuanto al inciso a) del párrafo primero del artículo 60 del Código Electoral, Ley 1536 del 10 de diciembre de 1952. Así mismo, por conexidad se anula el inciso a) del artículo 67 del Código Electoral, Ley 8765 del 19 de agosto de 2009, cuyo texto dice: "Una asamblea distrital en cada distrito administrativo, formada por los electores de cada distrito afiliados al partido". En cuanto a los demás extremos, se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Armijo Sancho y Cruz Castro salvan el voto al estimar la inconstitucionalidad de la frase que contiene el inciso a) del párrafo primero del artículo 60 del Código Electoral, Ley 1536 del 10 de diciembre de 1952, en la que se establece: "la Asamblea de Cantón estará constituida por cinco delegados de cada distrito, por las respectivas Asambleas de Distrito. La Asamblea de Provincia estará integrada por cinco delegados de cada cantón electos por las respectivas asambleas cantonales". De igual forma, por conexidad se declara la inconstitucionalidad del inciso b) y c) del artículo 67 del Código Electoral, Ley 8765 del 19 de agosto de 2009, cuyo texto establece: inciso b) "Una asamblea cantonal en cada cantón constituida por cinco delegados de cada distrito, electos por las respectivas asambleas de distrito", inciso c) "Una asamblea provincial en cada provincia integrada por cinco delegados de cada una de las asambleas cantonales de la respectiva provincia". De conformidad con lo dispuesto en el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada surge efectos a partir de la publicación íntegra de esta sentencia. CL

3428-10. ANULAN INSCRIPCIÓN DE MENOR POR SER HIJO DE COSTARRICENSE POR NATURALIZACIÓN. Alega el recurrente que es costarricense por naturalización y ha vivido en Costa Rica desde hace 26 años.  Indica que su hijo nació en  Nicaragua, sin embargo, el menor sólo lleva sus apellidos en razón de que la madre no quiso reconocerlo.  Indica que de regreso a  Costa Rica con su hijo, presentó ante el Registro Civil solicitud de inscripción del menor, por ser hijo de ciudadano costarricense. Refiere que  se le informó por parte del Registro recurrido que se encontraba inscrito y que podía solicitar el certificado de nacimiento del menor, lo que efectivamente realizó; no obstante se le notificó una resolución por medio de la cual se dispuso anular la inscripción del menor amparado, al argumentar que no le asiste derecho por cuanto su padre es costarricense por naturalización. Afirma que la anulación del nacimiento de su hijo fue realizada sin debido proceso. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

8714-10. REQUISITOS PARA OBTENER LA NATURALIZACIÓN. Alega el recurrente que es nacional de Angola, cuyo país se encuentra en África. Afirma que en nuestro país es refugiado con residencia permanente libre de condición. Que el diecinueve de setiembre de dos mil siete, para efectos de naturalización, la Gestora del Área Técnica Operativa de la Dirección General de Migración y Extranjería, por oficio número 5320-2007 certificó que el había nacido en Lubango el diez de febrero de mil novecientos sesenta y cinco, según declaración jurada que en ese sentido brindó. Ante su solicitud para que se le concediera la nacionalidad costarricense por naturalización, la Dependencia recurrida, le concedió un plazo de sesenta días hábiles para que aportara el original del Registro de Nacimiento de su país, lo cual le resulta imposible, pues en su país se ha desatado la guerra mas larga y cruel de África, que ha dejado más de cuatro millones de personas refugiadas, quinientos mil muertos y cien mil mutilados, razón por la que no puede retornar a su país sin exponer su vida, no sabe dónde encontrar a su familia y por dos años ha intentado contactar a amigos, sin resultado alguno. Inclusive los Consulados han sido nulos para la obtención de ese documento. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
8682-10.  SE NIEGA INSCRIBIR A MENORES DE EDAD. Manifiesta el  recurrente vive en unión libre y tuvo dos hijos; no obstante el Registro Civil se ha negado a inscribir a sus hijos. Afirma que el lugar donde vive, hay muchos nicaragüenses y que los menores se han visto expuestos a detenciones por parte de la policía al no tener documentos de identidad que comprueben su nacionalidad y han tenido en varias ocasiones que asistir a la delegación de policía a recogerlos, que debido a lo anterior solicitan se ordene a la autoridad recurrida a inscribirlos como corresponde para que puedan tener los documentos de identidad correspondientes. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

8297-10. CONFORMACIÓN DE JUNTAS RECEPTORAS DE VOTOS. Acción de Inconstitucionalidad contra del Artículo 41 del Código Electoral. La norma se impugna en cuanto limita la conformación de las juntas receptoras de votos a la representación de los partidos inscritos a escala nacional, lo cual afecta a los partidos cantonales, al no tomarlos en consideración. Se declara con lugar la acción. Se anula la frase inscrito a escala nacional, contenida en el párrafo segundo del artículo 41 del Código Electoral, ley No. 8765 del 19 de agosto de 2009. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. CL
FAMILIA
8724-10. LE NIEGAN ENTREGA DE MENORES QUE SE ENCUENTRAN EN ALBERGUE DEL PANI. Alega la recurrente que fue separada de sus hijas, con base en un informe del Hospital de Niños  que señala que las pequeñas tienen cuadros de internamiento repetitivo por crisis respiratorias, fumado paterno y mal apego al tratamiento médico e indicaciones, pero consta en el mismo informe que luego de la operación que separó a las menores,  ellas quedaron con distintos padecimientos que han ameritado internamientos de ambas. Refiere que no existe nexo de causalidad que demuestre que los internamientos son por el lugar donde habitan las amparadas, ya que la situación económica en que se desenvuelven las menores es estable y les garantiza crecer. Indica que las medidas dispuestas por la autoridad recurrida han generado una situación de riesgo para la salud de las amparadas, pues en el Albergue donde se encuentran ubicadas las menores, no se dan las condiciones higiénicas adecuadas. Menciona que las niñas han sufrido enfermedades relacionadas directamente con el sistema respiratorio. Añade que en el citado albergue, se encuentran niños afectados por el virus de la gripe AH1N1, lo que coloca en grave riesgo a las menores. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

8560-10. FALTA DE FUNDAMENTACIÓN DEL MONTO DE PENSIÓN ALIMENTARIA. Manifiesta  el recurrente  que el Juzgado recurrido le impuso al amparado una cuota alimentaria, sin fundamentar las razones del monto, ya que se desempeña  como administrador del taller mecánico. Aduce que el amparado no es dueño del taller, sino que también pertenece a su madre y dos hermanos más y sólo tiene dos empleados, por lo que con lo que se percibe en el taller se mantienen seis familias. Alega que ante esa situación apeló el monto impuesto, y por resolución de las 16:00 horas del 23 de abril de 2010, le aumentó el monto impuesto a la suma de novecientos mil colones, sin que tampoco fundamentara los motivos del nuevo monto impuesto. Alega que esa infundada determinación constituye la orden de prisión para el amparado, pues no tiene capacidad para pagar un monto de esa naturaleza. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
INTIMIDAD

9418-10. INFORMACIÓN CREDITICIA. Aduce  la recurrente que el Banco recurrido  le negó la posibilidad de otorgarle un préstamo personal, debido a que, supuestamente, tiene una operación pendiente con otro banco, lo cual asegura no es cierto.  Señala que le indicaron que no se procederá con su trámite hasta tanto su historial crediticio quede sin pendientes. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Apoderado Generalísimo sin límite de suma de la Sociedad Banco BAC San José Sociedad Anónima, proceder INMEDIATAMENTE a la corrección, eliminación o rectificación, según sea el caso, de la información errónea que sobre la tutelada envió a la Superintendencia General de Entidades Financieras en relación con la operación de la recurrente. CL

9071-10. INFORMACIÓN CREDITICIA. Acusa la  recurrente  que las empresas privadas recurridas mantienen y distribuyen entre sus clientes, datos privados sobre su persona y familiares cercanos, como sus padres con los cuales para efectos crediticios no tiene vínculo alguno.  Asegura que no ha autorizado a ninguna entidad ni privada, ni estatal a pedir información crediticia o personal a las empresas recurridas, y mucho menos ha autorizado a las empresas accionadas a que almacenen, compilen y distribuyan su información. Lo anterior, en ejercicio de sus derechos a la intimidad, privacidad, libertad personal, libre autodeterminación informativa. Alega que en las bases de datos de las empresas recurridas aparece información suya que es independiente de cualquier ámbito crediticio y peor aún, las recurridas han vendido información suya totalmente desactualizada. Solicita que se les ordene a las empresas recurridas la suspensión de cualquier acceso ilegítimo e inconstitucional a su información privada, no divulgada y confidencial. Se declara con lugar el recurso, únicamente, contra las empresas Cero Riesgo Información Crediticia Digitalizada Sociedad Anónima y Procesamiento de Datos Datumnet Sociedad Anónima. Se ordena al Presidente con facultades de Apoderado Generalísimo de "Cero Riesgo Información Crediticia Digitalizada Sociedad Anónima", que de inmediato proceda a eliminar de sus bases de datos la información referente a la dirección física y fotografía de la amparada, y aquellos teléfonos fijos de la tutelada que sean de carácter privado. Asimismo, se les ordena tanto a los representantes legales de "Procesamiento de Datos Datumnet Sociedad Anónima", eliminar en forma inmediata los datos de la recurrente que se refieran a consultas en las que haya transcurrido más de cuatro años desde el momento en que se realizaron. Respecto a las empresas Teletec S.A., Protectora de Crédito Comercial Sociedad Anónima y Transunion Costa Rica TUCR S.A., se declara sin lugar el recurso. Comuníquese. CL Parcial

8782-10. INFORMACIÓN CREDITICIA. Alega  el recurrente que las empresas recurridas mantienen y distribuyen entre sus clientes, datos privados sobre su persona y familiares cercanos. Asegura que no ha autorizado a ninguna entidad a pedir información crediticia o personal a las empresas recurridas.  Indica que han vendido su información, no sólo con sus datos de información crediticia, sino también con sus datos estrictamente personales. Acusa que las empresas privadas recurridas mantienen en sus bases de datos algunos procesos de cobros ejecutivos tramitados en su contra desde hace más de cuatro años, y han brindado información suya inexacta, y errónea, a diversos bancos y entidades del sistema financiero nacional. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la empresa Cero Riesgo Información Crediticia Digitalizada Sociedad Anónima. Se ordena al Presidente con facultades de Apoderado Generalísimo de Cero Riesgo Información Crediticia Digitalizada Sociedad Anónima, que de inmediato proceda a eliminar de sus bases de datos la información referente a las direcciones físicas, teléfonos celulares del recurrente y su padre, fotografía del amparado, y aquellos teléfonos fijos del tutelado y su padre que sean de carácter privado. CL

8783-10. INFORMACIÓN SOBRE ANTECEDENTES PENALES. Indica el recurrente que ha concursado para un puesto de custodio de valores, pero le fue denegada la contratación, lo anterior debido que se hizo una consulta a la empresa recurrida, la cual informó que tenía un proceso penal pendiente. Argumenta que no fue condenado y más bien se dictó sobreseimiento, por lo que en razón de ello, se presentó a las oficinas de la recurrida y en ejercicio de su derecho a la protección de datos e información personal, solicitó que se le entregara un estado de toda la información personal que aparece en su base de datos, pero se le denegó, indicándole que para ser eliminada de la base de datos tenía que cancelar la suma de cincuenta dólares. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Presidente de la empresa Cero Riesgo S.A. retirar de la base de datos que maneja su representada la información relativa al número de teléfono celular del recurrente. Asimismo, se le ordena atender las solicitudes del recurrente recibidas el 28 de febrero y el 22 de marzo, ambos del 2010, dentro del plazo de tres días contado a partir de la notificación de esta resolución. CL
8357-10. INFORMACIÓN CREDITICIA. Reclama el recurrente que a pesar de haber cancelado una deuda adquirida con la sociedad recurrida, aún aparece en los registros de esa empresa, por lo que no se le ha contratado y ha perdido posibles trabajos. Estima que esta situación es lesiva de su derecho a la autodeterminación informativa y a la protección de datos, pues aunque ha solicitado la actualización de sus datos a la empresa recurrida, ésta no se ha procedido conforme.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. Voto salvado de los Magistrados Cruz Castro y Guerrero Portilla. SL

LIBERTAD DE ASOCIACIÓN
9368-10. OBLIGACIÓN DE ASOCIARSE A ANDE. Acción de Inconstitucionalidad en contra de los Artículos 2 y 4 de la Ley Constitutiva de la Caja de Ahorro y Préstamo de la Asociación Nacional de Educadores. No. 12 del 13 de octubre de 1947 y sus reformas. El accionante considera  que las normas impugnadas vulneran el derecho a la libre asociación, porque se le obliga a pertenecer a la organización y a contribuir mensualmente a través de deducciones salariales. Estima que  en la sociedad actual caracterizada por el orden constitucional, las normas no encajan en el ordenamiento jurídico. Sobre el tema, se cita el voto 1919-98 y con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. RF

LIBERTAD DE PRENSA
9476-10. RECTIFICACIÓN Y RESPUESTA. Alega  la recurrente que el Periódico La Nación hizo una publicación  referente a la asistencia de un ex presidente al cierre de campaña del PUSC. Señala que dicha nota contenía una serie de afirmaciones las cuales considera erróneas y malintencionadas, ante lo cual la amparada procedió a redactar una nota en calidad de derecho de respuesta, con el objetivo de defenderse a si misma y a su esposo.  Indica que el documento fue entregado en la recepción de Grupo Nación; sin embargo, no ha publicado el derecho de respuesta requerido y tampoco le ha dado respuesta alguna. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL

8572-10. RECTIFICACIÓN Y RESPUESTA. Indica el recurrente  que solicitó a la Directora del Diario La Nación, que rectificara las publicaciones realizadas, en las que se le mencionó, repetida y expresamente, de forma que lo afecta. Aduce que, lo anterior, sin plantearle una consulta que le permitiera incluir su punto de vista y alcanzar el equilibrio informativo, así como tampoco, se incluyó información públicamente conocida y que era vital para contextualizar los hechos debidamente a los lectores. Sostiene que se trató de publicaciones claramente sesgadas, como se evidencia desde los mismos títulos. Afirma que envió su derecho de rectificación en un espacio mucho menor a las dos páginas utilizadas por el periódico recurrido y hasta ahora no se ha realizado la publicación. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

LIBERTAD DE TRANSITO

9367-10. PARTES POR NO LLEVAR SILLA A MENORES. Acción de Inconstitucionalidad  en contra del Artículo 80 de la Ley de Tránsito. El accionante impugna la norma porque considera que es contrario a lo dispuesto en el artículo 153 de la Constitución Política, en virtud de que faculta a las autoridades administrativas a imponer multas, atribución que es propia del Poder Judicial. Aduce que se le impuso la multa de doscientos noventa y tres mil cuatrocientos colones, porque conducía un vehículo en donde viajaba una niña de corta edad, sin la silla de seguridad requerida. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. RF 
8359-10. EXAMEN DE ALCOHOLEMIA EN ACCIDENTE DE TRANSITO. Alega la recurrente que en virtud de un accidente que hubo en la autopista Próspero Fernández, en el cual murió una persona, fueron detenidos la amparada y su acompañante por oficiales del Organismo de Investigación Judicial y les practicaron la alcoholemia, sin explicarles su derecho a abstenerse de la misma y a tener un patrocinio letrado.  Lo anterior, considera, provocó una lesión a sus derechos fundamentales, derecho de defensa y debido proceso legal, desde el primer acto dentro de la investigación penal.  Considera que se debe declarar la invalidez, ineficacia e ilegalidad de las actuaciones realizadas y solicita se ordene la nulidad e ineficacia absoluta de la prueba referente a las alcoholemias practicadas, por inobservancia a las obligaciones de hacer saber de manera inmediata y comprensible el derecho de ser asistidos por un abogado y abstenerse de hacer la prueba.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

8468-10. RESTRICCIÓN VEHÍCULAR. El recurrente señala que labora como agente de ventas para Radiográfica Costarricense, y realiza trabajo de campo en su automóvil, pero la restricción vehicular le limita el desempeño de sus labores, ya que no puede visitar clientes en el centro de San José, situación que se refleja en la reducción de sus comisiones a percibir, situación que estima lesiva de sus derechos fundamentales. Se indica que mediante sentencia 2010-06283 la Sala analizó la constitucionalidad del Decreto Ejecutivo número 35379-MOPT 35379-MOPT y fue declarada sin lugar. La Magistrada Calzada Miranda y el Magistrado Jinesta Lobo, salvan el voto y ordenan dar curso al amparo, porque consideran que la restricción vehicular fundamentada en el decreto impugnado por el recurrente, no encuentra asidero en una norma expresa que permita restringir la libertad de tránsito, lo que en nuestro criterio lesiona el principio de reserva legal.  Se rechaza de plano el recurso.  La Magistrada Calzada Miranda y el Magistrado Jinesta Lobo, salvan el voto y ordenan dar curso al amparo. RP

MINORIAS
9447-10. AUSENCIA DE RAMPAS DE ACCESO Y ASCENSOR PARA PERSONAS ADULTAS MAYORES EN COOPESERVIDORES.  Alega la recurrente que se presentó junto con su madre a la Sucursal de Coopeservidores para invertir un dinero producto de sus ahorros. Afirma que la amparada es una persona adulta mayor y la sucursal de la recurrida se ubica en un segundo piso, y la única forma de acceso es por medio de una escalera inmensa que mide aproximadamente tres metros y medio de alto. Indica que dicha sucursal no tiene elevador ni rampa de acceso para adultos mayores, minusválidos en su entrada principal, ni accesoria, todo lo cual hace imposible que su madre pueda ingresar al lugar para realizar trámites, por cuanto subir gradas para ella es sumamente cansado por su edad, y le produce dolores y molestias de orden físico y moral. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente General con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma de la Cooperativa de Ahorro y Crédito de los Servidores Públicos R.L. (Coopeservidores R.L.), que deberá adoptar en el plazo de seis meses,  las medidas que sean necesarias a fin de cumplir con lo estipulado en el Transitorio II de la Ley 7600 y proveer de acceso a las personas con discapacidad, el local comercial arrendado por la cooperativa accionada e informar de ello a la Sala. CL

9414-10. TELEVISORA OMITIÓ PONER INFORMACIÓN ESCRITA PARA PERSONAS NO OYENTES.  Alegan los recurrentes que son personas no oyentes. Indican que cuando la televisora recurrida transmitió el debate suscitado entre varios de los candidatos a la presidencia de Costa Rica, omitió incorporar el servicio de información que necesitan para tener acceso a lo que se dijo en ese programa. Se declara con lugar el recurso, únicamente a los efectos de condenar a la empresa Televisora de Costa Rica al pago de las costas, daños y perjuicios causados, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo civil. CL

9408-10. CONDICIONES DE INFRAESTRUCTURA DE LA PISCINA PÚBLICA DE LA SABANA PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD. Señala la amparada que sufre de discapacidad en una de sus piernas y por recomendación médica debe realizar deporte, de preferencia natación, mínimo dos veces por semana. Señala que pese a que su lugar de residencia se ubica relativamente cerca de la piscina pública Silvia Pool, administrada por el Comité Cantonal de Deportes y Recreación de San José, no puede hacer uso de las instalaciones debido a que las mismas no cuentan con las previstas y accesos necesarios para el uso por personas discapacitadas. Se declara con lugar el recurso únicamente contra el Comité Cantonal de Deportes y Recreación de San José. En consecuencia, se le ordena al Presidente de dicho Comité, que realice las gestiones necesarias para que, en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, la Piscina Silvia Pool esté adaptada a las necesidades de las personas con discapacidad. CL   

8670-10. AUSENCIA DE RAMPAS DE ACCESO PARA PERSONAS CON DISCAPACIDAD EN EL EDIFICIO DE LA DIRECCIÓN REGIONAL MÉDICA DE LA REGIÓN BRUNCA-PÉREZ ZELEDÓN.  Reclama el recurrente que es una persona discapacitada y labora para la autoridad recurrida. Comenta que en razón de su trabajo, debe desplazarse a diferentes lugares de la zona, en donde existan laboratorios de las diferentes unidades en desarrollo y debido a un accidente  de tránsito, sufrió de una fractura múltiple en la cadera lo que le impide caminar correctamente. Señala que cuando se incorporó a sus funciones lo trasladaron a una oficina en el primer piso; pero las instalaciones de su centro de trabajo no cuentan con rampas para sillas de ruedas, pasamanos en las paredes, antideslizantes, baños acondicionados para personas discapacitadas, ni espacios de parqueos  cercanos  o acondicionados también para esos efectos. Explica que pese a que ha solicitado a las autoridades recurridas que adapten las instalaciones y los medios a través de los cuales debe efectuar su trabajo, a las especificaciones que leyes como la 7600 brindan para el correcto desenvolvimiento de las personas que como él son discapacitadas,  las respuestas que ha recibido han sido negativas. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Presidente Ejecutivo y  al Director de la Dirección Regional de Servicios de Salud Brunca, ambos de la Caja Costarricense de Seguro Social, respectivamente, que dispongan lo necesario dentro del ámbito de sus competencias para que dentro del plazo de SEIS MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se construya en el Edificio de la Dirección Regional Médica de la Región Brunca, en San Isidro de Pérez Zeledón, un servicio sanitario con las adaptaciones necesarias para usuarios que posean alguna discapacidad y, a su vez, que se adopten las medidas necesarias y que ejecuten las acciones pertinentes a fin de que satisfaga los requerimientos de la Ley Número 7600 con respecto a las personas con discapacidad, por parte de estos. Asimismo, se ordena que tomen las medidas que sean necesarias para que en la zona de estacionamiento del edificio en que labora el recurrente se establezcan espacios destinados, expresamente, para estacionar vehículos conducidos por personas con discapacidad o que las transporten, conforme a lo dispuesto en el artículo  43 de la Ley 7600. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

NOTARIADO

9132-10. INHABILITACIÓN DE NOTARIO SIN DEBIDO PROCESO. Aduce el recurrente que fue inhabilitado para ejercer el notariado, ya que se había atrasado en el pago de treinta y tres cuotas, lo anterior, por motivos de salud. Manifiesta que con esfuerzos propios  y préstamos obtenidos por medio de sus amistades logró cancelar la deuda. Indica que la Dirección recurrida declaró sin lugar la habilitación solicitada, en vista de la existencia de  otra resolución en donde se le suspendió por treinta y tres meses por no haber presentado los índices notariales. Indica que en ningún momento se le notificó del proceso seguido en su contra, tampoco se le brindó el debido proceso, por lo que no pudo ejercer su derecho de defensa, sólo se le informó que podía presentar un recurso de revocatoria con apelación en subsidio. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia se anula la resolución 145-2010 de las ocho horas veintén minutos del veinte de abril del dos mil diez. Esto, sin perjuicio de la posibilidad con que cuenta la administración de iniciar el procedimiento disciplinario respectivo. CL

PRONTA RESOLUCIÓN

8461-10. FALTA DE RESOLUCIÓN DE PROCESO DE PENSIÓN SE REMITA  A LA VÍA CONTENCIOSA. La recurrente alega que el 16 de noviembre del 2009, solicitó ante la Caja Costarricense de Seguro Social el otorgamiento de una pensión por la muerte de su hija; sin embargo, a la fecha en que acude en amparo su gestión no ha sido resuelta. La Sala Constitucional, desde su fundación, ha utilizado criterios amplios de admisibilidad en vista de la ausencia de cauces procesales expeditos y céleres para la protección de las situaciones jurídicas sustanciales que tienen asidero en el ordenamiento jurídico infra-constitucional o parámetro de legalidad, que guardan conexión indirecta con los derechos fundamentales y el Derecho de la Constitución. No obstante, bajo una mejor ponderación y ante la promulgación del Código Procesal Contencioso-Administrativo (Ley No. 8508 de 24 de abril de 2006) y su entrada en vigencia a partir del 1° de enero de 2008, ha quedado patente que ahora los justiciables cuentan con una jurisdicción contencioso-administrativa plenaria y universal, sumamente expedita y célere por los diversos mecanismos procesales que incorpora al ordenamiento jurídico esa legislación, los institutos procesales novedosos que contiene, tienen por fin y propósito manifiesto alcanzar la economía procesal, la celeridad, la prontitud y la protección efectiva o cumplida de las situaciones jurídicas sustanciales de los administrados, todo con garantía de derechos fundamentales básicos como el debido proceso, la defensa y el contradictorio. Consecuentemente, se impone el rechazo de plano e indicarle a la gestionante que si a bien lo tiene puede acudir a la jurisdicción contencioso-administrativa.  El Magistrado  Castillo Víquez se aparta del criterio de mayoría, y ordena dar curso al presente asunto, tomando en cuenta que la doctrina moderna ha sido uniforme en reconocer a la Constitución Política como  norma suprema del ordenamiento jurídico, la cual se ve complementada a su vez por las normas y principios del derecho internacional, particularmente de aquellos instrumentos que versan sobre derechos humanos, por lo que estima que, la decisión de la mayoría de la Sala de remitir los asuntos que versen sobre esta materia al conocimiento de la jurisdicción contencioso administrativa, resulta improcedente ya que la resolución de los recursos en los que se alegue violación al artículo 41 Constitucional, es de conocimiento exclusivo de esta Jurisdicción en virtud de lo dispuesto por el artículo 10 de la Constitución Política, el cual es claro en establecer la competencia de este Tribunal en materia de protección a derechos fundamentales. Se rechaza de plano el recurso. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto, conforme lo indica en el último considerando de esta sentencia. RP

PODER EJECUTIVO
9157-10. AUSENCIA DE ACERAS, SEÑALIZACIÓN Y REDUCTORES DE VELOCIDAD EN TRAYECTO QUE CONDUCE A ESCUELA EL PALEQUE EL SOL EN GUATUSO DE ALAJUELA. Alega la recurrente que es aborigen Maleku y habita en la comunidad conocida como Paleque El Sol en Guatuso de Alajuela. Refiere que asiste a la Escuela Palenque El Sol de esa misma comunidad y que es discriminada por su condición de aborigen, menor y estudiante de esa escuela, así como a todos los que están en su misma condición y habitan en esa reserva. Indica que para llegar a la escuela tienen que arriesgar sus vidas, toda vez que en esos recorridos no hay aceras, señalización, ni reductores de velocidad para que en la autopista los camiones, carros o buses se detengan o transiten a velocidades que no los exponga a perder su vida.Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Ministerio de Obras Públicas y Transportes, que proceda DE INMEDIATO a coordinar las acciones necesarias para solucionar de forma definitiva el problema de inseguridad existente en la Ruta Nacional número 04, específicamente a la altura de la comunidad Palenque El Sol, en San Rafael de Guatuso, sea mediante la construcción de una acera u otra obra, técnicamente factible, así como proceder a su señalización. CL

8631-10. SE ORDENA REALIZAR OBRAS DE INFRAESTRUCTURA SOBRE EL PUENTE DEL RÍO QUEBRADA SECA EN BARVA DE HEREDIA. Alegan los recurrentes que varios vecinos de la comunidad de Santa Lucía de Barva de Heredia solicitaron al Alcalde de la Municipalidad la construcción de un puente peatonal de ingreso a ese cantón, en razón del peligro que sufren quienes deambulan por la zona. Indican que el Alcalde expuso a la Directora de la Región de Heredia los problemas que se presentan en la carretera Heredia Barva, propiamente en el puente sobre el Río Quebrada Seca, en el cual las aceras peatonales quedaron al mismo nivel que la capa asfáltica, y se decidió trasladar la gestión al Ministro de Obras Públicas y Transportes y solicitar su intervención para la construcción de un paso peatonal en el puente y la dotación de un semáforo. Acusa que a la fecha no se ha dado solución a la situación. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo del Consejo Nacional de Vialidad, que de forma inmediata disponga y coordine lo necesario, para llevar a cabo las obras de infraestructura necesarias en el puente ubicado sobre el Río Quebrada Seca, a fin de garantizar la seguridad del paso peatonal sobre dicha estructura. CL

8337-10. MINISTERIO DE SEGURIDAD PÚBLICA SE NIEGA A RECIBIR DENUNCIA. Argumenta el recurrente que se presentó ante el Jefe de Puesto de la Policía de Proximidad de Aguirre y Parrita para presentar una denuncia contra las actuaciones de algunos de sus subalternos, sin embargo, en vez de recibir la denuncia para su posterior envío a la Inspección Policial del Ministerio de Seguridad Pública, el recurrido se negó a recibir el documento y condicionó su recepción a que el recurrente le presentara documentos que acreditaran su titularidad sobre la vivienda relativa a la queja y cuya ganancialidad se discute en sede de familia. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de la Fuerza Pública de la Región Sexta Policial y de Superior del Jefe del Puesto de la Policía de Proximidad de Aguirre, que tome las medidas y gire las instrucciones que sean necesarias para que, INMEDIATAMENTE, sea recibida y tramitada la denuncia del amparado y se le notifique  lo correspondiente. CL

PODER JUDICIAL
9365-10. DENEGATORIA DEL PRINCIPIO DE LA DOBLE INSTANCIA EN PROCESOS LABORALES DE MENOR CUANTÍA. Acción de Inconstitucionalidad  en contra del Artículo 10 de la Ley 4284.  Se indica que el artículo 10 de la citada ley regula los asuntos laborales de menor cuantía en materia laboral, al establece que contra las resoluciones dictadas en los juicios no será admitido recurso alguno, salvo el de apelación en el caso de la sentencia a que se refiere el artículo 6°. Se establece  que la sentencia única en materia laboral de menor cuantía es producto de una deliberación de un Tribunal Colegiado, lo que hace dejar el portillo abierto a los litigantes de mala fe, al no requerir de una cuantificación alguna, siendo más fácil iniciar un proceso escudado en una cuantía inestimable, y esperar un fallo superior, y de ese modo, asegurarse  que dicha resolución será inapelable. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se rechaza por el fondo la acción. RF

9090-10. HACINAMIENTO EN LOS TRIBUNALES DE JUSTICIA DE LIBERIA. Reclama el recurrente que el nuevo edificio de los Tribunales de Justicia en Liberia no cuenta con buena ventilación ni aire acondicionado, pese a que el mismo se encuentra ubicado en una zona muy calurosa durante todo el año.  Menciona que los despachos se asemejan a un cajón cerrado de cemento, tipo bodega, situación que provoca que sean sumamente calientes, por lo que no se cumple con las condiciones mínimas para laborar en dicho recinto, ni para la atención de los usuarios o litigantes.  Alega que en su caso particular, por ser abogado debe acudir a los Tribunales en forma constante, y en varias ocasiones se ha visto afectado en su salud, por la intensidad de calor que se percibe dentro de los despachos. Afirma que la edificación no tiene ascensor, ni rampas de acceso para personas con capacidad diferente, y que deban movilizarse en silla de ruedas, y en el área de revisión de expedientes, sólo pueden estar  dos personas al mismo tiempo, ya que el espacio es muy pequeño. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo del Poder Judicial, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes para corregir las irregularidades alegadas en cuanto a las condiciones de accesibilidad y hacinamiento de la edificación que alberga los Tribunales de Justicia de Liberia, dentro del plazo improrrogable de un año contado a partir de la notificación de esta resolución. CL

8545-10. INHIBITORIA DE MAGISTRADOS DE LA SALA CONSTITUCIONAL. Este Tribunal tiene un doble rol de contralor de la constitucionalidad de las normas de cualquier naturaleza y de los actos sujetos al Derecho Público (artículo 10 de la Constitución Política), por ello, la simple circunstancia de que determinados Magistrados propietarios o suplentes hayan participado y concurrido con su voto -de mayoría o disidente- en una sentencia para resolver un asunto específico no los inhibe para volver a conocerlo y resolverlo, toda vez, que esa supuesta causal de abstención no está prevista en el ordenamiento jurídico para los Jueces Constitucionales. El pretender separar del conocimiento y resolución de un asunto a un Juez Constitucional que previamente ha resuelto en única instancia sobre el objeto del proceso planteado o algún punto conexo con éste, constituye una vulneración al principio del Juez Constitucional natural. En este sentido, se citan las sentencias número 281-92, 1285-03 y 5936-07. RP
PRIVADOS DE LIBERTAD
8384-10. HACINAMIENTO EN CENTRO PENITENCIARIO CALLE REAL DE LIBERIA. Alega el recurrente que se encuentra recluido en condiciones infrahumanas  en el  Centro de Atención Institucional Calle Real de Liberia.  Dice que se encuentra ubicado en el dormitorio número dos, lugar donde a la fecha hay doce privados de libertad durmiendo en el suelo, y que en los dormitorios números uno, tres y cuatro de ese mismo pabellón, hay cerca de veinticinco privados de libertad más durmiendo en el suelo, ubicados incluso en los  servicios sanitarios.  Indica que estas condiciones se producen por la falta de espacio que genera el hacinamiento de privados de libertad en ese centro penitenciario, el cual discurre con la displicencia de las autoridades recurridas, las cuales continúan admitiendo más personas sin que exista espacio físico para ubicarlas. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente en cuanto al hacinamiento crítico por ser superior o igual a ciento veinte detenidos por cien lugares realmente disponibles de la capacidad máxima, lo anterior con base en los parámetros fijados por las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para el Tratamiento de los Reclusos y las recomendaciones del Comité Europeo para los Problemas Criminales. Se ordena al Ministro de Justicia y Paz, al Director General de la Dirección General de Adaptación Social, y al Director del Centro de Programa Institucional Calle Real de Liberia, que,  según el ámbito de sus competencias, adopten inmediatamente las medidas pertinentes para eliminar el hacinamiento crítico en el Centro Programa Institucional Calle Real Liberia. Asimismo, que, según el ámbito de sus competencias, de manera inmediata se solucione el problema de los privados de libertad que se encuentran durmiendo en el suelo, en el Centro Programa Institucional Calle Real Liberia, de tal forma que se les facilite una cama en igualdad de condiciones con los demás reclusos que sí la poseen. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

SERVICIOS PUBLICOS
9402-10. SUJETOS DE DERECHO PRIVADO SUSPENDEN SERVICIO DE AGUA Y ELECTRICIDAD. Reclama la recurrente que les alquila una cabina a los recurridos desde hace aproximadamente seis meses, a través de un contrato verbal. Señala que debido a un problema personal, las relaciones interpersonales se desmejoraron al punto que le solicitaron desocupar la vivienda. Acusa que debido a lo anterior los recurridos le suspendieron el suministro de agua potable, como medio de presión para que abandone el lugar y, posteriormente, le cortaron el servicio de electricidad.Se declara CON LUGAR el recurso,  y, en consecuencia, se ordena al recurrido que, en forma inmediata, reconecte el servicio de agua potable en la vivienda que alquila a la recurrente y se abstenga de incurrir nuevamente en la conducta que sirvió de mérito para estimar el presente recurso. CL

9161-10. SUPRIMEN  SERVICIO DE AGUA POTABLE EN SAN PEDRO DE BARVA DE HEREDIA, Alega el recurrente que el servicio de acueducto de la comunidad de San Pedro de Barva de Heredia lo brinda la Asociación Administradora del Acueducto. Manifiesta que parte del servicio y suministro de agua potable proviene de la toma zona de Paso Llano de San José de la Montaña, fuente de agua que fue cedida por la Municipalidad al momento de creación de la Asada cuando le fue transferido el Acueducto de San Pedro. Indica que dicho traspaso se dio, debido a que la municipalidad usaba dicha toma de agua autorizada por convenios con la Empresa Servicios Públicos de Heredia, y al traspasarse el Acueducto a la Asada se traspasó con todos los derechos de uso de dicha toma de agua, situación conocida por la autoridad recurrida. Alega que la Empresa Servicios Públicos de Heredia, en meses pasados, cortó de manera antojadiza y arbitraria, el suministro de agua de dicha naciente a la Asada de San Pedro, lo cual dejó en evidente peligro a toda la comunidad, ya que esa agua es esencial para el suministro de la población, y el hecho de cortar la misma merma de manera peligrosa el abastecimiento. Explica que sufren de falta de agua, y racionamientos, lo que ha provocado serios daños a la salud de la comunidad, especialmente en los niños. Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso. Se ordena al Gerente de la Empresa de Servicios Públicos de Heredia Sociedad Anónima, que en el término improrrogable de quince días, contado a partir de la comunicación de esta resolución tome las medidas necesarias y pertinentes para que el suministro de agua a la comunidad de San Pedro de Barva de Heredia sea restablecido lo antes posible. CL Parcial

9114-10. PROBLEMAS CON EL SUMINISTRO DE AGUA POTABLE EN COMUNIDADES DE  CARTAGO. Manifiestan los recurrentes que su comunidad tiene cinco años de experimentar irregularidad en el suministro de agua, desde que por orden municipal se les cambió dicho suministro del tanque de la turbina. Indican que la municipalidad recurrida les suspende hasta por diez horas continuas en un solo día el servicio de agua y, cuando no les suspende el servicio, disminuye la presión del agua en tal cantidad, que a las casas de habitación ubicadas en alto no les llega líquido del todo, situación que favorece la falta de higiene y, por ende, el nacimiento de enfermedades. Acusan que a la fecha no se les ha solucionado el problema de falta de suministro de agua potable. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Alcalde, y al  Presidente del Concejo Municipal, ambos de la Municipalidad de Cartago, adoptar las medidas pertinentes dentro de la esfera de sus competencias para que, dentro del plazo de un año, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, se ejecuten las obras necesarias para garantizar el suministro continuo de agua potable a las comunidades de calle Jiménez y barrio San Ignacio de Loyola, del cantón de Cartago. CL
9105-10. SUSPENDEN SERVICIO DE ELECTRICIDAD. SUJETO DE DERECHO PRIVADO. Indica la recurrente que la dueña del inmueble que alquila, le suspendió el servicio de electricidad aprovechándose que el recibo está a su nombre. Afirma que se han visto obligados a iluminarse con "candelas" lo cual les causa peligro, pues cocinan con gas y, al existir menores de edad, se pude provocar un accidente.  Se declara con lugar el recurso, únicamente,   en cuanto se dirige contra la recurrida, a quien se le ordena restablecer, inmediatamente, el servicio de electricidad en la vivienda que ocupa  la recurrente.  CL

9331-10. PROBLEMAS PARA LA INSTALACIÓN DE ELECTRICIDAD A LA COMUNIDAD DE VERGEL DE PUNTA MALA EN CIUDAD CORTÉS. Alega el recurrente que los vecinos de Vergel de Punta Mala, comunidad localizada en Ciudad Cortés, en la zona de Osa, iniciaron gestiones ante el Instituto Costarricense de Electricidad con el fin de que se les dotara del servicio de electricidad para el poblado en el que habitan. Indica que  se les informó que debían esperar a que la entidad contara con el presupuesto y los recursos para la construcción de las obras necesarias a fin de llevar la electricidad a la comunidad. Acusa que debido a la falta de una resolución se presentó una denuncia ante la Defensoría de los Habitantes. Asegura que ha transcurrido un plazo muy superior al indicado originalmente por la institución accionada, sin que a la fecha se hayan ejecutado las obras necesarias para dotar del servicio eléctrico a la comunidad que representa. Se declara parcialmente con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al director de la Región Brunca Río Claro del Sector Electricidad; y, al coordinador de la agencia de Servicios de Electricidad de Ciudad Cortés; ambos funcionarios del Instituto Costarricense de Electricidad, que, en el improrrogable plazo de un año, contado a partir de la notificación de este fallo, definan el proyecto de electrificación para la comunidad de Vergel de Punta Mala de Coronado de Puerto Cortés, Osa, Puntarenas, y la fecha probable de ejecución.  En cuanto se dirige contra la Defensoría de los Habitantes de la República, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

8607-10. NIEGAN PAGO DE SUBSIDIO DE INCAPACIDAD POR SER ASEGURADO VOLUNTARIO. Alega el recurrente que es asegurado voluntario  y en tal condición requirió una incapacidad. Refiere Alega que en la Sucursal de la Caja de Santa Cruz,  solicitó incapacidad por una fractura que sufrió en su pierna, pero le dijeron que no le asistía ese beneficio en su caso. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Gerente Financiero, y a  la Gerente Médica, ambos de la Caja Costarricense del Seguro Social, que tomen las medidas y giren las instrucciones que sean precisas para que al recurrente le sea cancelado el subsidio por incapacidad que corresponda, que en su oportunidad le fue denegado, dentro del plazo de diez días contado a partir de la notificación de esta resolución. CL

8623-10. PROBLEMAS CON EL SUMINISTRO DE AGUA POTABLE EN ESCAZU. Reclama la recurrente que construyó su casa de habitación en San Antonio de Escazú, y tiene serios problemas con el servicio de agua, pues ésta no es tratada, llega a su casa contaminada, cargada de barro, arena y piedra, además de los parásitos. Instaló dos filtros y se bloquean por la rápida sedimentación. Indica que en verano el agua no llega durante todo el día, hay que recoger en la noche para poder bañarse al día siguiente. Manifiesta que ha  informando a la institución del problema, en distintas oficinas,  pero no ha obtenido una solución. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Subgerente General del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, que adopte de inmediato las medidas necesarias y ejecute las acciones pertinentes a fin de que se corrijan los problemas con la potabilidad del agua que recibe la recurrente en su casa de habitación. CL

8608-10. NIEGAN SUMINISTRO DE AGUA POTABLE. Alega el recurrente que su vivienda no cuenta con agua potable, y ha realizado varias gestiones ante la Asociación, solicitando la conexión del servicio. Indica la asociación rechazó su solicitud, y  que la no autorización para la correspondiente conexión de agua potable se debe a cuestiones personales del Presidente de la Asociación, ya que él de manera arbitraria decide quien tiene derecho y quien no para el disfrute del agua potable.  Se declara con lugar el recurso únicamente contra la asociación recurrida. Se ordena al Presidente de la Asociación Administradora del Acueducto Rural de Juanilama de Esparza, que en forma inmediata gire las órdenes e instrucciones que sean necesarias para que se le suministre sin más demora, el servicio de agua potable a la parte aquí amparada. CL

8629-10. SUSPENDEN SERVICIO DE ELECTRICIDAD. SUJETO DE DERECHO PRIVADO. Reclama el recurrente que la recurrida  es la dueña de los apartamentos en donde vive y sin razón alguna que lo justifique, le suspendió el servicio de electricidad, a pesar que se encuentra al día con el pago del recibido. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto se dirige contra la recurrida y se le ordena tomar las medidas necesarias para reestablecer la instalación del servicio eléctrico, en la misma forma en que se encontraba antes de la interrupción del servicio en la vivienda que alquila al recurrente. CL

8640-10. PROBLEMAS CON EL SUMINISTRO DE AGUA POTABLE EN LEON XIII. Indican los recurrentes que presentaron un escrito ante la parte recurrida, con el objeto de exponer un problema de falta de agua que se produce en el sector de la ciudadela León XIII,   y recibieron una respuesta, en el sentido de que se encargaba al Plantel de la Uruca, que atendiera el problema, sin que hasta ahora haya hecho nada por solucionarlo. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de Operación y Control del Acueducto Metropolitano del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, adoptar las medidas pertinentes dentro de la esfera de su competencia para solucionar, de manera definitiva, el problema de abastecimiento de agua potable en la Calle El Martillo de la Ciudadela León XIII. CL

8383-10. SUSPENDEN SERVICIO DE AGUA POTABLE. Refiere la recurrente que denunció ante la Autoridad Reguladora de los Servicios Públicos que la Asociación de Vecinos recurrida no se encuentra a derecho para administrar el recurso hídrico (pozo) que abastece de agua a los vecinos del Residencial Los Arcos, en Heredia. Indica que la recurrida trasladó su caso al Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, pero hasta la fecha no se ha resuelto su gestión. Debido al aumento en la tarifa que se aplicó, se dirigió a la Asociación de vecinos para solicitar una justificación de ese incremento, pero no se la dieron, y por el contrario,  la Presidenta de la Asociación le informó que se le había suspendido el servicio de agua. Se declara parcialmente con lugar el recurso, únicamente por la omisión de la Asociación de Vecinos de Residencial Los Arcos de instalarle a la recurrente una fuente de agua publica para abastecer sus necesidades básicas. Se ordena al Presidente de la Asociación de Vecinos de Residencial Los Arcos, que en forma inmediata tome las medidas necesarias para que a la amparada, se le instale una fuente de agua pública accesible a su vivienda. CL

MUNICIPALIDAD
9403-10. PROBLEMAS GENERADOS POR SISTEMA PLUVIAL EN PROPIEDAD EN MATA DE PLÁTANO DE GOICOECHEA.  Alega el  recurrente que es dueño de un almacén de materiales ubicado en Mata de Plátano y las aguas de los terrenos del lote contiguo inundan las instalaciones de su empresa, por lo que tuvo muchas pérdidas materiales. Afirma que a pesar de sus denuncias, las autoridades no han hecho nada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Goicoechea, y al Director de Ingeniería de la Municipalidad de Goicoechea, inicien las gestiones correspondientes para solventar el problema generado por el sistema pluvial público en ese lugar, para lo cual deberán adoptar las medidas presupuestarias correspondientes. CL

9498-10. SUSPENSIÓN DE MIEMBROS DE COMITÉ CANTONAL. Manifiestan los recurrentes que son miembros del Comité Cantonal de Deportes y Recreación.  Explican que se dispuso con carácter de medida cautelar,  suspender de sus funciones a dos funcionarios por  el resto del plazo de sus nombramientos,  dada la gravedad de unas supuestas irregularidades y demás hechos expuestos en el informe de la Auditoria Interna. Reclaman que, aparte de que la medida carece de justificación jurídica,  se les suspendió hasta la fecha en que se vencerán sus nombramientos, de manera que nombrar un Órgano Director del Procedimiento para resolver el asunto carecería de interés. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

9146-10. MALAS CONDICIONES DE CALLE DE ACCESO A LA COMUNIDAD LA TRINIDAD EN EL GUARCO DE CARTAGO. Reclama el recurrente que la calle de acceso a la Comunidad La Trinidad, es la única calle que sirve de conexión con el resto del cantón, puesto que existe otra salida por Los Diques del Río Reventado, pero no tiene condiciones viales para transitarla.  Que esa vía, la utilizan a diario lo vecinos y hasta los taxis se niegan a llevarlos por las condiciones de la mismas. Lo anterior, les ha provocado serios daños a sus vehículos, deterioro constante de llantas y otras partes de sus vehículos, además de los problemas de salud por el exceso de polvo y la proliferación de vectores en época de lluvia por la acumulación de aguas estancadas por los huecos.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de El Guarco, disponer lo que corresponda para que las gestiones presentadas por los recurrentes en fechas doce de setiembre de dos mil cinco y diecisiete de enero de dos mil ocho, sean resueltas definitivamente y notifique lo que corresponda, dentro del plazo de quince días, contados a partir de la notificación de esta resolución. CL

9181-10. PLAN REGULADOR DE SAN ISIDRO DE HEREDIA. Alega el recurrente que la empresa que representa es dueña de un terreno ubicado en el casco urbano de San Isidro de Heredia, antes de la existencia y entrada en vigencia del Plan Regulador de la Municipalidad de San Isidro de Heredia, el cual fue adquirido por la empresa que representa con el fin exclusivo de realizar un proyecto urbanístico.  No obstante, no le fue otorgado el visto bueno para urbanizar, trabajar o realizar actividades en el interior de la finca y les fue aplicado en forma retroactiva el nuevo "Plan Regulador y Reglamento de Zonificación, Vialidad y Transportes de la Municipalidad de San Isidro de Heredia”. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL 

8987-10. SE ORDENA CONCLUIR OBRAS DE REPARACIÓN DEL PUENTE CARRETERA A PORTÓN IBERIA DE SIQUIRRES.  Indica la recurrente que presentó una nota ante la Municipalidad  recurrida, y  solicitó la revisión del primer puente carretera a Portón Iberia, por cuanto tiene las vigas quebradas, y es muy utilizado por camiones pesados, chapulines, buses de estudiantes. Manifiesta que los vecinos están preocupados porque en cualquier momento se puede caer. Alega que pese a las reiteradas no se ha brindado respuesta alguna, ni se ha solucionado la situación expuesta. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de la Unidad Técnica Gestión Municipal Vial y al  Alcalde Municipal ambos de la Municipalidad de Siquirres, que cada uno dentro del ámbito de sus competencias y atribuciones, tomen las medidas necesarias y giren las órdenes que correspondan para que en el plazo de DOS MESES, contado a partir de la comunicación de esta sentencia, se concluya las obras de reparación y sustitución de las dos vigas principales de acero que están dañadas en el primer puente carretera a Portón Iberia de Siquirres, que ha sido objeto de este recurso. CL 

8622-10. SE ORDENA A HOTEL EN PLAYA BUENA EN EL GOLFO DE PAPAGAYO SUSTITUIR PILARES DE CEMENTO POR MOJONES REMOVIBLES. Refiere el recurrente que debido a un accidente que sufrió el amparado cuando se estaba bañando en la orilla de Playa Buena, ubicada en el Golfo de Papagayo, frente al Hotel Occidental Gran Papagayo, a la ambulancia que llegó a atender la emergencia, le fue imposible prestarle atención médica en el sitio, ya que el vehículo no pudo aproximarse lo suficiente para hacerlo.  Explica que el Hotel Occidental Gran Papagayo, con autorización de la Municipalidad de Carrillo y del Instituto Costarricense de Turismo, edificó construcciones  prácticamente en todo el frente de la playa y en la zona marítimo terrestre, y solamente dejó una pequeña pasada de aproximadamente un metro de ancho, para que el público en general pueda ingresar a la zona pública.  Para empeorar la situación, el punto está obstaculizado por tres pilares de cemento que ni siquiera permiten introducir un coche de bebé, y obviamente impiden el paso de vehículos de emergencia y camillas.  Reclama que si no se es huésped del hotel recurrido, no se puede utilizar un acceso espacioso que está previsto exclusivamente para ellos. Afirma el reclamante que el hotel prácticamente se ha adueñado de la playa con la venia del Gobierno Local y del ICT. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Apoderada Generalísima de la sociedad Occidental Smeralda Sociedad Anónima y al representante legal del Instituto Costarricense de Turismo, bajo pena de desobediencia que de forma inmediata tomen las medidas necesarias a fin de sustituir los pilares de cemento ubicados en la entrada de la playa por mojones removibles  para sean quitados en casos de emergencia. Los Magistrados Cruz Castro y Armijo Sancho ponen nota. CL   

8667-10. PLAN REGULADOR DE LA MUNICIPALIDAD DE SAN RAFAEL DE HEREDIA. Manifiesta el recurrente, que la amparada es titular de varios inmuebles situados en el cantón de San Rafael de Heredia. Explica que el Concejo Municipal de Rafael de Heredia elaboró un proyecto de plan regulador para dicho cantón, por lo que las fincas de su representada quedaron comprendidas dentro de la zona de protección agrícola de baja densidad. Menciona que  se convocó a la audiencia oral y pública para que los vecinos del cantón se pronunciaran sobre el proyecto del plan regulador, en el cual se ofrecieron fórmulas para plantear las oposiciones y comentarios pertinentes. Establece que dichas fórmulas fueron completadas y ampliadas posteriormente. Acusa que en el plan regulador adoptado por el Concejo Municipal fueron variadas completamente las coberturas, dimensiones de lotes y los usos de suelo permitidos, los cuales se habían establecido en el proyecto originalmente publicitado. Acusa que  a la fecha,  no se conocen las respuestas a las oposiciones, ni las razones de los cambios realizados al proyecto original, para que saliera aprobado de manera distinta al originalmente publicitado. Se declara parcialmente con lugar el recurso, sólo en cuanto a la falta de notificación de la respuesta a las objeciones planteadas por el recurrente en torno al Plan Regulador de San Rafael de Heredia. Se ordena al Alcalde Municipal de San Rafael de Heredia,  notificarle al accionante la respuesta a las objeciones planteadas respecto del Plan Regulador de San Rafael de Heredia, esto dentro del plazo de TRES DÍAS contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL

8668-10. AUSENCIA DE ACERAS EN RÍO SEGUNDO DE ALAJUELA. Señalan los recurrentes que desde la entrada principal ubicada en Río Segundo de Alajuela, diagonal a los semáforos, no existe una sola acera para los peatones, los cuales para poder llegar de ese punto deben caminar cerca de  dos kilómetros por media calle,  ya que no se  ha construido las aceras respectivas, y debido a lo anterior los transeúntes deben de caminar por media calle. Añaden que dicha situación se agrava con el hecho de que el Instituto Costarricense Electricidad no ha colocado lámparas en los postes del tendido hasta el frente de la propiedad del amparado, lo que genera un grave peligro para los transeúntes, quienes no solo deben transitar  por media calle, sino que no son visibles para los conductores de los automóviles que pasan por ese trecho. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Presidente del Concejo Municipal de la Municipalidad de Alajuela y a la Alcaldesa de la Municipalidad de Alajuela, que de  FORMA INMEDIATA, inicien los trabajos para solucionar el problema generado por la falta de aceras en La Claudia de Desamparados de Alajuela, en la zona que le corresponda a la Municipalidad y, en las que correspondiere a propietarios o poseedores de bienes inmuebles los aperciba para que inicien las obras necesarias en la acera  frente a sus propiedades, ajustando las obras a las especificaciones contenidas en la Ley #7600 y su reglamento. Lo anterior, sin perjuicio de que en caso de omisión del propietario o poseedor respectivo de cumplir las obligaciones señaladas, la Municipalidad  supla los trabajos y aplique las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal. En cuanto a la denegatoria del servicio de alumbrado público se declara sin lugar el recurso. Tome nota la autoridad recurrida de lo indicado en el último considerando. CL Parcial

8646-10. MUNICIPALIDAD NO ARREGLA PROBLEMAS OCASIONADOS POR DESPRENDIMIENTO DE CUNETA EN PURISCAL. Reclama la recurrente que a un costado de su casa existe una cuneta que construyó la municipalidad  recurrida  para desviar el curso del agua de lluvia. Indica que con el tiempo la tierra cedió, las lluvias erosionaron parte de la base  y eso falseó la cuneta y se desprendió una parte lateral, lo que junto con tierra suelta golpea la pared norte de la casa de la recurrente y bloquea las cajas de registro, las cuales se desbordan y produce deslizamiento de tierra. Reitera que dirigió una  carta a la Municipalidad en la cual indicó el problema, pero no han realizado ninguna reparación en la cuneta, y además  la recurrida no colocó alcantarillas en esa calle y en su propiedad se forman pozas de agua sucia que son criaderos de mosquitos. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde, a la Presidenta del Concejo, y al Director del Departamento de la Unidad Técnica de Gestión Vial, todos de la Municipalidad de Puriscal, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que en el plazo de seis meses contado a partir de la notificación de esta sentencia se solvente el problema que aqueja a la propiedad de la recurrente y que fuera denunciado por escrito del diecinueve de mayo de dos mil nueve. CL

8667-10. PARTICIPACIÓN CIUDADANA EN EL PLAN REGULADOR DE SAN RAFAEL DE HEREDIA. Establece el recurrente que la amparada es titular de varios inmuebles situados en el cantón de San Rafael de Heredia. Explica que el Concejo Municipal de San Rafael de Heredia elaboró un proyecto de plan regulador para dicho cantón el cual fue publicado ampliamente. Comenta que las fincas de su representada quedaron comprendidas dentro de la zona de protección agrícola de baja densidad. Menciona que se convocó a la audiencia oral y pública para que los vecinos del cantón se pronunciaran sobre el proyecto del plan regulador, en el cual se ofrecieron fórmulas para plantear las oposiciones y comentarios pertinentes. Refiere que dichas fórmulas fueron completadas y ampliadas posteriormente por escrito. Indica que las respuestas a las oposiciones y comentarios nunca fueron notificados ni a él, ni a ninguna de las personas que las habían presentado. Alega que el ocho de marzo de  este año, el Concejo Municipal, dispuso, adoptar el plan regulador aprobado, e instruir al Alcalde Municipal para proceder a la publicación del mismo. Acusa que en el plan regulador adoptado  fueron variadas completamente las coberturas, dimensiones de lotes y los usos de suelo permitidos, los cuales se habían establecido en el proyecto originalmente publicitado. 
Se declara parcialmente con lugar el recurso, sólo en cuanto a la falta de notificación de la respuesta a las objeciones planteadas por el recurrente en torno al Plan Regulador de San Rafael de Heredia. Se ordena al Alcalde Municipal de San Rafael de Heredia,  notificarle al accionante la respuesta a las objeciones planteadas respecto del Plan Regulador de San Rafael de Heredia, esto dentro del plazo de tres días contado a partir de la notificación de esta sentencia. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

8333-10. MALAS CONDICIONES DE PUENTE  EN CALLE TOLIMA EN SAN RAFAEL ARRIBA DE DESAMPARADOS. Manifiesta la recurrente que en el cruce de la acequia de la calle La Tolima en San Rafael Arriba de Desamparados, el puente está construido sobre alcantarillas de cemento, cubiertas parcialmente por tierra y lastre, sin muros de contención a ambos lados, ni baranda. Refiere que  debido a lo anterior dicho puente se derrumbó y colapsó, lo cual impide el paso de vehículos de los vecinos de esta comunidad, así como el paso de vehículo de entidades encargadas de atender emergencias, lo que implica que en caso de que ocurra un accidente o sinistro en sus familias, o viviendas, dichas unidades no podrán ingresar, con lo cual, se pone en peligro sus derechos fundamentales a la salud, a la vida, al libre tránsito de los vecinos que todos los días deben acudir a los centros de estudios y trabajo que deben utilizar dicho puente. Que solicitó a la corporación municipal recurrida que realizara una reparación del puente, pero no se ha procedido conforme. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa y al Coordinador de la Unidad Técnica de Gestión, ambos de la Municipalidad de Desamparados, respectivamente, que lleven a cabo las actuaciones necesarias y giren las órdenes pertinentes que estén dentro del ámbito de sus competencias para que, dentro del plazo de CUATRO MESES, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se practiquen los estudios y se realicen las obras necesarias, para la ejecución del proyecto de construcción del puente en la calle La Tolima en San Rafael Arriba de Desamparados. CL

PENSIONES ALIMENTARIAS

8153-10. FALTA DE FUNDAMENTACIÓN DEL MONTO DE PENSIÓN ALIMENTARIA. Señala el recurrente que interpuso recurso de revocatoria y apelación contra la resolución dictada por el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Escazú, por cuanto se le impuso un monto sin un análisis real de su situación y sin la debida fundamentación, omisión en la que también incurrió el Juez de Familia de San José. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la resolución dictada por el Juzgado de Pensiones Alimentarias y Violencia Doméstica de Escazú a las quince horas del once de noviembre de dos mil nueve. 

8163-10. FALTA DE FUNDAMENTACIÓN DEL MONTO DE PENSIÓN ALIMENTARIA. Alega el recurrente se le notificó la imposición provisional de una pensión alimentaria. Sin embargo dicha resolución carece de la debida fundamentación y motivación para señalar el porqué se le impone el monto de dinero allí señalado. Afirma que el Despacho Judicial solamente tomó como referencia el dicho del demandante, sin que se aportara para ello documento alguno que pruebe los ingresos que él reporta. Por lo anterior se le impuso una pensión alimentaria provisional totalmente desproporcionada, debido a los inexistentes o escasos ingresos que tiene, lo que violenta el debido proceso, el derecho de defensa, principio de proporcionalidad, principio de razonabilidad y congruencia. Se declara con lugar el recurso. Por falta de fundamentación, se anula la resolución de las 14:09 horas del 9 de marzo del 2010 del  Juzgado Contravencional de Pérez Zeledón, únicamente en lo referente a la fijación de la pensión provisional  a cargo de la amparada.  CL

8166-10. FALTA DE FUNDAMENTACIÓN DEL MONTO DE PENSIÓN ALIMENTARIA. Acusa el recurrente que mediante resolución de las diez horas con cincuenta y siete minutos del veinticinco de enero de dos mil diez, el Juzgado de Familia de Heredia, le fijó como monto de pensión alimentaria provisional la suma de un millón trescientos mil colones mensuales, la cual es desproporcionada y se encuentra fuera de su alcance, por lo que estima que su libertad personal se encuentra amenazada ante una eventual orden de apremio corporal. Además, estima que dicha resolución carece de la debida fundamentación, lo cual vulnera su derecho fundamental de defensa y debido proceso. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se anula la resolución del Juzgado de Familia de Heredia de las diez horas con cincuenta y siete minutos del veinticinco de enero de dos mil diez, por falta de fundamentación en dicha resolución. CL







